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Iniciativas

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 2O. DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CAR-
GO DEL DIPUTADO ARMANDO LUNA CANALES, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DEL PRI

El que suscribe, Armando Luna Canales, diputado del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional de la LXIII Legislatura de la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 6o., numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración del pleno de esta soberanía la presente
iniciativa que reforma la fracción IX, del apartado B
del artículo 2o., de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, al tenor del siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene por objeto modificar el ar-
tículo 2o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos (CPEUM) a fin de que sea recono-
cido el derecho a la consulta previa, así como al con-
sentimiento previo, libre e informado que asiste a los
pueblos y comunidades indígenas de nuestro país.

Sobre el estado multicultural mexicano

Nuestro país dispone en su artículo 2o. constitucional
párrafo segundo, que: “La nación tiene una composi-
ción pluricultural sustentada originalmente en sus pue-
blos indígenas que son aquéllos que descienden de po-
blaciones que habitaban en el territorio actual del país
al iniciarse la colonización y que conservan sus pro-
pias instituciones sociales, económicas, culturales y
políticas, o parte de ellas.”

Esta diversidad cultural puede claramente advertirse
en sus pueblos y comunidades indígenas que con sus
lenguas y tradiciones enriquecen la cultura de nuestro
país. Sin embargo, el asumirse como un estado multi-
cultural y plural conlleva diversas obligaciones, entre
ellas, la de garantizar las condiciones necesarias para
que dicha diversidad pueda tener cabida y desarrollar-
se debidamente.

Para lograr lo anterior, se ha dispuesto por parte de la
comunidad internacional de estados y, posteriormente
trasladado a nuestro país, el derecho a la libre deter-
minación de los pueblos, como un derecho que clara-
mente asiste a los pueblos y comunidades indígenas.

El derecho a la libre determinación resulta ser una es-
pecie de derecho base o bien, de derecho condensado,
porque a partir del mismo, tienen lugar una pluralidad
de derechos, los cuales –como se ha dicho– encuentra
sustento y justificación en este derecho matriz. Con es-
te derecho, se garantiza en gran medida la permanen-
cia y continuación de los estados multiculturales por-
que permite a las minorías étnicas, lingüísticas y
religiosas disponer de una herramienta a partir de la
cual pueden, en los hechos, manifestarse como socie-
dades diferenciadas en tanto sus diversas manifesta-
ciones de identidad.

Gracias al derecho a la libre determinación, los pue-
blos y comunidades indígenas pueden, entre otras tan-
tas cosas, mantener sus sistemas jurídicos propios (el
pluralismo cultural), sus sistemas de administración de
justicia, de regulación interna, de participación social,
de salud, alimentación, medio ambiente, desarrollo
humano, etcétera. Nuestra Constitución Política reco-
noce este derecho fundamental y lo desarrolla en el
sentido de que permite a los pueblos indígenas: deci-
dir sus formas internas de convivencia y organización
social, económica, política y cultural; aplicar sus pro-
pios sistemas normativos en la regulación y solución
de sus conflictos internos, sujetándose a los principios
generales de la Constitución, respetando las garantías
individuales, los derechos humanos y, de manera rele-
vante, la dignidad e integridad de las mujeres.

Asimismo, permite reconocer los derechos a: elegir de
acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas
tradicionales, a las autoridades o representantes para el
ejercicio de sus formas propias de gobierno interno;
acceder y desempeñar los cargos públicos y de elec-
ción popular para los que hayan sido electos o desig-
nados, en un marco que respete el pacto federal y la
soberanía de los estados; preservar y enriquecer sus
lenguas, conocimientos y todos los elementos que
constituyan su cultura e identidad; conservar y mejo-
rar el hábitat y preservar la integridad de sus tierras;
acceder, con respeto a las formas y modalidades de
propiedad y tenencia de la tierra establecidas en esta
Constitución y en las leyes de la materia, así como a
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los derechos adquiridos por terceros o por integrantes
de la comunidad, al uso y disfrute preferente de los re-
cursos naturales de los lugares que habitan y ocupan
las comunidades, salvo aquellos que corresponden a
las áreas estratégicas, en términos de la Constitución.
Para estos efectos las comunidades podrán asociarse
en los términos previstos en la ley; elegir, en los mu-
nicipios con población indígena, representantes ante
los ayuntamientos; entre otros tantos.

Gracias a este derecho puede garantizarse realmente la
existencia de un estado multicultural, el cual, en pala-
bras de la Corte Constitucional Colombiana (una de
las cortes más avanzadas en temas de derechos huma-
nos) supone un nuevo modelo, de acuerdo con el cual:

“el principio de diversidad e integridad personal no
es simplemente una declaración retórica, sino que
constituye una proyección, en el plano jurídico, del
carácter democrático, participativo y pluralista de
la república colombiana y obedece a la aceptación
de la alteridad ligada a la aceptación de la multipli-
cidad de formas de vida y sistemas de comprensión
del mundo diferentes de los de la cultura occiden-
tal. La Constitución política permite al individuo
definir su identidad con base en sus diferencias es-
pecíficas y en valores étnicos y culturales concre-
tos, y no conforme a un concepto abstracto y gene-
ral de ciudadanía, como el definido por los estados
liberales unitarios y monoculturales. Lo anterior
traduce un afán válido por adaptar el derecho a las
realidades sociales, a fin de satisfacer las necesida-
des de reconocimiento de aquellos grupos que se
caracterizan por ser diferentes en cuestiones de ra-
za, o cultura. En suma, el reconocimiento de la di-
versidad étnica y cultural obedece al imperativo de
construir una democracia cada vez más inclusiva y
participativa y de ser consecuentes, de otro lado, en
la concepción según la cual la justicia constituye
un ideal incompleto si no atienden a las reivindica-
ciones de reconocimiento de los individuos y co-
munidades.”1

Como una de las manifestaciones del derecho a la li-
bre determinación de los pueblos encontramos el dere-
cho a la consulta previa y al consentimiento previo, li-
bre e informado. Estos derechos, curiosamente,
también derivan del derecho a la libre determinación,
pero, a la vez, permiten su protección porque tales de-
rechos son formas de participación de los colectivos

étnicos mediante los cuales aseguran la pervivencia de
sus diversas manifestaciones culturales. 

La consulta previa “…es el derecho fundamental, de
carácter colectivo, que tienen los pueblos y comunida-
des indígenas, así como otras minorías étnicas, para
poder participar y decidir, de acuerdo con sus usos y
costumbres, cada vez que se pretendan tomar decisio-
nes externas que afecten directamente sus formas tra-
dicionales de vida en sus diversos aspectos (territorial,
ambiental, cultural, espiritual, social, económico, de
salud, etcétera) así como de aquellos otros que incidan
directamente en su estructura étnica, con el propósito
de salvaguardar su integridad como sujeto colectivo y
garantizar su derecho a la participación”2.

Por su parte, el consentimiento previo, libre e infor-
mado se entiende como “…un derecho fundamental,
de carácter colectivo, que poseen los pueblos y comu-
nidades indígenas, así como otras minorías étnicas se-
mejantes, por el cual garantizan su derecho a la parti-
cipación frente a aquellas medidas adoptadas por el
estado con una especial capacidad de incidencia en la
estructura étnica del pueblo o la comunidad. Este de-
recho se caracteriza porque supone la necesaria obten-
ción de un consentimiento a partir del cual el Estado
puede implementar la medida prevista con incidencia
en la estructura étnica del colectivo”3.

Como puede apreciarse, gracias a estos derechos, los
pueblos y las comunidades indígenas pueden partici-
par de las decisiones del estado que los afecten direc-
tamente y, con tales derechos, incidir en el contenido
de las decisiones estatales a fin de que puedan mani-
festar sus diversos puntos de vista en torno a las ac-
ciones públicas a emprenderse. Con tales derechos, lo
que se garantiza es la participación efectiva dentro del
propio estado y ello, como sabemos, es a su vez un de-
recho fundamental que debe de ser protegido en un es-
tado constitucional y democrático de derecho.

En cuanto al valor jurídico de tales derechos, debemos
decir que es un valor jurídico pleno pues se encuentra
contenido primariamente en el Convenio 169 de la Or-
ganización Internacional del Trabajo, así también, en
la Convención de las Naciones Unidas sobre los Dere-
chos de los Pueblos Indígenas, el soft Law internacio-
nal y las sentencias de la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos que, como se sabe, a partir de la
contradicción de tesis 293/2011 resultan plenamente
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vinculantes para el estado, haya sido o no parte del jui-
cio concreto del que derivaron los criterios de la Cor-
te de San José.

El Convenio 169 de la Organización Internacional del
Trabajo (OIT) dispone, en su artículo 6, que:

“Artículo 6

1. Al aplicar las disposiciones del presente conve-
nio, los gobiernos deberán:

(a) Consultar a los pueblos interesados, median-
te procedimientos apropiados y en particular a
través de sus instituciones representativas, cada
vez que se prevean medidas legislativas o admi-
nistrativas susceptibles de afectarles directa-
mente;

(b) Establecer los medios a través de los cuales los
pueblos interesados puedan participar libremente,
por lo menos en la misma medida que otros sectores
de la población, y a todos los niveles en la adopción
de decisiones en instituciones electivas y organis-
mos administrativos y de otra índole responsables de
políticas y programas que les conciernan;

(c) Establecer los medios para el pleno desarrollo de
las instituciones e iniciativas de esos pueblos, y en
los casos apropiados proporcionar los recursos ne-
cesarios para este fin.

2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de es-
te convenio deberán efectuarse de buena fe y de una
manera apropiada a las circunstancias, con la finali-
dad de llegar a un acuerdo o lograr el consenti-
miento acerca de las medidas propuestas.”

Por su parte, la Declaración Universal de los Dere-
chos de los Pueblos Indígenas dispone:

Artículo 10

Los pueblos indígenas no serán desplazados por la
fuerza de sus tierras o territorios. No se procederá a
ningún traslado sin el consentimiento libre, previo
e informado de los pueblos indígenas interesados,
ni sin un acuerdo previo sobre una indemnización
justa y equitativa y, siempre que sea posible, la op-
ción del regreso.

Artículo 19

Los estados celebrarán consultas y cooperarán de
buena fe con los pueblos indígenas interesados por
medio de sus instituciones representativas antes de
adoptar y aplicar medidas legislativas o administra-
tivas que los afecten, a fin de obtener su consenti-
miento libre, previo e informado.

Artículo 28

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la repa-
ración, por medios que pueden incluir la restitución
o, cuando ello no sea posible, una indemnización
justa, imparcial y equitativa, por las tierras, los te-
rritorios y los recursos que tradicionalmente hayan
poseído u ocupado o utilizado de otra forma y que
hayan sido confiscados, tomados, ocupados, utiliza-
dos o dañados sin su consentimiento libre, previo
e informado.

2. …

Artículo 29

1. …

2. Los estados adoptarán medidas eficaces para ga-
rantizar que no se almacenen ni eliminen materiales
peligrosos en las tierras o territorios de los pueblos
indígenas sin su consentimiento libre, previo e in-
formado.

3. …

De igual modo, y como lo hemos comentado, la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación derivado de la con-
tradicción de tesis 293/2011 concluyó que los criterios
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos
(CoIDH) expresados en sus sentencias son obligatorias
para México, independientemente de que en las mis-
mas haya o no participado el estado. Así, en su tesis de
jurisprudencia P./J. 21/2014 (derivada de la Contradic-
ción de Tesis) y cuyo rubro es “Jurisprudencia emitida
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Es
vinculante para los jueces mexicanos siempre que sea
más favorable a la persona”, se indica: 

“Los criterios jurisprudenciales de la Corte Inter-
americana de Derechos Humanos, con independen-
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cia de que el Estado Mexicano haya sido parte en el
litigio ante dicho tribunal, resultan vinculantes para
los Jueces nacionales al constituir una extensión de
la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos, toda vez que en dichos criterios se determina el
contenido de los derechos humanos establecidos en
ese tratado. La fuerza vinculante de la jurispruden-
cia interamericana se desprende del propio manda-
to establecido en el artículo 1o. constitucional, pues
el principio pro persona obliga a los Jueces nacio-
nales a resolver cada caso atendiendo a la interpre-
tación más favorable a la persona…”

Gracias a esta jurisprudencia pueden aplicarse los cri-
terios de la corte interamericana en temas de consulta
y consentimiento previo a pueblos indígenas y, en las
cuales se ha dicho que: 

“…sólo puede hablarse de una verdadera demo-
cracia, representativa y participativa, allí donde la
composición formal y material del sistema guarda
una correspondencia adecuada con las diversas
fuerzas que conforman la sociedad, y les permite,
a todas ellas, participar en la adopción de las de-
cisiones que les conciernan. Ello es especialmen-
te importante en un estado social de derecho, que
se caracteriza por presuponer la existencia de una
profunda interrelación entre los espacios, tradi-
cionalmente separados, del “estado” y la “socie-
dad civil”, y que pretende superar la concepción
tradicional de la democracia, vista simplemente
como el gobierno formal de las mayorías, para
acoplarse mejor a la realidad e incluir dentro del
debate público, en tanto sujetos activos, a los dis-
tintos grupos sociales, minoritarios o en proceso
de consolidación, fomentando así su participación
en los procesos de toma de decisiones a todo ni-
vel.

160. Es por todo lo anterior que una de las garantí-
as fundamentales para garantizar la participación de
los pueblos y comunidades indígenas en las deci-
siones relativas a medidas que afecten sus derechos,
y en particular su derecho a la propiedad comunal,
es justamente el reconocimiento de su derecho a la
consulta, el cual está reconocido en el Convenio nú-
mero 169 de la Organización Internacional del Tra-
bajo (OIT), entre otros instrumentos internacionales
complementarios”4.

Asimismo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación
(SCJN), en el amparo en revisión 631/2012 señaló:
“Al respecto, nuestro país forma parte del Convenio
169 de la Organización Internacional del Trabajo so-
bre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Indepen-
dientes… en virtud de lo anterior, junto con el conte-
nido del artículo 2o. constitucional que garantiza el
acceso a la justicia individual o colectivamente a los
grupos y comunidades indígenas, poseen plena fuerza
vinculante al haberse adoptado en la normativa de
nuestro país, lo que implica que permeé en todos los
ámbitos del sistema jurídico”5.

Como se ha argumentado suficientemente, la disposi-
ción contenida en el artículo 6 del Convenio 169 de la
OIT tiene plena fuerza vinculante para nuestro estado,
por lo que debe de reconocerse en nuestro ámbito in-
terno mediante una reforma constitucional.

Sobre la propuesta de modificación normativa

El artículo 2 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en su apartado B, fracción IX prevé
una forma de consulta hacia los pueblos y comunidades
indígenas, estableciendo en su parte conducente que:

Artículo 2o. …

…

…

…

…

A. …

B. …

Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los
pueblos y comunidades indígenas, dichas autorida-
des, tienen la obligación de:

De la I a la VIII. …

IX. Consultar a los pueblos indígenas en la elabora-
ción del Plan Nacional de Desarrollo y de los esta-
tales y municipales y, en su caso, incorporar las re-
comendaciones y propuestas que realicen.
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…

…

Como es fácil advertir, la disposición en cuestión li-
mita el derecho a la consulta únicamente a la elabo-
ración del Plan Nacional de Desarrollo y de los es-
tatales y municipales, no haciéndolo extensivo a
todos los demás supuestos que sí se prevén en las
normas de fuente internacional (pero incorporadas
al derecho interno por vía la ratificación que de
ellos ha hecho el Estado mexicano, así como por vía
de los criterios de la CoIDH que son obligatorios) e,
incluso, por vía de la propia Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, la que ha entendido que el dere-
cho se actualiza cada vez que se prevean medidas
legislativas o administrativas susceptibles de afec-
tarles directamente.

Del mismo modo, se advierte una ausencia completa del
derecho al consentimiento, previo, libre e informado
que, como se ha dejado en claro en las disposiciones ci-
tadas, procede en determinados casos y adquiere un ca-
rácter reforzado al de la consulta previa. La CoIDH, res-
pecto de este derecho, además ha indicado que:

“…adicionalmente a la consulta que se requiere siem-
pre que haya un plan de desarrollo o inversión dentro
del territorio tradicional Saramaka, la salvaguarda de
participación efectiva que se requiere cuando se trate
de grandes planes de desarrollo o inversión que pue-
dan tener un impacto profundo en los derechos de
propiedad de los miembros del pueblo Saramaka a
gran parte de su territorio, debe entenderse como re-
quiriendo adicionalmente la obligación de obtener el
consentimiento libre, previo e informado del pueblo
Saramaka, según sus costumbres y tradiciones”6.

En consecuencia y, por todo lo antes expuesto, presen-
to ante esta soberanía la presente iniciativa de reforma
constitucional a fin de que sea reconocido en el artícu-
lo 2o., apartado B, fracción IX, el derecho a la consul-
ta y al consentimiento previo, libre e informado, ello,
mediante el siguiente proyecto de:

Decreto

Único. Se reforma la fracción IX, del artículo 2o. de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 2o. …

…

…

…

…

A. …

B. …

Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los
pueblos y comunidades indígenas, dichas autoridades,
tienen la obligación de:

De la I a la VIII. …

IX. Consultar a los pueblos indígenas en la elabora-
ción del Plan Nacional de Desarrollo y de los esta-
tales y municipales y, en su caso, incorporar las re-
comendaciones y propuestas que realicen. De igual
modo, consultarlos cada vez que se prevean me-
didas legislativas o administrativas susceptibles
de afectarles directamente y, en aquellos casos
donde se precise, obtener su consentimiento pre-
vio, libre e informado.

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 CCC, sentencia SU-510/98.

2 Maldonado Smith, Mario Eduardo. Torres de Babel. Estado,

multiculturalismo y derechos humano. Ed. UNAM. México, 2015,

Pág. 127.

3 Ibídem. Pág. 179.
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4 CoIDH. Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador.

Sentencia de 27 de junio de 2012. Párr. 159-160.

5 SCJN. Amparo en revisión 631/2012 (acueducto independencia).

6 CoIDH. Caso Saramaka Vs. Surinam. Sentencia de 28 de no-

viembre de 2007. Párr. 137.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 14 de septiembre de 2016.

Diputado Armando Luna Canales (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 2O. DE LA LEY DE PLANEA-
CIÓN, A CARGO DE LA DIPUTADA GUADALUPE GONZÁLEZ

SUÁSTEGUI, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

La suscrita, Guadalupe González Suástegui, diputada
a la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72, inciso H, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, frac-
ción I, y 77 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, somete a consideración del Congreso de la Unión
iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man las fracciones I, III y IV del artículo 2o. de la Ley
de Planeación, para armonizarlo con los instrumentos
internacionales y fortalecer las bases de la planeación
estratégica, tendentes a superar la pobreza y las caren-
cias sociales.

Exposición de Motivos

I. Planteamiento del problema

El aumento progresivo de la pobreza en sus diferentes
dimensiones que alcanza altos niveles, hace necesaria

la intervención decidida del Estado Mexicano, para
que desde la planeación del desarrollo económico y
social, así como desde la construcción de las políticas
públicas, se incorporen acciones, estrategias y políti-
cas que permitan generar el equilibrio necesario entre
el aumento poblacional, la generación de los servicios
básicos y el desarrollo económico, para lograr una jus-
ta distribución de la riqueza en la población en gene-
ral, lo cual, es posible, si se fortalece desde la Ley de
Planeación esta situación.

II. Argumentación

De acuerdo con los datos oficiales del Coneval en el
informe de 2014, menciona a la letra:

… Entre 2012 y 2014, el porcentaje de población en
pobreza subió de 45.5 a 46.2 por ciento; mientras
que el porcentaje de pobreza extrema bajó de 9.8 a
9.5 por ciento, por lo que la población en pobreza
aumentó de 53.3 a 55.3 millones de personas; aun-
que la pobreza extrema se redujo de 11.5 a 11.4 mi-
llones de personas entre 2012 y 2014; respecto al
número de carencias promedio de la población en
pobreza de acuerdo a la institución mencionada, se
redujo entre 2012 y 2014 de 2.4 a 2.3. Por otra par-
te, las carencias promedio de la pobreza extrema
bajaron de 3.7 a 3.6; en otro rubro, entre 2012 y
2014, el porcentaje de la población rural en pobre-
za pasó de 61.6 a 61.1 por ciento y en el caso de la
población urbana, la pobreza pasó de 40.6 a 41.7
por ciento.

El Coneval destaca que en 24 entidades federativas se
observó una reducción en el porcentaje de pobreza o
de pobreza extrema, mientras que en 8 entidades au-
mentó el porcentaje de la pobreza y la pobreza extre-
ma.

Respecto a la reducción del ingreso destaca que, por
hogar, entre 2012 y 2014 que la dinámica demográfi-
ca fue uno de los factores principales en el incremen-
to de la pobreza en este periodo; por lo tanto, el au-
mento del ingreso del decil con mayor pobreza (decil
I), así como la disminución de carencias sociales de
esa población, contribuyeron a la reducción de la po-
breza extrema entre 2012 y 2014.

La situación anterior es contraria al artículo 25 consti-
tucional, el cual dispone que el Estado es responsable
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de la rectoría del desarrollo nacional con el fin de ga-
rantizar que sea integral y sostenible; para que, con
ello, se fortalezca la soberanía nacional y el régimen
democrático existente.

De acuerdo con la Carta Magna, es mediante la com-
petitividad, el crecimiento económico y el empleo, co-
mo se logra una mejor y más justa distribución de la ri-
queza para que de esta manera se realice el pleno
ejercicio de la libertad y la dignidad de las personas de
acuerdo con las garantías que la constitución estable-
ce; en consecuencia, la competitividad debe orientarse
al impulso del crecimiento, la promoción de la inver-
sión y la generación de empleo, debiendo plasmarse y
observarse en el Plan Nacional de Desarrollo y los es-
tatales y municipales.

La Constitución establece de manera clara que el de-
sarrollo económico debe realizarse con responsabili-
dad social por parte del sector público, el sector social
y el sector privado.

Lo anterior no ha sido así, por lo cual la Ley de Plane-
ación debe fortalecerse para que se cumpla con el
mandato constitucional de consolidar un desarrollo
equilibrado, la justa distribución de la riqueza, el im-
pulso de la competitividad e ingresos dignos para las
personas mediante el producto de su trabajo.

Por lo anterior, es importante que en la planeación del
desarrollo nacional se consideren los indicadores meto-
dológicos tanto del Inegi como del Coneval para que la
planeación sea más precisa en lo que respecta a la aten-
ción tanto de las dimensiones como vulnerabilidades y
carencias que padecen las personas en situación de po-
breza; principalmente la falta de acceso a los servicios
de salud, educación, seguridad social, alimentación, la
falta de calidad en los espacios y servicios en las vi-
viendas y la insuficiencia de los ingresos, de tal mane-
ra que al buscar el equilibrio en estas necesidades y el
desarrollo nacional, se puede resolver de manera pau-
latina las grandes desigualdades existentes en el país.

Se propone incluir el tema de la superación de la po-
breza dentro de los principios rectores enunciados en
la fracción III del artículo 2 de la Ley de Planeación en
los siguientes términos:

III. La igualdad de derechos entre mujeres y hombres,
la superación de la pobreza, la atención de las nece-

sidades básicas de la población y la mejoría, en todos
los aspectos de la calidad de la vida, para lograr una
sociedad más igualitaria, garantizando un ambiente
adecuado para el desarrollo de la población;

Si bien podría interpretarse que en el mismo numeral
se encuentra implícita la atención de las necesidades
básicas, es importante que se especifique de manera
clara que es un objetivo de la planeación estratégica
que realiza el Estado debe encaminarse a superar la
pobreza con el fin de que sea un principio rector a con-
siderar en la planeación.

En el artículo 2o. se propone en el numeral I armoni-
zar lo establecido en el Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales adoptado por
la Asamblea General de la ONU en 1966 y ratificado
por el Estado Mexicano, mediante su publicación en el
Diario Oficial y su entrada en vigor en 1981, en los si-
guientes términos:

Artículo 2o. (…)

I. El fortalecimiento de la soberanía, la indepen-
dencia y autodeterminación nacionales, en lo políti-
co, lo económico, lo social, lo ambiental y lo cul-
tural;

En virtud de lo anterior, es adecuado adicionar la di-
mensión ambiental en nuestro país porque uno de los
grandes retos consiste en incluir al medio ambiente en
la competitividad, el desarrollo económico y social
afín de que el crecimiento sea sustentable y desde to-
das las dependencias se considere en sus planes anua-
les la vertiente ambiental y social a efecto de que se
provean los recursos presupuestarios necesarios para
dar cumplimiento a los objetivos y las metas del Plan
Nacional de Desarrollo.

La dimensión ambiental cobra relevancia a fin de pre-
venir problemas y riesgos futuros a la seguridad de
nuestro país en concordancia con los compromisos in-
ternacionales adquiridos en materia de protección am-
biental que redunde en desarrollo sustentable.

La inclusión de la dimensión social, tiene como obje-
tivo hacer patente la libre determinación de nuestro
país en la construcción de las políticas públicas que
contribuyan a la construcción de una sociedad más
igualitaria y equitativa para los grupos vulnerables, a
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la vez que su régimen transite hacia una mayor inclu-
sión y solidaridad social, al establecer un piso de bien-
estar.

De acuerdo con lo anterior, se busca agregar en el nu-
meral IV lo establecido en el Protocolo Facultativo del
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales del 10 de diciembre de 2008 e incluso
se consideran los derechos ambientales establecidos
en los instrumentos internacionales (Declaración de
Río Sobre Medio ambiente y Desarrollo) en los si-
guientes términos:

IV. El respeto irrestricto de las garantías individuales,
y de las libertades y derechos sociales, económicos,
políticos, ambientales y culturales;

Lo anterior es congruente con el artículo 1o. constitu-
cional, en los siguientes términos:

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos to-
das las personas gozarán de los derechos humanos
reconocidos en esta Constitución y en los tratados
internacionales de que el Estado mexicano sea par-
te, así como de las garantías para su protección, cu-
yo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse,
salvo en los casos y bajo las condiciones que esta
Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se in-
terpretarán de conformidad con esta Constitución y
con los tratados internacionales de la materia favo-
reciendo en todo tiempo a las personas la protec-
ción más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus compe-
tencias, tienen la obligación de promover, respetar,
proteger y garantizar los derechos humanos de con-
formidad con los principios de universalidad, inter-
dependencia, indivisibilidad y progresividad…

(…)

(…)

El artículo 25 constitucional plantea lo siguiente:

Artículo 25. Corresponde al Estado la rectoría del
desarrollo nacional para garantizar que éste sea in-
tegral y sustentable, que fortalezca la soberanía de

la nación y su régimen democrático y que, median-
te la competitividad, el fomento del crecimiento
económico y el empleo y una más justa distribución
del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio
de la libertad y la dignidad de los individuos, gru-
pos y clases sociales, cuya seguridad protege esta
Constitución. La competitividad se entenderá como
el conjunto de condiciones necesarias para generar
un mayor crecimiento económico, promoviendo la
inversión y la generación de empleo.

El Estado velará por la estabilidad de las finanzas pú-
blicas y del sistema financiero para coadyuvar a gene-
rar condiciones favorables para el crecimiento econó-
mico y el empleo. El Plan Nacional de Desarrollo y los
planes estatales y municipales deberán observar dicho
principio.

El Estado planeará, conducirá, coordinará y orientará
la actividad económica nacional, y llevará al cabo la
regulación y fomento de las actividades que demande
el interés general en el marco de libertades que otorga
esta Constitución.

Al desarrollo económico nacional concurrirán, con
responsabilidad social, el sector público, el sector so-
cial y el sector privado, sin menoscabo de otras formas
de actividad económica que contribuyan al desarrollo
de la nación.

De acuerdo con lo mencionado, se busca que en la
misma fracción IV se incluya el respeto irrestricto de
los derechos económicos como parte de los principios
rectores debido a que los derechos económicos, de
acuerdo a los PIDESC se refieren básicamente a los
derechos de los trabajadores que incluyen la prohibi-
ción del trabajo forzado, los derechos a escoger o
aceptar libremente un trabajo, a un salario equitativo e
igual por trabajo de igual valor, al disfrute del tiempo
libe y a la limitación razonable de las horas de trabajo,
a la seguridad social y la higiene en el trabajo a afi-
liarse a sindicatos y a fundarlos y a la huelga.

A la luz de los argumentos vertidos en esta iniciativa,
el artículo 123 constitucional dispone lo siguiente:

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al traba-
jo digno y socialmente útil; al efecto, se promove-
rán la creación de empleos y la organización social
de trabajo, conforme a la ley.
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De acuerdo con las reflexiones realizadas, la reforma
de adición de principios de consideración de derechos
en la Planeación es congruente, tanto con los instru-
mentos internacionales como con nuestra constitución
política, por tal motivo, es una reforma que debe ser
dictaminada en positivo e incorporada a nuestro siste-
ma jurídico con el fin de que el Estado cuente con los
dispositivos que le permitan ejercer sus atribuciones
con mayor eficiencia y eficacia en la superación de la
pobreza desde la planeación del desarrollo económico,
social, cultural, ambiental y político.

Finalmente, es importante que el Estado mexicano,
mediante esta reforma que tiene como finalidad incor-
porar en la Ley de Planeación la facultad de tomar en
considerar desde la planeación del desarrollo las di-
mensiones económica, social y ambiental, para de ma-
nera progresiva, se superen las causas que provocan la
pobreza por vulnerabilidad y de ingresos a fin de dar
cumplimiento a los instrumentos internacionales y los
principios de igualdad existentes en la Constitución.

Por todo lo mencionado someto a consideración del
pleno el siguiente

Decreto por el que se reforma el artículo 2o. de la
Ley de Planeación

Único. Se reforman las fracciones I, III y IV del artí-
culo 2o. de la Ley de Planeación, para quedar como si-
gue:

Ley de Planeación

Capítulo Primero
Disposiciones Generales

Artículo 1o. (…)

Artículo 2o. La planeación deberá llevarse a cabo co-
mo un medio para el eficaz desempeño de la respon-
sabilidad del Estado sobre el desarrollo integral y sus-
tentable del país y deberá tender a la consecución de
los fines y objetivos políticos, sociales, culturales y
económicos contenidos en la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. Para ello estará basa-
da en los siguientes principios:

I. El fortalecimiento de la soberanía, la indepen-
dencia y autodeterminación nacionales, en lo políti-

co, lo económico, lo social, lo ambiental y lo cul-
tural;

II. (…)

III. La igualdad de derechos entre mujeres y hom-
bres, la superación de la pobreza, la atención de
las necesidades básicas de la población y la mejoría,
en todos los aspectos de la calidad de la vida, para
lograr una sociedad más igualitaria, garantizando
un ambiente adecuado para el desarrollo de la po-
blación;

IV. El respeto irrestricto de las garantías individua-
les, y de las libertades y derechos sociales, econó-
micos, políticos, ambientales y culturales;

V. a VIII. (…)

Transitorios

Primero. Las instituciones y áreas responsables ten-
drán 45 días para realizar las acciones reglamentarias
para que sean tomadas en consideración en los planes
anuales.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 14 de septiembre de 2016.

Diputada Guadalupe González Suástegui (rúbrica)

Miércoles 14 de septiembre de 2016 Gaceta Parlamentaria11



QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LAS LEYES

GENERAL DE EDUCACIÓN, DEL INSTITUTO NACIONAL DE

EVALUACIÓN DE LA EDUCACIÓN, Y GENERAL DEL SERVI-
CIO PROFESIONAL DOCENTE, A CARGO DEL DIPUTADO

HÉCTOR JAVIER GARCÍA CHÁVEZ, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PRD

Con base en los artículos 3o., 71, fracción II, y 73 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como 6o., numeral 1, fracción I, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se presenta inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se reforman
diversas disposiciones de las Leyes General de Educa-
ción, del Instituto Nacional de Evaluación de la Edu-
cación, y General del Servicio Profesional Docente,
por el diputado Héctor Javier García Chávez.

Planteamiento del problema

Señala el artículo 3o. de la Constitución Política en el
segundo párrafo los fines de la educación pública co-
mo una tarea del Estado:

La educación que imparta el Estado tenderá a des-
arrollar armónicamente, todas las facultades del ser
humano y fomentará en él, a la vez, el amor a la pa-
tria, el respeto a los derechos humanos y la con-
ciencia de solidaridad internacional, en la indepen-
dencia y la justicia.

Pero además, señala en la fracción II del párrafo terce-
ro del citado ordenamiento, los criterios con que se ba-
sará la educación pública y dice:

El criterio que orientará a esa educación se basará
en los resultados del progreso científico, luchará
contra la ignorancia y sus efectos, las servidumbres,
los fanatismos y los prejuicios.

Así pues, estamos ante un mandato donde la educación
pública tiene las finalidades humanas más elevadas del
espíritu en su concepción del ser humano, basado en el
respeto, la conciencia y la justicia; finalidad que se
asocia a un modelo de pensamiento crítico contraria a
toda forma de alienación.

La manera práctica en que se desarrolla la acción edu-
cativa no puede ser resultado de modos de hacer fuera
del mandato constitucional, que orienta todo diseño a
la construcción de un pensamiento crítico de la reali-

dad, por lo que, la práctica educativa tendría que ser
congruente con sus finalidades, como dijera Julio Ba-
rreiro:1

(…) cuando habla de libertad, de justicia o de
igualdad cree en estas palabras en la medida en que
ellas estén encarnando la realidad de quien las pro-
nuncia. Sólo entonces las palabras, en vez de ser
vehículo de ideologías alienantes, o enmascara-
miento de una cultura decadente, se convierten en
generadoras (…), en instrumentos de una transfor-
mación auténtica, global, del hombre y de la socie-
dad. Por eso mismo, (…) la educación es un acto
de amor, de coraje; es una práctica de la libertad di-
rigida hacia la realidad, a la que no teme; más bien
busca transformarla, por solidaridad, por espíritu
fraternal.

La educación es un medio pertinente en la medida que
es congruente la acción con las finalidades de nuestro
mandato. Una praxis que libera al ser humano de la ig-
norancia, de la servidumbre, del fanatismo y de los
prejuicios, es aquella donde la educación hace con-
gruente sus fines y su práctica. En este sentido Esco-
bar ha señalado:2

Lo que nos parece indiscutible es que si pretende-
mos la liberación de los hombres no podemos em-
pezar por alienarlos o mantenerlos en la alienación.
La liberación auténtica, que es la humanización en
proceso, no es una cosa que se deposita en los hom-
bres. No es una palabra más, hueca, mitificante. Es
praxis, que implica la acción y la reflexión de los
hombres sobre el mundo para transformarlo.

La educación cumple sus fines no como consecuencia
de la sumatoria de actos, sino como la continua prácti-
ca que genera una experiencia dialógica de los partici-
pantes de la experiencia educativa con el mundo de
que forman parte, dice Escobar:3

La educación que se impone a quienes verdadera-
mente se comprometen con la liberación no puede
basarse en una comprensión de los hombres como
seres “vacíos” a quienes el mundo “llena” con con-
tenidos; no puede basarse en una conciencia espe-
cializada, mecánicamente dividida, sino en los
hombres como “cuerpos conscientes” y en la con-
ciencia. Como conciencia intencionada al mundo.
No puede ser la del depósito de contenidos, sino la
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de problematización de los hombres en sus relacio-
nes con el mundo.

Así, y en congruencia con el mandato constitucional
de desarrollar todas las capacidades humanas, la edu-
cación ha de ser la práctica social e histórica, que en
la formación del ser humano se vuelve una práctica de
libertad. Si pretendemos la formación de un ser hu-
mano capaz de amar su patria, no podemos esperar
que sea posible si está atado a la discriminación, al
mito postcolonial de la mexicanidad mediocre. Si pre-
tendemos un ser humano respetuoso de los derechos
humanos, no podemos alcanzarlo sin amor a la vida y
a los altos valores de justica. Si queremos un ser hu-
mano con la conciencia de la solidaridad internacio-
nal, no podrá lograse sin una lectura crítica de la rea-
lidad, sin la capacidad reflexiva que le permita
oponerse a la violencia y mantenerse firme a favor de
la paz.

El modelo educativo a que aspiramos permite imagi-
nar un ser humano racional y emocionalmente capaz
de amar la vida, la libertad, la justica y la paz; capaz
de desarrollarse con autonomía en un entorno demo-
crático; responsable de su vida, de su cuerpo, de su
espíritu; capaz de defender los altos valores huma-
nos de solidaridad, compromiso y cooperación. El
modelo educativo al que aspiramos no es una enso-
ñación o quimera, es un modelo educativo posible.
Es posible no porqué pretendamos inventarlo ahora
mismo, sino porqué ya se viene realizando desde los
primeros esfuerzos que el presidente Juárez iniciara
en 1867.

En la historia de la educación en México, ha pervivido
el deseo y la práctica de organizaciones, instituciones
y personas de pasar de una educación intransitiva4 a
una educación liberadora. Es en este punto que aflora
un problema que por sus dimensiones es imperativo
abordar, no separadamente del contexto global de la
educación, sino con particular atención: el problema
de la evaluación educativa.

La pregunta central que orienta nuestro planteamiento
es saber sí, ¿Estamos logrando los fines de la educa-
ción? ¿Logramos estos fines con la orientación que el
propio mandato constitucional señala? Ésta es una
cuestión crucial pues los indicadores que tradicional-
mente se han utilizado para “medir” la educación, se
centraron en la cobertura, lo que formo la mayor parte

del trabajo del Consejo Nacional Técnico de la Educa-
ción (Conalte)5 en los primeros esfuerzos por generar
mediciones en la segunda mitad del siglo pasado.

En las décadas de 1970 y 1980, bajo la política de mo-
dernización educativa, las evaluaciones del aprendiza-
je de esta época propiamente dicha, tuvieron un carác-
ter incipiente y técnicamente fueron muy débiles;
estuvieron más orientadas a la selección para grados
superiores que a un diagnóstico de la calidad del siste-
ma (Martínez y Blanco, 2010:100).

En la década de 1990 se dio mayor impulso a la eva-
luación educativa, aunque siguió siendo fragmentada
y con escaza incidencia en la generación de cambios
en las políticas y en las estructuras, pero fue posible un
avance importante donde se incorporaron los siguien-
tes aspectos:6

1. El factor de aprovechamiento escolar en el mar-
co del Programa de Carrera Magisterial (1994).

2. Las pruebas denominadas “estándares naciona-
les”, a partir de 1998.

3. Las evaluaciones internacionales del Trends in
Mathematics and Sciences Study (Timss) de 1995,
el Laboratorio Latinoamericano para la Evaluación
de la Calidad de la Educación (LLECE) de 1997, y
la ronda 2000 del Programme for International Stu-
dent Assessment (PISA).

En 2002, con la creación del Instituto Nacional de
Evaluación Educativa, se planteó una evaluación de
carácter integral, lo que incluye la posibilidad de eva-
luar el proceso de enseñanza y el proceso de aprendi-
zaje de manera oportuna (Martínez y Blanco, 2010;
Cordero, Luna y Patiño, 2012).

Paralelamente, a partir de 1992 se fue consolidando un
mecanismo de evaluación docente, si bien, esta eva-
luación aparece en el contexto de la política de mo-
dernización educativa,7 se reconocieron particularida-
des que orientaron su diseño a partir de Acuerdos entre
la SEP y el SNTE que consistió en la integración de
tres acciones específicas: Carrera Magisterial, Estímu-
los a la Calidad Docente y Evaluación Universal. Des-
de su inicio, los mecanismos acordados para la eva-
luación docente pretendían:8
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• Definir de manera clara y precisa los propósitos de
la evaluación; reconocer que el fin es mejorar la ca-
lidad de la docencia a través de estímulos económi-
cos. De esta manera, se pretende atender mediante
un mismo programa las dos funciones críticas de la
evaluación: control y mejoramiento.

• Diferenciar entre la evaluación del trabajo del do-
cente (o práctica docente) y la evaluación de la ca-
lidad de la enseñanza. La práctica docente se defi-
ne como el conjunto de situaciones áulicas que
configuran el quehacer del docente y de los alum-
nos en función de determinados objetivos de for-
mación. Se refleja en tres momentos: lo que pasa
antes de la acción; lo que acontece durante la inter-
acción didáctica; y el análisis de resultados o refle-
xión. La calidad de la enseñanza, por su parte, alu-
de a una enseñanza sólida que permita aprender a
una amplia gama de estudiantes. Dicha enseñanza
cumple con las demandas de la disciplina, con las
metas de enseñanza y con las necesidades de los
estudiantes en un entorno dado. En la calidad de la
enseñanza influyen, además del profesor, los ele-
mentos contextuales y situacionales que pueden
funcionar como obstáculos o facilitadores de la ac-
ción educativa para el profesorado y los estudian-
tes. En esta perspectiva se asume que la enseñanza
de calidad no es responsabilidad individual del pro-
fesorado y que la práctica docente no se realiza en
el vacío. Al contrario, para lograr la enseñanza de
calidad se requiere compartir esfuerzos, visiones y
experiencias de todos los responsables; aquí la ins-
titución y los organismos que la representan tienen
un papel de promotor u obstaculizador del trabajo
académico de enseñar.

Así, hasta antes de 2012, el INEE cumplía la tarea de
evaluar el conjunto del sistema educativo como tal, y
no sus componentes individuales, alumnos, maestros o
escuelas; las evaluaciones de personas e instituciones
consideradas individualmente seguirían correspon-
diendo a la SEP (Martínez y Blanco, 2010:111). En es-
te sentido, la evaluación docente en el marco de los
mecanismos acordados entre la SEP y el SNTE, pre-
tendía la mejora por incentivos e incidir en el diseño
de programas de formación de profesores en servicio,
esta actividad no es sólo entendida como una conse-
cuencia de la evaluación, sino como un factor o com-
ponente más a evaluar (Cordero, Luna y Patiño,
2012:11).

En este marco, la evaluación docente individual se
componía de seis factores que guardan relación con
su condición como docente frente a grupo, su forma-
ción académica, su grado de participación en las ac-
tividades escolares y su condición de trabajador aca-
démico.9

La evaluación de la educación y particularmente la
evaluación docente, se fueron desarrollando a lo largo
de los años, a través de los cuales se fueron instauran-
do diversos mecanismos, programas y acciones que en
su conjunto pretendían responder a la multiplicidad de
factores que condicionan el cumplimiento del manda-
to constitucional. En esta línea de pensamiento, en el
2013 con la aprobación de la reforma constitucional de
los artículos 3o. y 73 en el marco de la reforma educa-
tiva,10 la tesis que, desde la perspectiva del Ejecutivo
federal, era central dentro de la evaluación educativa
sería el relacionado con la evaluación docente, en el
proyecto de reforma presentado se exponía:11

El proceso educativo exige la conjugación de una
variedad de factores: docentes, educandos, padres
de familia, autoridades, asesorías académicas, espa-
cios, estructuras orgánicas, planes, programas, mé-
todos, textos, materiales, procesos específicos, fi-
nanciamiento y otros. No obstante, es innegable que
el desempeño del docente es el factor más relevan-
te de los aprendizajes y que el liderazgo de quienes
desempeñan funciones de dirección y supervisión
resulta determinante. En atención a ello, la creación
de un servicio profesional docente es necesaria me-
diante una reforma constitucional; el tratamiento de
los demás factores podrá ser objeto de modificacio-
nes legales y administrativas en caso de estimarse
necesarias.

La centralidad que ocupaba la evaluación docente en
el contexto de la evaluación educativa se encontraba
asociada a las condiciones del contexto escolar y so-
cial en que su práctica se realiza. Por ello se conside-
raba:12

Existen diversas condiciones que deben reunirse
para mejorar el servicio educativo. Desde luego in-
fluyen factores externos como la pobreza y la falta
de equidad. También es necesario tomar en cuenta
los factores propios de las escuelas, en particular
cuando se ubican en zonas marginadas. En este sen-
tido, la evaluación debe reconocer las dificultades
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del entorno y las condiciones de la escuela en la que
el maestro se desempeña.

(…)

La autoridad tiene la delicada encomienda de faci-
litar y apoyar el ejercicio de los cientos de miles de
docentes que cumplen con su responsabilidad. Bajo
la premisa de una evaluación justa y técnicamente
sólida será posible conciliar la exigencia de la so-
ciedad por el buen desempeño de los maestros, con
el justo reclamo del magisterio y de la sociedad que
exigen la dignificación de la profesión docente. La
creación de un servicio profesional docente respon-
de a esta exigencia.

Estos planteamientos que dieron pie a la reforma cons-
titucional citada se correspondían con lo señalado en
los compromisos signados en el Pacto por México en
materia de evaluación educativa al señalar:13

Se dotará de autonomía plena al Instituto Nacional
de Evaluación Educativa (INEE), consolidando un
sistema de evaluación integral, equitativo y com-
prehensivo, adecuado a las necesidades y contextos
regionales del país. (Compromiso 8.)

(…)

Se establecerá un sistema de concursos con base en
méritos profesionales y laborales para ocupar las
plazas de maestros nuevas o las que queden libres.
Se construirán reglas para obtener una plaza defini-
tiva, se promoverá que el progreso económico de
los maestros sea consecuente con su evaluación y
desempeño, y se establecerá el concurso de plazas
para directores y supervisores. (Compromiso 12.)

De esta forma, se tenía confianza en la creación de un
modelo de evaluación educativa y docente en particu-
lar, cuyo impulso partiera de las experiencias que en
evaluación se han generado en México, pero sobre to-
do, que correspondiera con la realidad del país, con
sus limitaciones, que impulsará la tarea de los educa-
dores en el cumplimiento del mandato constitucional.

Que la evaluación obligatoria a los docentes se institu-
yera con todas estas consideraciones como señala la
fracción III del artículo 3o. constitucional guardaba
empatía con un sistema nacional de evaluación educa-

tiva como quedó previsto en la fracción IX del mismo
ordenamiento.

Sin embargo, entre todas estas ideas que se orienta-
ban a consolidar la necesaria evaluación que permi-
tiera razonable, justa y objetivamente dar cuenta del
grado en que logramos cumplir la educación de nues-
tro mandato constitucional y los resultados presenta-
dos a la fecha, demuestran que las finalidades de la

evaluación educativa instrumentadas no se corres-

pondieron con los motivos que dieron origen a la re-

forma educativa en la medida que se instituyo un re-

duccionismo conceptual que confunde la centralidad

de la tarea docente con una causalidad central que

pesa sobre el docente, la responsabilidad de la cali-

dad educativa.

Y nos referimos al denunciar este reduccionismo a pri-
vilegiar en la política educativa la evaluación de des-
empeño tal como se comenzó a instrumentar. Si aten-
demos a sus propósitos, la evaluación del desempeño
es una medida desproporcionada pues establece rela-
ciones univocas y causales entre la acción del docente
y la calidad de los servicios educativos, excluyendo el
conjunto de los factores que inciden no sólo en la prác-
tica docente sino en el sistema en su conjunto, señala-
do en los propósitos de la evaluación que dice:14

Valorar el desempeño del personal docente y técni-
co docente de educación básica, para garantizar un
nivel de suficiencia en quienes ejerzan labores de
enseñanza, y asegurar de esta manera el derecho a
una educación de calidad para niñas, niños y ado-
lescentes.

(…)

Regular la función docente y técnico docente a tra-
vés de la evaluación del desempeño, para definir los
procesos de promoción en la función y el reconoci-
miento profesional del personal docente y técnico
docente de educación básica.

Como señalan estos propósitos, valorar el desempeño
garantiza la suficiencia y asegura el derecho de los
menores ¿Cómo es esto posible? Sobre todo si en los
hechos, la práctica docente esta medida por una serie
de factores de los cuales no tiene control como son la
asistencia de los educandos, los recursos materiales
disponibles para la producción de los medios didácti-
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cos, la infraestructura escolar, esto sin contar con los
factores de orden social que giran en torno a la es-
cuela.

Pero más aún, se pretende que la evaluación del des-
empeño sea un instrumento regulador de los procesos
de promoción, cuando se han señalado ya las des-
igualdades que existen entre escuelas, regiones y sub-
sistemas.

Aun cuando en los medios académicos ya se insistía,
de forma compartida con los motivos de la reforma, en
no reducir la evaluación educativa a sólo la evaluación
docente en particular reducir la evaluación educativa,
dice Díaz-Barriga a propósito de esta idea:15

También ha resultado un error responsabilizar al do-
cente –en solitario y a su suerte– del éxito de la im-
plantación de los modelos educativos por compe-
tencias así como de otras innovaciones que se
asocian a éstos. Ello puede interpretarse como un
reconocimiento a la importancia de la tarea docen-
te, al papel protagónico del profesor en la media-
ción del encuentro del estudiante con el conoci-
miento, en su potencial como agente educativo. Sin
embargo, esta labor de artífice principal del cambio
educativo, que parte de dejar en las manos del do-
cente a título personal la tarea de concretar el cam-
bio didáctico en el aula, ha devenido en una caren-
cia de acompañamiento y formación, en un traslado
más bien mecánico de las innovaciones y sin condi-
ciones apropiadas de soporte e infraestructura, a es-
pacios de enseñanza que, en sí mismos, no han cam-
biado y que por lo mismo se resisten a aceptar el
cambio.

Tal como hemos definido el problema, Éste se de-
muestra en cuanto profundizamos en el análisis de los
instrumentos. La estandarización, la generalización y
la alineación a conceptos pre-construidos que priva en
la evaluación contradicen el propio espíritu de la re-
forma, de los acuerdos que le dieron origen y a su pro-
pia exposición; rasgos que revelan una centralización
en el diseño y aplicación, para verificarlo se puede le-
er el resumen del EAMI 2016-2017 de la siguiente ta-
bla: La manera en que termina instrumentándose la Refor-

ma a través de las leyes secundarias será la piedra an-
gular de nuestra Argumentación, para comprender el
problema descrito es necesario comprender que el cri-
terio con que se instrumentó fue contrario a la tenden-
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cia federalista de los últimos años. Así lo han señalado
Flores y García parafraseando a Huntington:16

Pareciera que para que pudiera haber cambio tenía que
haber una reconcentración del poder (Huntington,
(2006[1968]). De hecho, la idea “recuperar las riendas
del sistema educativo nacional” apunta en este senti-
do.

Como resultado del establecimiento de una institucio-
nalidad centralizadora las expectativas sobre el Siste-
ma Nacional de Evaluación Educativa y de una eva-
luación docente que se convierta en un instrumento
para la toma de decisiones que nos acerque al manda-
to constitucional de una educación, sigue estando au-
sente, es necesario hacer las reformas necesarias si lo

que se pretende es en efecto, contar con un modelo de

evaluación congruente con los fines de la educación

que la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos señala como la educación a que toda per-

sona desde los tres años, tiene derecho.

Argumentación

Compete al Congreso de la República establecer el
servicio profesional docente de forma tal que establez-
ca la distribución de funciones entre la federación, las
entidades federativas y los municipios; así como ase-
gurar el cumplimiento de los fines de la educación y su
mejora continua en un marco de inclusión y diversi-
dad, como señala la fracción XXV del artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos:

Para establecer el servicio profesional docente en tér-
minos del artículo 3o. de esta Constitución; establecer,
organizar y sostener en toda la república escuelas ru-
rales, elementales, superiores, secundarias y profesio-
nales; de investigación científica, de bellas artes y de
enseñanza técnica, escuelas prácticas de agricultura y
de minería, de artes y oficios, museos, bibliotecas, ob-
servatorios y demás institutos concernientes a la cultu-
ra general de los habitantes de la nación y legislar en
todo lo que se refiere a dichas instituciones; para le-
gislar sobre vestigios o restos fósiles y sobre monu-
mentos arqueológicos, artísticos e históricos, cuya
conservación sea de interés nacional; así como para
dictar las leyes encaminadas a distribuir conveniente-
mente entre la federación, las entidades federativas y
los municipios el ejercicio de la función educativa y

las aportaciones económicas correspondientes a ese
servicio público, buscando unificar y coordinar la edu-
cación en toda la república, y para asegurar el cumpli-
miento de los fines de la educación y su mejora conti-
nua en un marco de inclusión y diversidad. Los títulos
que se expidan por los establecimientos de que se tra-
ta surtirán sus efectos en toda la república. Para legis-
lar en materia de derechos de autor y otras figuras de
la propiedad intelectual relacionadas con la misma;

Queda establecido en dicho precepto el deber jurídico

del Congreso tanto con las leyes promulgadas como de
los fines que estas persiguen. De suma, si considera-
mos que los fines de la evaluación educativa, se moti-
varon con base en la reforma constitucional en materia
educativa, sería de esperar que la reforma a la Ley Ge-
neral de Educación en materia de evaluación, fuera
consistente con los principios generales enunciados en
el texto constitucional de parte del ejecutivo federal,
incluso así se señala en la iniciativa presentada:17

La práctica de la evaluación educativa debe ser consi-
derada una constante en el sistema educativo nacional.
Esta evaluación no sólo está dirigida a los educandos
y a los educadores, se trata de un instrumento que de-
berá tener incidencia en todos los elementos del siste-
ma educativo nacional. Si bien la reforma constitucio-
nal está dirigida a la evaluación de la educación básica
y media superior, ello no impide la evaluación del res-
to de los tipos y modalidades educativas, así como los
órganos institucionales que prestan dichos servicios.

En este sentido queda establecida la rectoría del INEE
en la conducción y realización de la evaluación educa-
tiva en el artículo 11, fracción V, de la Ley General de
Educación. Sin embargo su competencia en la evalua-
ción queda comprometida en la medida que las autori-
dades educativas (sean federales, locales y hasta mu-
nicipales) puedan diseñar y aplicar instrumentos de
evaluación, incluyendo realizar la propia evaluación
en el ingreso y promoción, como se señala en las frac-
ciones I Bis y XII Bis del artículo 14 del mismo orde-
namiento, lo que constriñe su capacidad a la emisión
de lineamientos; capacidad que incide en la normali-
zación de la evaluación pero cuya competencia para
emitir recomendaciones o directrices para la mejora
educativa se condiciona en el marco de atribuciones
institucionales conferidas a dichas autoridades tal co-
mo se señala en el artículo 29.
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A esta condicionada facultad de evaluar de parte del
Instituto encargado de realizarla, se suma la propia
concepción de la evaluación, la cual queda descrita en
el artículo 6 de la Ley del Instituto Nacional de Eva-
luación de la Educación:

La evaluación a que se refiere la presente ley consiste
en la acción de emitir juicios de valor que resultan de
comparar los resultados de una medición u observa-
ción de componentes, procesos o resultados del siste-
ma educativo nacional con un referente previamente
establecido.

Y aquí radica el núcleo del problema de la evaluación
educativa, lo que incluye la evaluación del desempeño
docente, pues supone que se evalúan procesos o com-
ponentes “previamente establecidos”. Es decir, no mi-
den el proceso educativo o la acción de sus participan-
tes, sino una serie de ideas preconcebidas de la
educación, con lo que, desde el punto de vista pedagó-
gico, resulta incongruente con las finalidades de la
Educación desde su mandato constitucional.

Un sistema que se integra por el propio instituto, las
autoridades educativas, la conferencia, sus procesos,
sus instrumentos de gestión y sus resultados, tal como
se señala en el artículo 13 de la ley del instituto. La
centralidad que adquieren las instituciones del Estado
y la exclusión de otros participantes como los propios
estudiantes, los docentes y otros actores sociales rele-
vantes, aleja todavía más la evaluación docente de la
propia reforma.

En el artículo 14 de la ley del instituto queda resuelta
las competencias señaladas en la Ley General de Edu-
cación al indicar que, el papel del instituto se reduce a
la emisión de los lineamientos y el de la autoridad edu-
cativa es la de instrumentar la evaluación. Con ello, la
rectoría del instituto y la pretendida reforma que apues-
ta por una evaluación independiente se ven frustradas.

Así, nuestro argumento se funda en la necesidad de re-
visar y corregir en las leyes secundarias que progresi-
vamente fueron distanciándose de la reforma impulsa-
da y que se decantaron en un instrumental que no
evalúa y un proceso que no se orienta por el precepto
constitucional en materia educativa. Así, estamos ante
una evaluación que mide el grado de centralización
que logra la autoridad educativa de un sistema nacio-
nal excluyente.

Sobre este argumento se presenta la iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que reforman diversas disposiciones
de las Leyes General de Educación, del Instituto
Nacional de Evaluación de la Educación, y General
del Servicio Profesional Docente

Primero. Reformar los artículos 14, fracción II Bis; y
29, fracciones I y II, y párrafo penúltimo de la Ley Ge-
neral de Educación, para quedar como sigue:

Artículo 14. (...)

XII Bis. Participar en la evaluación que consideren
necesarios para garantizar la calidad educativa
en el ámbito de su competencia, con base en las
directrices del Instituto Nacional de Evaluación
de la Educación, atendiendo los lineamientos
que en ejercicio de sus atribuciones que éste emi-
ta;

(…)

Artículo 29. (…)

I. La evaluación del sistema educativo nacional en
la educación preescolar, primaria, secundaria y me-
dia superior; podrá contar con la participación las
autoridades educativas federal y locales, de confor-
midad con los lineamientos que expida dicho orga-
nismo, y con la Ley del Instituto Nacional para la
Evaluación de la Educación.

II. Fungir como autoridad en materia de evaluación
educativa, coordinar el sistema nacional de evalua-
ción educativa y emitir los lineamientos a que se su-
jetarán las autoridades federal y locales en la reali-
zación de las evaluaciones en el marco de sus
atribuciones.

(…)

La evaluación que corresponde realizar al Instituto
Nacional para la Evaluación de la Educación, como
las evaluaciones que convenga con las autorida-
des educativas y los particulares en el ámbito de
sus atribuciones y en el marco del Sistema Nacional
de Evaluación Educativa, son su responsabilidad,
serán sistemáticas y permanentes. Sus resultados
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serán tomados como base para que las autoridades
educativas, en el ámbito de su competencia, adop-
ten las medidas procedentes.

Segundo. Artículo 6; artículo 14, párrafo segundo; ar-
tículo 27, fracción XIII; artículo 47, párrafo primero; y
artículo 51 de la Ley del Instituto Nacional de Evalua-
ción Educativa, para quedar como sigue:

Artículo 6. La evaluación a que se refiere la presente
ley consiste en la acción de emitir juicios de valor que
resultan de conocer, analizar, reflexionar e interpre-
tar, los resultados de una medición u observación
de componentes, procesos o resultados del sistema
educativo nacional, los centros escolares, las accio-
nes educativas que el Estado emprende y de los
particulares en cumplimiento de los fines que el ar-
tículo 3o. constitucional establece.

(…)

Artículo 14. (…)

El Instituto diseñará y aplicará las evaluaciones con
base en los lineamientos generales de evaluación
educativa a que se sujetarán también las autoridades
educativas para llevar a cabo las funciones de evalua-
ción.

(…)

Artículo 27. (…)

XIII. Diseño y aplicación de instrumentos de medi-
ción para las evaluaciones de los componentes, pro-
cesos o resultados del sistema educativo nacional;
las autoridades educativas participarán de la
evaluación, en el marco de sus atribuciones y com-
petencias;

(…)

Artículo 28. (…)

III. (…)

b) La evaluación del desempeño de quienes
ejercen funciones docentes, directivas o de su-
pervisión, proponiendo el propio Instituto los
niveles mínimos para la realización de dichas

actividades con base en el contexto escolar y
social del lugar donde se realiza la actividad
evaluada;

(…)

Artículo 47. El Instituto emitirá lineamientos a los que
se sujetarán las autoridades educativas federal y loca-
les que definirá su participación de las evaluaciones
que éste realice.

(…)

Artículo 51. Las autoridades e instituciones educativas
con quienes se convenga que apliquen algún o va-
rios instrumentos de evaluación, deberán hacer pú-
blica su respuesta en relación con las directrices del
Instituto, en un plazo no mayor de 60 días naturales.

Tercero. Artículo 7, fracción III, inciso b; artículo 8,
fracción II; artículo 10, fracción II; artículo 13, frac-
ción III; artículo 14, fracción II; y artículo 53 de la Ley
General del Servicio Profesional Docente, para quedar
como sigue:

Artículo 7. (…)

III. Expedir los lineamientos, a los que se sujetarán
las Autoridades Educativas, así como los Organis-
mos Descentralizados que imparten educación me-
dia superior para llevar a cabo las funciones de eva-
luación que les corresponden para el ingreso, la
promoción, el reconocimiento y la permanencia en
el servicio profesional docente en la educación obli-
gatoria, en los aspectos siguientes:

b) La evaluación del desempeño de quienes ejer-
cen funciones docentes, directivas o de supervi-
sión, proponiendo el propio Instituto los niveles
mínimos para la realización de dichas activida-
des con base en el contexto escolar y social del
lugar donde se realiza la actividad evaluada;

Artículo 8. (…)

II. Llevar a cabo la selección y capacitación de los
evaluadores conforme a los acuerdos de colabo-
ración y de los lineamientos que el Instituto expi-
da;
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Artículo 10. (…)

II. Determinar los perfiles y los requisitos mínimos
que deberán reunirse para el ingreso, la promoción,
el reconocimiento y la permanencia en el servicio
en la educación básica, según el cargo de que se tra-
te. Para tales efectos, la secretaría deberá considerar
las propuestas que en su caso reciba de los conse-
jos de participación social en la educación y las
autoridades educativas locales, así como de los re-
sultados de evaluaciones anteriores;

Artículo 13. (…)

III. Asegurar, con base en la evaluación, la idonei-
dad de los conocimientos, trayectoria, experiencia
y capacidades del personal docente y del personal
con funciones de dirección y de supervisión;

Artículo 14. (…)

II. Definir los aspectos principales que abarcan las
funciones de docencia, dirección y supervisión, res-
pectivamente, incluyendo, en el caso de la función
docente, la planeación, el dominio de los conteni-
dos, el ambiente en el aula, las prácticas didácticas,
la evaluación de los alumnos, el logro de aprendi-
zaje de los alumnos, la colaboración en la escuela,
el contexto regional, las condiciones de vida lo-
cales, los idiomas que se practiquen además del
español, el grado de inclusión que la escuela ten-
ga con respecto a las personas con discapacidad
o en desventaja social y el diálogo con los padres
de familia o tutores;

Artículo 53. Cuando en la evaluación a que se refiere
el artículo anterior se identifique la insuficiencia en
los conocimientos de la materia educativa que ten-
ga que poseer el evaluado o en el desarrollo de las
estrategias didácticas, el personal de que se trate se
incorporará a los programas de formación que la
autoridad educativa o el organismo descentralizado
determine, según sea el caso. Dichos programas in-
cluirán el esquema de tutoría correspondiente.

El personal sujeto a los programas a que se refiere el
párrafo anterior podrá optar por un programa de
formación distinto al que ofrezca la autoridad edu-
cativa de común acuerdo con esta, las evaluaciones
que se apliquen al término de dicho programa de

formación o una segunda evaluación en un plazo no
mayor de doce meses al termino del programa for-
mativo realizada por el Instituto contará como eva-
luación aprobada.

Si en la evaluación del desempeño se identificarán
procesos, componentes o funciones que medran el
desempeño docente, el Instituto podrá recomendar
a la autoridad educativa, evaluaciones adicionales
donde los docentes, directivos o supervisores vincu-
lados con la problemática podrán participar en el
diseño de estrategias que permitan superar el pro-
blema identificado.

En caso de que el personal no curse los programas
formativos o se niegue a ser evaluado, se darán por
terminados los efectos del nombramiento corres-
pondiente sin responsabilidad para la autoridad
educativa o el organismo descentralizado, según
corresponda.

Toda evaluación de desempeño podrá ser revocada
si esta no se corresponde con los lineamientos y las
condiciones con que la convocatoria para dicha
evaluación se emita no se cumplan.

Transitorios

Primero. Las disposiciones contenidas en el presente
decreto surtirán efectos a partir del día siguiente al de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Serán nulos los actos contarios a los dere-
chos del personal docente o del personal docente en
puesto de dirección o supervisión producto de las eva-
luaciones que se practicaran de forma contraria a las
disposiciones del presente decreto.

Tercero. Quedan sin efectos las convocatorias o las
evaluaciones que se tuvieran previstas al momento de
la publicación del presente decreto.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 14 de septiembre de 2016.

Diputado Héctor Javier García Chávez (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 2O. DE LA LEY FEDERAL

CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA, SUSCRITA POR

EL DIPUTADO JESÚS SESMA SUÁREZ E INTEGRANTES DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PVEM

Quienes suscriben, diputado Jesús Sesma Suárez, y di-
putados federales del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico, en la LXIII Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, sometemos a la consideración
de esta soberanía, la presente iniciativa con proyecto
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de decreto por el que se reforma la fracción I del artí-
culo 2o. de la Ley Federal contra la Delincuencia Or-
ganizada, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La totoaba (Totoaba macdonaldi) es una especie endé-
mica del Golfo de California y una de las especies más
grandes de la familia Sciaenidae, llegando a medir 2
metros de largo y pesar más de 100 kilogramos (Fla-
nagan y Hendrickson, 1976).

Especialistas en ciencias marinas han estudiado su pa-
trón de migración ontogénico,1 que consta de del des-
plazamiento de los adultos hacia la zona del Alto Gol-
fo de California (AGC), durante el invierno y la
primavera.

Sus características de historia ubican a esta especie co-
mo un organismo vulnerable debido a su alta longevi-
dad, ya que llega a vivir más de 20 años y presenta ma-
durez sexual tardía entre los 6 y 7 años (Cisneros
Mata, 1995).

La pesquería de totoaba se estableció antes de la déca-
da de 1920, como respuesta a la demanda cada vez
más elevada del buche (vejiga gaseosa) de esta especie
por la población china de oriente y la comunidad resi-
dente en San Francisco, California.

Su captura aumentó hasta alcanzar un máximo históri-
co en 1942 de 2,261 toneladas y posteriormente fue
disminuyendo (280 toneladas en 1958) hasta alcanzar
un mínimo de 59 toneladas en 1975 (Arvizu y Chávez,
1972)

En 1975 el gobierno mexicano declaró a la totoaba en
veda permanente y en 1976, fue listada por la Con-
vención Internacional de Especies Amenazadas de
Fauna y Flora Silvestre (CITES por sus siglas en in-
glés) en peligro de extinción. Entre las principales ra-
zones que diversos estudiosos encuentran para expli-
car la disminución de la población se encuentran la
sobrepesca, la degradación del hábitat de desove y
crianza, así como la pesca incidental y la pesca furti-
va.

Recientemente, la pesca ilegal de la totoaba se ha ca-
racterizado por ser una actividad altamente lucrativa.
Lo anterior, debido a que su buche es altamente dese-

ado en Asia, pues se le atribuyen propiedades afrodisí-
acas. En el mercado negro un buche de totoaba puede
llegar a venderse hasta en 20 mil dólares.

En nuestro país se ha documentado que la pesca ilegal
puede llegar a resultar más rentable que actividades
como el narcotráfico. Asimismo, se ha demostrado que
en los estados de Baja California y Sonora, colindan-
tes con el AGC, hábitat de dicha especie, el crimen or-
ganizado ha trasladado sus recursos e influencia co-
rruptora hacía el tráfico de la totoaba. 

Incluso, se le ha denominado como la “cocaína mari-
na” dado que se han decomisado ejemplares cubrien-
do rutas ocupadas para trasladar narcóticos a China. El
gobierno mexicano, en respuesta a tal situación, anun-
ció el 16 de abril del presente año el lanzamiento de un
programa de recuperación de la totoaba, en el cual, se
prevé el internamiento, en los próximos meses, de ele-
mentos de la Gendarmería Ambiental en la zona del
AGC para evitar la pesca furtiva. Asimismo, de 2015
a la fecha han sido detenidas 29 personas por posesión
ilegal de la especie.

Un efecto colateral de la pesca ilegal de totoaba es
que, debido al uso de redes de enmalle para su captu-
ra, han sido atrapadas vaquitas marinas, cuyo riesgo de
extinción es muy elevado ya que se sólo existen, a la
fecha, 59 ejemplares. Expertos en materia ambiental
han resaltado que de continuar dicha actividad podría
contribuir a la extinción de la vaquita marina hacia el
año 2018.

Por su parte, el Instituto Nacional de Ecología y Cam-
bio Climático (INECC), así como organizaciones en-
tre las que se encuentran WWF (Fondo Mundial para
la Naturaleza) y Greenpeace han instado a los gobier-
nos de México, Estados Unidos y China a actuar en
consecuencia. 

En cuanto a México, se ha solicitado el fortalecimien-
to de las acciones de vigilancia en las Áreas Naturales
Protegidas donde habitan tanto la totoaba como la va-
quita marina; a las autoridades estadounidenses se les
ha instado a reforzar la vigilancia en las rutas comer-
ciales hacia China, con la finalidad de detectar el trá-
fico ilegal del buche de totoaba; y al gobierno chino se
le ha exhortado constantemente para que ejerza con-
troles más estrictos a la demanda de dicho producto.
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Cabe destacar que por la pesca de totoaba ya se con-
templan sanciones en la Ley de Vida Silvestre a través
de multas que van desde 50 a 50 mil días de salario mí-
nimo y en el Código Penal Federal con penas de uno a
nueve años de prisión y hasta tres mil días de salario
mínimo.

Sin embargo, el Partido Verde Ecologista de México
se pronuncia en contra de la pesca furtiva y el tráfico
ilegal de la totoaba en la región del AGC y de la afec-
tación que dicha actividad ha generado en la pobla-
ción de la vaquita marina. Asimismo, se manifiesta a
favor de fortalecer el marco jurídico para generar me-
canismos más eficientes que permitan sancionar
ejemplarmente los ilícitos ambientales anteriormente
descritos.

Por ello, con la presente iniciativa proponemos recu-
perar la distinción entre los delitos ordinarios contra
el medio ambiente y los delitos de mayor gravedad
mediante el incremento de las penas mínimas de pri-
sión. De igual forma, se pretende incluir el tráfico de
totoaba en la Ley Federal contra la Delincuencia Or-
ganizada.

Por lo expuesto, se somete a consideración del pleno
de esta honorable asamblea, la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción I del artí-
culo 2o. de la Ley Federal contra la Delincuencia
Organizada

Único. Se reforma la fracción I del artículo 2o. de La
Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, para
quedar como sigue:

Artículo 2o. Cuando tres o más personas se organicen
de hecho para realizar, en forma permanente o reitera-
da, conductas que por sí o unidas a otras, tienen como
fin o resultado cometer alguno o algunos de los delitos
siguientes, serán sancionadas por ese solo hecho, co-
mo miembros de la delincuencia organizada:

I. Terrorismo, previsto en los artículos 139 al 139
Ter, financiamiento al terrorismo previsto en los ar-
tículos 139 Quáter y 139 Quintus y terrorismo in-
ternacional previsto en los artículos 148 Bis al 148
Quáter; contra la salud, previsto en los artículos
194, 195, párrafo primero y 196 Ter; falsificación,
uso de moneda falsificada a sabiendas y alteración
de moneda, previstos en los artículos 234, 236 y
237; operaciones con recursos de procedencia ilíci-
ta, previsto en el artículo 400 Bis; 420, fracciones
II, IV y V, cuando se trate de la especie Totoaba

Macdonaldi; y en materia de derechos de autor
previsto en el artículo 424 Bis, todos del Código Pe-
nal Federal;

II a IX…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Nota

1 Se refiere al periodo de desarrollo del individuo, especialmente,

al periodo embrionario.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los 14 días del mes de septiembre de 2016.

Diputados: Jesús Sesma Suárez (rúbrica), Arturo Álvarez Angli,

Jorge Álvarez López, Rosa Alicia Álvarez Piñones, José Antonio
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Arévalo González, Alma Lucía Arzaluz González, Luis Ignacio

Avendaño Bermúdez, María Ávila Serna, Omar Noé Bernardino

Vargas, Paloma Canales Suárez, Jesús Ricardo Canavati Tafich,

Juan Manuel Celis Aguirre, Lorena Corona Valdés, José Alberto

Couttolenc Buentello, Sharon María Teresa Cuenca Ayala, Sasil

Dora Luz de León Villard, Daniela de los Santos Torres, Andrés

Fernández del Valle Laisequilla, Evelyng Soraya Flores Carranza,

Sara Paola Galico Félix Díaz, José de Jesús Galindo Rosas, Jorgi-

na Gaxiola Lezama, Sofía González Torres, Yaret Adriana Gueva-

ra Jiménez, Leonardo Rafael Guirao Aguilar, Javier Octavio He-

rrera Borunda, Jesús Gerardo Izquierdo Rojas, Lía Limón García,

Mario Machuca Sánchez, Virgilio Mendoza Amezcua, Cándido

Ochoa Rojas, Emilio Enrique Salazar Farías, José Refugio Sando-

val Rodríguez, Adriana Sarur Torre, Miguel Ángel Sedas Castro,

Édgar Spinoso Carrera, Wendolín Toledo Aceves, Francisco Al-

berto Torres Rivas, Diego Valente Valera Fuentes, Claudia Villa-

nueva Huerta, Enrique Zamora Morlet.

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 172 DE LA LEY DE AMPARO,
REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS ME-
XICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA CLAUDIA SOFÍA CO-
RICHI GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVI-
MIENTO CIUDADANO

La suscrita Claudia S. Corichi García, diputada federal
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano en esta LXIII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión con fundamento en los artículos
71, fracción II, y 78 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 55, 176, 179 y demás
aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, somete a consideración de esta asamblea iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se adiciona una
fracción XIII al artículo 172 de la Ley de Amparo pa-
ra establecer como causa de amparo directo el que la
Junta de Conciliación o Arbitraje o en su caso el Tri-

bunal Federal de Conciliación y Arbitraje omitan su-
plir la deficiencia de la demanda del trabajador, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. El principio de suplencia de la queja tiene por ob-
jeto que la autoridad que resuelva una controver-
sia, subsane algunas de las deficiencias de la de-
manda, a fin de proteger a grupos vulnerables o
clases desprotegidas a fin de que sus derechos no se
vean afectados al serles desestimadas sus demandas
por ausencia de algunos requisitos formales.

El principio de suplencia de la queja se incorporó a la
legislación laboral con motivo de la reforma laboral de
1980.

II. Al día de hoy el principio de suplencia de la queja
se aplica en materia familiar, así como en materia de
amparo en algunos casos.

III. Este principio se deriva del segundo párrafo del
artículo 685 de la Ley Federal del Trabajo que esta-
blece que:

“Cuando la demanda del trabajador sea incompleta,
en cuanto a que no comprenda todas las prestacio-
nes que de acuerdo con esta Ley deriven de la ac-
ción intentada o procedente, conforme a los hechos
expuestos por el trabajador, la Junta, en el momen-
to de admitir la demanda, subsanará ésta. Lo ante-
rior sin perjuicio de que cuando la demanda sea
obscura o vaga se proceda en los términos previstos
en el artículo 873 de esta Ley”

Dicho párrafo se añadió en la reforma de 1980 debido
a que las estadísticas demostraron que la mayor parte
de las demandas de los trabajadores no satisfacían los
requisitos mínimos para prosperar.1

IV. Por ello se instauró en el proceso laboral el princi-
pio de la suplencia de la deficiencia de la demanda del
trabajador que anteriormente estaba reservado única-
mente para el juicio de amparo. Sin que en ningún ca-
so esta suplencia implique ejercitar acciones a nombre
del trabajador.2

De esta manera por disposición del mencionado se-
gundo párrafo del artículo 685 de la Ley Federal del
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Trabajo cuando la demanda no comprenda todas las
prestaciones derivadas de la acción intentada, confor-
me a los hechos expuestos por el trabajador, la Junta al
admitir la demanda deberá subsanarla.

V. En este caso, la Junta de Conciliación y Arbitraje
debería elaborar un acuerdo para completar las presta-
ciones derivadas de la acción intentada, conforme a los
hechos expuestos por el trabajador, es decir; derivado
de los hechos expuestos por el trabajador la Junta de-
bería completar prestaciones que en su caso hubiera
omitido demandar el trabajador y que por disposición
de Ley le correspondan, tales como Horas extras no
cobradas, vacaciones, aguinaldos, primas dominicales,
primas vacacionales, así como la prima de antigüedad
y en su caso salarios caídos.

VI. En este primer acuerdo que es el acuerdo admiso-
rio de demanda, la Junta o el Tribunal, se citará a la
primera audiencia de conciliación, demanda, excep-
ciones procesales y en su caso, pruebas y se ordenará
notificar esa resolución personalmente junto con la de-
manda al patrón.

VII. Sin embargo, a pesar de lo dispuesto por la Ley
Federal del Trabajo, tenemos que en los hechos en la
gran mayoría de los casos no se cumple, lo cual no es
una deficiencia de la Ley Federal del Trabajo, sino de
las personas que integran las Juntas de Conciliación y
Arbitraje, tal vez por falta de información, tal vez por
la excesiva carga de trabajo o incluso por mala fe. Pe-
ro lo cierto es que en la gran mayoría de los casos, es-
te principio no se respeta, con lo cual se priva al tra-
bajador de un derecho consignado en la Ley a su favor.

VIII. Si en los hechos no es fácil modificar la conduc-
ta de los aplicadores de la Ley laboral, lo que si pode-
mos, por lo menos, es tratar de dotar al trabajador de
un medio de defensa eficaz contra esa violación al pro-
ceso y a la legalidad, que al día de hoy carece de un
medio de impugnación eficaz una vez que ha sido dic-
tado el laudo y que al día de hoy queda consumada de
modo irreparable.

Pues si bien, ante tal omisión el trabajador podría acu-
dir al amparo indirecto, tenemos que dicho amparo in-
directo lo debió haber interpuesto el trabajador dentro
de los 15 días siguientes contados a partir del día si-
guiente del primer acuerdo de la junta en el que se dio
entrada a la demanda. Lo cual es muy difícil que se

diera en la práctica; pues si el trabajador presento in-
completa su demanda debido al desconocimiento de la
Ley; es muy difícil suponer que tenga la preparación
para interponer al amparo indirecto dentro de los 15
días siguientes a que la junta omitió suplir la deficien-
cia de la demanda.

IX. En efecto, si al día de hoy si el trabajador acude al
amparo directo ante el Tribunal Colegiado de Circuito,
dicho Tribunal resolvería que la violación no encuadra
en ninguno de los supuestos previstos en el artículo
170 de la Ley de Amparo vigente, desestimándose di-
cha violación procesal, pues en el amparo directo solo
se analizarían las violaciones de garantías que pudie-
ran existir en el laudo, pero la violación procesal que-
daría consumada.

Al respecto, el artículo 170 de la Ley de Amparo vi-
gente establece:

“Artículo 170. El juicio de amparo directo procede:

I. Contra sentencias definitivas, laudos y resolucio-
nes que pongan fin al juicio, dictadas por tribunales
judiciales, administrativos, agrarios o del trabajo,
ya sea que la violación se cometa en ellos, o que co-
metida durante el procedimiento, afecte las de-
fensas del quejoso trascendiendo al resultado del
fallo.”

Se entenderá por sentencias definitivas o laudos, los
que decidan el juicio en lo principal; por resoluciones
que pongan fin al juicio, las que sin decidirlo en lo
principal lo den por concluido. En materia penal, las
sentencias condenatorias, absolutorias y de sobresei-
miento, podrán ser impugnadas por la víctima u ofen-
dido del delito.

X. En relación a ello, el artículo 172 de la Ley de Am-
paro vigente establece:

“Artículo 172. En los juicios tramitados ante los
tribunales administrativos, civiles, agrarios o del
trabajo, se considerarán violadas las leyes del pro-
cedimiento y que se afectan las defensas del quejo-
so, trascendiendo al resultado del fallo, cuando:

I. No se le cite al juicio o se le cite en forma distin-
ta de la prevenida por la ley;
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II. Haya sido falsamente representado en el juicio
de que se trate;

III. Se desechen las pruebas legalmente ofrecidas o
se desahoguen en forma contraria a la ley;

IV. Se declare ilegalmente confeso al quejoso, a su
representante o apoderado;

V. Se deseche o resuelva ilegalmente un incidente
de nulidad;

VI. No se le concedan los plazos o prórrogas a que
tenga derecho con arreglo a la ley;

VII. Sin su culpa se reciban, sin su conocimiento,
las pruebas ofrecidas por las otras partes;

VIII. Previa solicitud, no se le muestren documen-
tos o piezas de autos para poder alegar sobre ellos;

IX. Se le desechen recursos, respecto de providen-
cias que afecten partes sustanciales del procedi-
miento que produzcan estado de indefensión;

X. Se continúe el procedimiento después de haber-
se promovido una competencia, o la autoridad im-
pedida o recusada, continúe conociendo del juicio,
salvo los casos en que la ley expresamente la facul-
te para ello;

XI. Se desarrolle cualquier audiencia sin la presen-
cia del juez o se practiquen diligencias judiciales de
forma distinta a la prevenida por la ley; y

XII. Se trate de casos análogos a los previstos en las
fracciones anteriores a juicio de los órganos juris-
diccionales de amparo.”

XI. Tal y como se puede observar derivado de la
fracción I del artículo 170 de la Ley de Amparo en
relación con el artículo 172 de la misma ley, para
que la violación procesal sea motivo de amparo di-
recto, la misma debe afectar las defensas del quejo-
so trascendiendo al resultado del fallo, siendo que
esto ocurre sólo en los casos previstos en el artícu-
lo 172 de la Ley de Amparo, sin que en ninguna de
esas fracciones este previsto el que la Junta de Con-
ciliación y Arbitraje o el Tribunal Federal de Con-
ciliación y Arbitraje dejen de suplir la deficiencia de

la Demanda del Trabajador tal y como lo ordena el
segundo párrafo del artículo 685 de la Ley Federal
del Trabajo.

Por todo lo anteriormente expuesto es que someto a la
consideración del pleno de esta soberanía, Iniciativa
con proyecto de 

Decreto

Que adiciona una fracción XIII al artículo 172 de la
Ley de Amparo, para quedar como sigue:

Único. Artículo 172. En los juicios tramitados ante los
tribunales administrativos, civiles, agrarios o del tra-
bajo, se considerarán violadas las leyes del procedi-
miento y que se afectan las defensas del quejoso, tras-
cendiendo al resultado del fallo, cuando:

I. a XII. (…)

XIII. Las Juntas o el Tribunal de Conciliación y
arbitraje sean omisos en suplir las deficiencias
de la demanda del trabajador en los términos de
la Ley Federal del Trabajo

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las legislaturas de las entidades federativas,
en el ámbito de sus respectivas competencias, realiza-
rán las modificaciones legislativas conforme a lo dis-
puesto en el presente decreto, dentro de los ciento
ochenta días naturales siguientes a su entrada en vigor

Notas

1 Periódico Uno más Uno del 13 de Mayo de 1980

2 Dávalos, José. Derecho Colectivo y Derecho Procesal del Traba-

jo. Porrúa. Décima Edición. México. 2016. página 134

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 14 de septiembre de 2016.

Diputada Claudia Sofía Corichi García (rúbrica)
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QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 1O. Y 2O. DE LA LEY DEL

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO Y ADICIONA EL 25 DE LA

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, SUSCRITA POR EL

DIPUTADO ALEJANDRO GONZÁLEZ MURILLO, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PES

Alejandro González Murillo, diputado del Grupo Par-
lamentario del Partido Encuentro Social, de la LXIII
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como por el artículo 6o. del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 1o. y 2o.
A de la Ley del Impuesto al Valor Agregado y se adi-
ciona una fracción XI al artículo 25 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

I. Planteamiento del problema

De acuerdo con cifras del Banco de México (2014), 99
por ciento de los mexicanos usa el efectivo como me-
dio de transacción, 17 por ciento las tarjetas de débito
y solo 11 por ciento ocupa las tarjetas de crédito.

En este mismo sentido, 90 por ciento de las operacio-
nes de pago, que realizamos cotidianamente, las hace-
mos en efectivo; es decir, 9 de cada 10 compras o pa-
gos (de alimentos, transporte, luz, gas, teléfono,
colegiaturas, actividades recreativas, etcétera), las ha-
cemos en efectivo.

Ahora bien, según cifras de la encuesta anual 2014 de
la Dirección General de Emisión del Banco de Méxi-
co; actualmente 51 por ciento de los mexicanos, ase-
guró estar usando hoy más el efectivo en relación al
año pasado, sólo 8 por ciento dijo haber utilizado me-
nos el efectivo durante el presente año, el restante 40
por ciento mencionó no haber observado cambios en
sus formas de pago.

El alto porcentaje en el uso de efectivo en nuestro pa-
ís, tiene como principal causa la economía informal,
que ha resultado ser un grave lastre para el desarrollo
económico de nuestro país y un delicado problema que
amenaza la seguridad nacional.

Cuando hablamos de economía informal no sólo nos
referimos a la evasión fiscal, aunque parezca contra-
dictorio, este es el mal menor; en la mayoría de los ca-
sos la economía informal conlleva delitos de mayor
impacto social, tales como; narcotráfico, trata de per-
sonas, robo, piratería, secuestro, contrabando, etcétera.

Por tal razón, nuestras autoridades hacendarias han esta-
blecido una serie de medidas fiscales para limitar el uso
del efectivo sin lograr conseguir los resultados deseados.

Por otra parte, el uso de efectivo tiene un alto costo de
producción; en el presupuesto de Egresos de la Fede-
ración (PEF) 2016, se destinaron tres mil 841.8 millo-
nes de pesos al Banco de México para cubrir el gasto
corriente y de inversión para la provisión de billetes y
monedas. Dicho presupuesto equivale a la suma de lo
presupuestado en el PEF 2016 para los siguientes pro-
gramas:1 Abasto Social de Leche, a cargo de Liconsa,
SA de CV (1,202.53 millones de pesos); Adquisición
de Leche Nacional (1,641.74 millones de pesos) y Se-
guro de Vida para Jefas de Familia (1,082.21 millones
de pesos). Se trata de un alto costo que por sí solo
equivale al gasto que se destinó en el presente año al
Programa de Estancias Infantiles para Apoyar a Ma-
dres Trabajadoras (3,925. 59 millones de pesos).

Según estudios del Instituto Mexicano para la Compe-
titividad (IMCO), la utilización del efectivo está co-
rrelacionado con la informalidad financiera, corrup-
ción y crecimiento económico. (IMCO, 2016). En 10
años la evasión fiscal por el uso de efectivo se incre-
mentó 66.98 por ciento, pasando de 73 mil 511 millo-
nes de pesos en 2002 a 196 mil 267 millones para el
2011. (Fuentes, 2012).

En México la lucha contra la evasión fiscal mediante
el uso de efectivo ha tenido tres frentes: aplicación de
un impuesto a los depósitos en efectivo: el uso de
montos límites para el pago en el uso de efectivo y la
creación de una Ley Federal para la Prevención e
Identificación de Operaciones con Recursos de Proce-
dencia Ilícita que, entre otras cosas, permite identificar
movimientos sospechosos que deberán ser objeto de
aviso ante la autoridad competente.

II. Evolución del pago electrónico

De acuerdo con información de Visa, algunos de los
beneficios que la bancarización aporta a las Pymes
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son: aumento en los ingresos de entre 50 y 100 por
ciento en el ticket promedio; mejor nivel de satisfac-
ción del cliente, lo que garantiza su retención –1 de ca-
da 3 clientes analizan si hay o no terminal de punto de
venta, antes de tomar la decisión de compra– y, la ven-
ta promedio es más alta que con el efectivo, ya que un
negocio con terminal punto de venta vende alrededor
de 30 por ciento más que un comercio que no tiene es-
te dispositivo (Zazueta, 2014). Sin embargo, a pesar de
las ventajas de la utilización de esta tecnología, según
Visa en su Quinto estudio para las MiPymes de 2014:
en México sólo ocho de cada mil comercios aceptan
tarjetas de crédito o débito como medio de pago. (Ley-
va, 2015).

En este sentido, cifras de la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores de octubre de 2011 a octubre de
2015, el número de establecimientos con terminales
punto de venta pasó de 420 mil 919 a 623 mil 030, es
decir, en dicho periodo se un incremento de 202 mil
111 el número de terminales2. (Ver gráfica 1)

Gráfica 1: Establecimientos c
on Terminales Punto de Venta

Fuente: Elaboración propia con base a CNByV (2011-2015). Va-

riables Operativas por Localidad. Banca Múltiple

Desafortunadamente, el aumento en el uso de los me-
dios electrónicos de pago no ha sido el esperado, di-
versos factores han inhibido su uso; el principal, está
relacionado con el costo de operación; pues los nego-
cios debe absorber el pago de las comisiones por la ren-
ta de los aparatos, la penalización por no alcanzar ven-
tas mínimas y la tasa de descuento por operaciones.

La tasa de descuento es la comisión que cobra el ban-
co adquirente a los comercios por instalar la terminal
punto de venta y proveer el acceso a la red que hace

posible la aceptación pagos con tarjetas bancarias. Ge-
neralmente, las tasas son proporcionales al monto de la
transacción, pero en algunos casos se cobra una canti-
dad fija en pesos (Banco de México, 2014b).

Cada banco determina la tasa de descuento y ésta de-
pende del giro del comercio y del tipo de tarjeta con el
que se paga (débito o crédito). Así tenemos que, para las
gasolineras, Afirme, Banamex y Bancomer cobran 0.80
por ciento mientras que Bajío 3.80 por ciento para pa-
gos con tarjeta de débito (Banco de México, 2015).

Otro ejemplo es tasa de descuento que se cobra para la
utilización de tarjeta de crédito en colegios y universi-
dades. Azteca, Banamex e Inbursa cobran 1.80 por
ciento mientras que Banregio 2.76 por ciento (Ibídem).

Asimismo, hay casos como el de Santander y Multiva
que cobran un porcentaje único por operación, sin im-
portar el giro del negocio y el tipo de tarjeta (Ibídem).

En 2013, la tasa de descuento promedio ponderada
máxima para tarjeta de débito fue de 2 por ciento,
mientras que, para tarjeta de crédito fue de 2.48 por
ciento (op. cit.).

Por otra parte, respecto al importe de las operaciones
en terminales punto de venta de 2011 a 2015, éstas cre-
cieron a un ritmo promedio anual de 16 por ciento, al-
canzando 400 mil 112 millones de pesos en 2015. (Ver
gráfica 2)

Gráfica 2: Importe de las Operaciones 
en Terminales Punto de Venta (millones de pesos)

Fuente: Elaboración propia con base a Banxico. Sistemas de Pago

de Bajo Valor 2011-2015. 
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Aun cuando la cantidad de establecimientos que ofre-
cen esta alternativa, va en aumento y el importe de las
operaciones igualmente va al alza, el importe de las
operaciones con cheques y con medios electrónicos
(Cajeros automáticos y transferencias3) han registrado,
durante el periodo 2011-2015, un decrecimiento de -
3.6 por ciento para el caso de cheques y de -0.3 por
ciento para medios electrónicos. (Ver gráfica 3).

Gráfica 3: Tasa de crecimiento del importe de las
operaciones con cheque y medios electrónicos.

Fuente: Elaboración propia con base en Banxico. Sistemas de Pa-

go de Bajo Valor 2011-2015. 

III. Propuesta para incrementar el uso de los pagos
electrónicos

El objetivo de la presente iniciativa es impulsar el uso
de instrumentos de pagos distintos al efectivo; para lo
cual se proponen implementar estímulos fiscales que
hagan más atractivo el uso del pago electrónico y per-
mitan la deducibilidad del costo de la instalación y
operación de la terminal punto de venta.

Para lo cual, se propone reformar el artículo 1o. y 2o.
A de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, para es-
tablecer tasas diferenciadas al Impuesto al Valor Agre-
gado, 16 por ciento para operaciones en efectivo y 13
por ciento para pagos con medios electrónicos o che-
ques.

Por otro lado, se propone adicionar una fracción XI al
artículo 25 de la Ley del Impuesto sobre la Renta para
establecer que los gastos derivados de la utilización de
terminales punto de venta, sean deducibles del Im-
puesto sobre la Renta.

Con dichas propuestas se pretende dotar a nuestro
sistema tributario de una tasa diferenciada que le sir-
va para desalentar la economía informal y evasión
fiscal, y establecer beneficios tributarios para los lla-
mados “contribuyentes cautivos”; los cuales, son los
más cumplidos, y paradójicamente los más afecta-
dos.

De igual forma con dicha propuesta se estará contri-
buyendo a la modernización y a la competitividad eco-
nómica de las micro y pequeñas empresas que debido
al alto costo de contar con una terminal punto de ven-
ta, son muy pocas las que pueden contar con dicho ser-
vicio.

Por otra parte, se estará contribuyendo, de manera
muy importante, a reducir la evasión fiscal, la infor-
malidad, la corrupción, y en última instancia se busca
generar importantes ahorros por concepto de produc-
ción y distribución de efectivo.

IV. Derecho comparado

En América Latina se han implementado estrategias
para incentivar el uso de tarjetas de débito, crédito y
otros instrumentos electrónicos de pago; en Colombia
la Ley del Impuesto sobre la Renta considera la devo-
lución de dos puntos del impuesto a aquellos que ad-
quieran bienes o servicios con tarjetas de crédito o dé-
bito (Decreto 428, 2004).

Por lo que toca a la República de Argentina, cuenta
con el denominado Régimen de devolución parcial del
impuesto al valor agregado el cual retribuye 4.13 por
ciento a los consumidores finales que realicen com-
pras, hasta por mil pesos argentinos, de bienes o con-
tratación de personas físicas. (Secretaria de Hacienda,
Ministerio de Economía y Finanzas 2016).

De igual forma en Uruguay, se establece una tasa dife-
renciada de dos puntos porcentuales de la tasa del im-
puesto al valor agregado (IVA), dicha reducción apli-
ca a las enajenaciones de bienes y prestación de
servicios efectuados por consumidores finales, siem-
pre y cuando el pago se realice con tarjeta de débito,
instrumentos de dinero electrónico u otros instrumen-
tos análogos (Ley 19.210, artículo 53).
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V. Impacto tributario de las iniciativas

V.I. Impuesto al Valor Agregado

De acuerdo al Sistema de Administración Tributario,
en 2015 se tuvieron ingresos por concepto del Im-
puesto al Valor Agregado por un monto total de 707
mil 213 millones, 300 mil pesos.

Si suponemos que:

i) En ejercicios fiscales subsecuentes tuviésemos
el mismo nivel de captación y ii) la totalidad de
las operaciones se realizarán con tarjetas de débi-
to, crédito, algún otro medio electrónico o che-
que, y 

iii) se fijase un IVA de 14 por ciento para esos pa-
gos.

La recaudación sería de 618 mil 811 millones 640 mil
pesos, es decir una diferencia de 88 mil 401 millones
660 mil pesos.

V.II. Impuesto sobre la Renta

De acuerdo al Sistema de Administración Tributaria,
en 2015 se tuvieron ingresos por concepto del Im-
puesto sobre la Renta por un monto total de 1 billón
236 mil 933 millones, 600 mil pesos.

Sin suponemos que:

i) En ejercicios fiscales subsecuentes mantuviese
constante el número de operaciones e importe con
tarjetas de débito y crédito. (Ver Cuadro 1.)

Cuadro 1: Operaciones en Terminal Punto de Venta
(TPV), importe total y promedio con tarjeta de débito
y crédito 

Fuente: Elaboración propia con base en Banxico. Sistemas de Pa-

go de Bajo Valor 2011-2015. 

Nota 1: Resulta de dividir el importe de las operaciones con tar-

jeta entre el total de operaciones con tarjeta

ii) Las tasas de descuento promedio ponderado, se
mantienen en 2.0 por ciento para tarjeta de débito y
2.48 por ciento para crédito.

Con base en lo anterior se tendría una disminución en
la recaudación del ISR de 8 mil 834 millones 94 mil
400 pesos. (Ver Cuadro 2.)

Cuadro 2: Importe de las tasas de descuento sobre el
total de operaciones

Fuente: Elaboración propia con base en Banxico. Sistemas de Pa-

go de Bajo Valor 2011-2015. 

Nota1: Resulta de multiplicar la tasa de descuento por
el importe promedio de las operaciones del cuadro 2.

Nota 2: Resulta de multiplicar el importe por opera-
ción por el total de operaciones del cuadro 2

VI. Cuadro comparativo de las iniciativas

Por todo lo anteriormente expuesto, se propone refor-
mar el artículo 1 de la Ley del Impuesto al Valor Agre-
gado para quedar de la siguiente manera:
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Por lo anteriormente expuesto y debidamente fundado,
en nombre del Grupo Parlamentario del Partido En-
cuentro Social me permito someter a la consideración
de esta soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto
de 

Decreto que reforma el artículo 1o. de la Ley del
Impuesto al Valor Agregado y adiciona una frac-
ción al artículo 25 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta

Primero. Se reforman los artículos 1o. y 2o. A de la
Ley del Impuesto al Valor Agregado, para quedar de la
siguiente manera:

Artículo 1o. (…)

I. a IV. (...)

El impuesto se calculará aplicando a los valores que
señala esta ley, la tasa de 16 por ciento para ope-
raciones en efectivo y 13 por ciento para pagos
con cheque, tarjeta de débito, crédito, medios
electrónicos de pago u otros instrumentos análo-
gos. El impuesto al valor agregado en ningún caso
se considerará que forma parte de dichos valores.

(…)

Artículo 2o. A. (…)

I. (…)

a) a h) (…) 

Se aplicarán las tasas señaladas en el segundo
párrafo del artículo 1o. a la enajenación de los
alimentos a que se refiere el presente artículo
preparados para su consumo en el lugar o esta-
blecimiento en que se enajenen, inclusive cuan-
do no cuenten con instalaciones para ser consu-

midos en los mismos, cuando sean para llevar o
para entrega a domicilio.

II. a IV. (…)

Segundo. Se adiciona la fracción XI al artículo 25 de
la Ley del Impuesto sobre la Renta para quedar de la
siguiente manera: 

Artículo 25. Los contribuyentes podrán efectuar las
deducciones siguientes:

I. a X. (…)

XI. Los gastos financieros derivados por la utili-
zación de terminales punto de venta o cualquier
otra forma electrónica de pago.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que
contravengan el presente decreto.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
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Diputado Alejandro González Murillo (rúbrica)

QUE ADICIONA EL CAPÍTULO VI AL TÍTULO SEXTO DE LA

LEY DE AGUAS NACIONALES, A CARGO DE LA DIPUTADA

CLAUDIA EDITH ANAYA MOTA, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DEL PRI

La suscrita, diputada federal Claudia Edith Anaya Mo-
ta, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional a la LXIII Legislatura co-
rrespondiente a la Cámara de Diputados, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y 3, numeral 1, fracción VIII; 6, nu-
meral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, tiene a bien someter a conside-
ración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

En México existen grandes retos que limitan a su po-
blación en la utilización de recursos naturales para sa-
tisfacer sus necesidades, pero sin comprometer el pa-
trimonio de las generaciones futuras. El agua es un
recurso vinculado al bienestar social y el desarrollo
económico de las distintas zonas del territorio nacio-
nal, por lo que la falta del líquido y su poca disponibi-
lidad en áreas específicas ha propiciado la sobreexplo-
tación de las fuentes de abastecimiento subterráneas y
el deterioro de la calidad del agua natural.1

De lo anterior, tenemos una problemática agravada por
el crecimiento poblacional y la poca disponibilidad del
agua, por lo que resulta necesario para la planeación na-
cional fortalecer técnicamente al sector hidráulico, prin-
cipalmente en los servicios de suministro de agua pota-
ble y alcantarillado; así como el tratamiento de aguas
residuales y los sistemas de reúso para este recurso. 

En el Programa Nacional Hídrico 2014-2018 se consi-
dera al sector agrícola como el principal impulsor de la
reutilización del agua residual tratada, lo cual propi-
ciara? el intercambio de aguas de primer uso conce-
sionadas al riego para ser destinadas a otros usos, sin
embargo, en la Ley de Aguas Nacionales no está de-
terminado una sección o capítulo referente a los usos
de las aguas tratadas y que estos usos se realicen bajo
estrictas normas de higiene.

Resulta necesario actualizar el marco normativo en
materia de aguas tratadas tomando en cuenta las prue-
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bas científicas en relación con patógenos, productos
químicos y otros factores; que incluya los cambios en
las características de la población y la actividad eco-
nómica; los cambios en las prácticas de saneamiento;
tomando en cuenta que existen mejores métodos de
evaluación de riesgos; los problemas sociales y las
prácticas socioculturales en la actualidad. 

Basándonos en estudios de la Secretaría del Medio
Ambiente y Recursos Naturales, sabemos que existen
tecnologías que se encuentran disponibles y alcanza-
bles (tanto desde el punto de vista técnico y en térmi-
nos de asequibilidad) para llevar a cabo el tratamiento
de aguas excretas y aguas grises. 

El uso seguro de aguas tratadas en servicios públicos,
en la agricultura y la acuicultura, debe encontrar el ba-
lance justo entre la maximización de los beneficios de
salud pública y las ventajas de usar recursos escasos.
Estos usos deben ser lo suficientemente flexibles para
poder adaptarlos a las condiciones locales, sociales,
económicas y ambientales de cada región. Además,
deben implementarse paralelamente con otras inter-
venciones de salud como la promoción de la higiene,
los servicios de agua potable y saneamiento adecua-
dos; y otras medidas de atención primaria de la salud.

Las políticas para promover la aplicación beneficiosa
de las aguas residuales, excretas y aguas grises deben
operar a nivel nacional. El marco de política debe vin-
cular las políticas de protección ambiental y de salud
con las políticas de seguridad alimentaria y protección
del consumidor para lograr los máximos beneficios de
salud en términos de mejora de la nutrición al tiempo
que se reduzcan los riesgos de salud relacionados con
las enfermedades infecciosas. 

Las agencias de desarrollo bilaterales y multilaterales,
también deberán encargarse de formular y aplicar po-
líticas destinadas a promover el uso seguro de las
aguas residuales, excretas y aguas grises en la agricul-
tura y la acuicultura como parte integral de sus objeti-
vos en la conservación y gestión de los recursos natu-
rales, el desarrollo económico y social, con la
reducción de la pobreza multidimensional.

Argumento que lo sustentan

Establecer normas excesivamente estrictas puede ha-
cer este tipo de proyectos no sostenibles y paradójica-

mente, puede conducir a una inadecuada protección de
la salud de acuerdo con las circunstancias locales y por
lo tanto, el marco normativo podría ser ignorado. Al
proponer procedimientos que se adapten a circunstan-
cias específicas, la presente iniciativa persigue maxi-
mizar beneficios para la salud pública en general y el
uso provechoso de los recursos escasos.

Además, la planificación de este tipo de proyectos hi-
dráulicos a nivel local requiere tomar en cuenta una
serie de factores subyacentes importantes, como son la
evaluación y la comprensión de: la salud pública, el
impacto social y la percepción pública; el impacto am-
biental; la viabilidad económica, financiera, institucio-
nal, técnica y de mercado; por lo que es imperante
contar con un marco normativo que comprenda las im-
plicaciones del uso de aguas tratadas. 

De acuerdo con el artículo 28 constitucional, las aguas
en México se encuentran bajo la administración fede-
ral, es decir, son aguas nacionales. Para aprovechar las
aguas nacionales (extraer, descargar aguas residuales,
ocupar o extraer zonas materiales de las zonas federa-
les a lo largo de cauces y cuerpos de agua) se requiere
una concesión o asignación, o de un permiso.2

La Ley de Aguas Nacionales establece que la explota-
ción, uso o aprovechamiento de las aguas nacionales
se realizará mediante títulos de concesión o asignación
otorgados por el Ejecutivo Federal a través de la Co-
misión Nacional del Agua, como lo establece el Título
Segundo “Administración del agua” en el Capítulo III
BIS “Organismos de Cuenca” de la Ley de Aguas Na-
cionales;3 o como lo señalado en la NOM-011-CNA-
2000 que establece las especificaciones y el método
para determinar la disponibilidad media anual de las
aguas nacionales; así como las condiciones que dispo-
ne la Ley de Aguas Nacionales y su reglamento. De
manera similar, para el vertido de aguas residuales, es
necesario contar con un permiso de descarga expedido
por esta misma institución.

La Comisión Nacional del Agua tiene como misión
administrar y preservar las aguas nacionales, con la
participación de la sociedad, para lograr el uso susten-
table del recurso, asimismo ha reportado importantes
avances en materia de saneamiento y se ha planteado
como propósito sustituir agua de primer uso por agua
residual tratada; el tratamiento de las aguas residuales
es esencial para garantizar el ciclo del agua, por esto
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debe exigirse a los municipios e industrias cumplir con
el Título Séptimo “Prevención y Control de la Conta-
minación de las Aguas y Responsabilidad por Daño
Ambiental” de la Ley de Aguas Nacionales, referente
a las descargas vertidas a los cuerpos de agua naciona-
les.  

Las personas físicas y morales están obligadas al pago
del derecho sobre las aguas nacionales que usen, ex-
ploten o aprovechen, ya sea de hecho o al amparo de
títulos de asignación, concesión, autorización o permi-
so otorgados por el Gobierno Federal. También aqué-
llas que descarguen en forma permanente, intermiten-
te o fortuita aguas residuales en ríos, cuencas, vasos,
aguas marinas y demás depósitos o corrientes de agua,
así como en los suelos o las infiltren en terrenos que
sean bienes nacionales o que puedan contaminar el
subsuelo o los acuíferos. 

Asimismo, están las que usen, gocen o aprovechen
bienes del dominio público de la federación en los
puertos, terminales e instalaciones portuarias, la zona
federal marítima, los diques, cauces, vasos, zonas de
corrientes y depósitos de propiedad nacional.

A diciembre de 2014, se contaba con 481,031 títulos
de concesión o asignación de aguas nacionales inscri-
tos en el Registro Público de Derechos del Agua, que
corresponden a un volumen concesionado de 84,929
millones de metros cúbicos de usos consuntivos y
178,622 millones de metros cúbicos de usos no con-
suntivos.4 Cabe destacar que a partir de este año exis-
te una nueva clasificación de uso no consuntivo: el de
conservación ecológica.

Para el cobro de derechos por descargas de aguas resi-
duales, los cuerpos receptores (ríos, lagos, lagunas, en-
tre otros) se clasifican en tres tipos: “A”, “B” o “C”,
según los efectos ocasionados por la contaminación.
Los cuerpos receptores tipo “C” son aquéllos en los
que la contaminación tiene mayores efectos. La lista
de cuerpos receptores que pertenecen a cada tipo se
encuentra en la Ley Federal de Derechos.

Las cuotas por descarga de aguas residuales están re-
lacionadas con el volumen de descarga y la carga de
contaminantes, para hacer este cálculo se toman en
consideración la descarga característica de la actividad
que generó la descarga y el tipo de cuerpo receptor.5

En cuanto al tratamiento y reúso del agua, Conagua6

estima que al 2014 se reusaban directamente (antes de
su descarga) 21.8 miles de metros cúbicos de aguas re-
siduales tratadas. En tanto que se reusaban indirecta-
mente (después de su descarga) 69.4 miles de metros
cúbicos de aguas residuales tratadas. El intercambio de
aguas residuales tratadas, en el que sustituyen agua de
primer uso, se estima en 8.9 miles de metros cúbicos.

Un caso particular a nivel nacional es Chihuahua, es el
sexto lugar en tratamiento de aguas residuales. Ante-
riormente esta salía directamente a los ríos, pero aho-
ra la red morada (un proyecto hidráulico de agua tra-
tada para riego) permitirá conectar el agua de las
plantas tratadoras a los parques y zonas industriales,
para que vuelva a ser utilizada.7

De acuerdo a la Organización Mundial de la Salud,8

las aguas residuales, excretas y aguas grises se utilizan
cada vez más para la agricultura y la acuicultura tanto
en los países en desarrollo como en los industrializa-
dos. Las principales fuerzas que impulsan el incre-
mento en el uso son:

• La creciente escasez de agua;

• El aumento de la población, que ha acrecentado la
contaminación ambiental derivada de una inadecua-
da eliminación de aguas residuales y;

El reconocimiento del valor que aportan en algunas
actividades productivas los organismos de las aguas
residuales, excretas y aguas grises. 

Las descargas de aguas residuales se clasifican en mu-
nicipales e industriales. Las municipales corresponden
a las que son manejadas en los sistemas de alcantari-
llados urbanos y rurales, en tanto que las industriales
son aquellas descargadas a los cuerpos receptores de
propiedad nacional, como es el caso de la industria au-
toabastecida.9
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Un título de concesión o asignación puede amparar
uno o más aprovechamientos o permisos. Se emplea el
término “uso agrupado” a los rubros agrícola, pecua-
rio, acuacultura, múltiples y otros de la clasificación
del Registro Público de Derechos del Agua; el abaste-
cimiento público incluye el “público urbano” y “do-
méstico”; la  industria autoabastecida son los rubros
industria, agroindustria, servicios y comercio. Es posi-
ble que existan ligeras variaciones en las cifras debi-
das a las fechas en que se hacen las consultas al Re-
gistro Público de Derechos del Agua.

En 2014, la industria trató 65.6 m³/s de aguas residua-
les, en 2 639 plantas en operación a nivel nacional.
Los principales procesos en que se desglosa el trata-
miento industrial son:

El reúso posee varias ventajas: en costo, reduce las
presiones sobre los cuerpos de agua de primer uso y
satisface demandas de agua que no exigen calidad po-
table. La reutilizacio?n de agua residual municipal tra-
tada se ha incrementado en los últimos años, general-
mente en la agricultura, la industria y en los servicios
municipales (para el riego de áreas verdes urbanas, por
ejemplo). 

Para reutilizar el agua tratada se requiere construir la
infraestructura necesaria encargada de conducir los
efluentes de las plantas de tratamiento a los sitios en
donde se hallan las actividades que reutilizan el agua,
o bien en donde se ubica la infraestructura y equipos

adecuados para dar un tratamiento posterior al agua
inicialmente tratada, de acuerdo al uso final requerido.
Esta acción es de particular importancia para las ciu-
dades que requieren más agua y están cerca de la de-
marcación de los distritos y unidades de riego.

Existen redes de agua residual tratada —principal-
mente en los estados del norte donde el recurso es aún
más escaso, conocidas como “red morada”—, cuya la-
bor es incorporar los efluentes de las plantas de trata-
miento de aguas residuales municipales y reutilizar el
agua en los parques industriales, o bien, para reinyec-
tarla a los acuíferos, una vez que cumplan con las dis-
posiciones correspondientes. 

Del volumen total de agua tratada, que asciende a
3,146 millones de metros cúbicos, solo se reúsa el 33
por ciento, de los cuales el 7.8 por ciento se intercam-
bia por aguas de primer uso, recuperando caudales pa-
ra usos prioritarios como el público urbano.11

Actualmente el agua dulce que se extrae se utiliza en
la agricultura, para uso doméstico y usos industriales
combinados. En países áridos y semiáridos, es mejor
utilizar aguas residuales, excretas y aguas grises en la
agricultura, que utilizar el agua dulce de mayor cali-
dad, porque este tipo de aguas aportan más beneficios
a los cultivos.

La Organización Mundial de la Salud12 señala que si
bien el uso de aguas residuales en la agricultura puede
aportar beneficios (incluidos los beneficios de salud
como una mejor nutrición y provisión de alimentos pa-
ra muchas viviendas), su uso no controlado general-
mente está relacionado con impactos significativos so-
bre la salud humana. Estos impactos en la salud se
pueden minimizar cuando se implementan buenas
prácticas de tratamiento.

Los usos de aguas residuales, grises y excretas son
examinados por la Organización Mundial de la Sa-
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lud,13 donde se evalúan la planificación y ejecución de
programas acuícolas que trabajan  con aguas residua-
les y requieren un enfoque progresivo integral, siem-
pre estableciendo como prioridad la salud pública.

La misma Organización identifica que una importante
fracción de la carga de enfermedades relacionadas con
el agua (principalmente las relacionados a las aguas
tratadas) se atribuye a la manera como se desarrollan y
manejan los recursos hídricos. Los impactos adversos
a la salud originados por la contaminación del agua, la
construcción de represas, las obras de irrigación y el
control de inundaciones, comúnmente son la causa de
un número significativo de enfermedades. 

El riego con el agua residual puede en la mayoría de
las situaciones, suministrar todos los nutrientes nece-
sarios para el crecimiento de los cultivos. Estas sus-
tancias han sido reconocidas por los agricultores en to-
do el mundo. Su uso en la agricultura y la acuicultura
es una forma de reciclaje de nutrientes y agua que per-
miten una reducción  considerable en el impacto am-
biental.

El esfuerzo de inversión a realizar para tratar las aguas
residuales y controlar los contaminantes debe basarse
en la construcción de un sistema  financiero viable y
auto sostenible para lograr la construcción, operación
y mantenimiento de las plantas de tratamiento que se
requieren.14 Asimismo, deben considerarse a las em-
presas u hogares en donde sean empleadas las aguas
tratadas para determinados usos, por lo que la imple-
mentación de incentivos económicos o fiscales en la
industria, agricultura y los hogares será una obligación
del gobierno para impulsar la cultura del agua, como
lo establece el Título Sexto, Capítulo V BIS “Cultura
del Agua” de la Ley de Aguas Nacionales.

Asegurar en los próximos años la continuidad y dispo-
nibilidad del agua tratada, dependerá de la asignación
y aplicación de los recursos económicos requeridos.
Además, los organismos operadores que prestan los
servicios de agua potable deberán consolidarse finan-
cieramente, estableciendo tarifas que les permitan te-
ner ingresos tangiblemente mayores que los costos
operativos.

Garantizar que las aguas residuales generadas en las
ciudades y en las comunidades rurales, lleguen de ma-
nera efectiva hasta las plantas de tratamiento es una

prioridad. Por ello se debe garantizar que todos los ha-
bitantes tengan acceso a una forma segura de disponer
de sus aguas, evitando problemas de salud sin afectar
al medio ambiente y que garanticen la gestión integral
de los recursos hídricos.

Los principales beneficios del tratamiento del agua re-
sidual se consideran intangibles y difíciles de valorar
económicamente. El tratamiento de aguas residuales
es un proceso productivo cuyo producto es el agua tra-
tada, siendo una de sus finalidades la mejora del am-
biente y de las condiciones sociales, al reducir el des-
gaste de los cuerpos de agua. Por esta razón, el reúso
debe ser una práctica común, informando a los usua-
rios acerca de los beneficios de usar agua residual tra-
tada.15

La última reforma a la Ley de Aguas Nacionales fue el
24 de marzo de 2016 (Se reforma la fracción LVII del
artículo 3 y se adiciona una fracción VII Bis al artícu-
lo 3; y se reforman los numerales del Artículo Décimo
Quinto Transitorio del “Decreto por el que se refor-
man, adicionan y derogan diversas disposiciones de la
Ley de Aguas Nacionales, publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación el 29 de abril de 2004”).

Sobre el uso de “Aguas recicladas” en la Ley se seña-
lan como “reúso” y se refiere a la explotación, uso o
aprovechamiento de aguas residuales con o sin trata-
miento previo.

Aguas residuales, se conciben como las aguas de com-
posición variada provenientes de las descargas de usos
público urbano, doméstico, industrial, comercial, de
servicios, agrícola, pecuario, de las plantas de trata-
miento y en general, de cualquier uso, así como la
mezcla de ellas; y agua tratada, como aguas residuales
cuya composición sea modificada mediante procesos
individuales o combinados de tipo físico, químico,
biológico u otro, de manera que resulten adecuadas pa-
ra su descarga a cuerpos receptores.

¿Cómo se atiende el asunto de las aguas tratadas? En
la Ley de Aguas Nacionales, los artículos cuyo conte-
nido  se refiere a los asuntos de aguas tratadas, son:

Artículo 7, fracciones I y VII

Se declara de utilidad pública:
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I. La gestión integrada de los recursos hídricos,
superficiales y del subsuelo, a partir de las cuen-
cas hidrológicas en el territorio nacional, como
prioridad y asunto de seguridad nacional;

VII. El mejoramiento de la calidad de las aguas
residuales, la prevención y control de su conta-
minación, la recirculación y el reúso de dichas
aguas, así como la construcción y operación de
obras de prevención, control y mitigación de la
contaminación del agua, incluyendo plantas de
tratamiento de aguas residuales;

Artículo 9, fracción XIV

“La Comisión” es un órgano administrativo descon-
centrado de “la Secretaría”, que se regula conforme
a las disposiciones de esta Ley y sus reglamentos,
de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal y de su Reglamento Interior.

“La Comisión” tiene por objeto ejercer las atribu-
ciones que le corresponden a la autoridad en mate-
ria hídrica y constituirse como el Órgano Superior
con carácter técnico, normativo y consultivo de la
Federación, en materia de gestión integrada de los
recursos hídricos, incluyendo la administración, re-
gulación, control y protección del dominio público
hídrico.

En el ejercicio de sus atribuciones, “la Comisión” se
organizará en dos modalidades:

XIV. Fomentar y apoyar el desarrollo de los siste-
mas de agua potable y alcantarillado; los de sanea-
miento, tratamiento y reúso de aguas; los de riego o
drenaje y los de control de avenidas y protección
contra inundaciones en los casos previstos en la
fracción IX del presente Artículo; contratar, conce-
sionar o descentralizar la prestación de los servicios
que sean de su competencia o que así convenga con
los Gobiernos Estatales y, por conducto de éstos,
con los Municipales, o con terceros;

Artículo 12 Bis 6, fracción VIII

Los Organismos de Cuenca,16 de conformidad con
los lineamientos que expida “la Comisión”, ejerce-
rán dentro de su ámbito territorial de competencia
las atribuciones siguientes:

VIII. Fomentar y apoyar el desarrollo de los siste-
mas de agua potable y alcantarillado; los de sanea-
miento, tratamiento y reúso de aguas; los de riego o
drenaje y los de control de avenidas y protección
contra inundaciones. En su caso, contratar o conce-
sionar la prestación de los servicios que sean de su
competencia o que así convenga con los Gobiernos
de los estados o con terceros;

Artículo 16, párrafo 3 y 4

La presente Ley establece las reglas y condiciones
para el otorgamiento de las concesiones para explo-
tación, uso o aprovechamiento de las aguas nacio-
nales, en cumplimiento a lo dispuesto en el Párrafo
Sexto del Artículo 27 Constitucional.

Son aguas nacionales las que se enuncian en el Pá-
rrafo Quinto del Artículo 27 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

El régimen de propiedad nacional de las aguas
subsistirá aun cuando las aguas, mediante la
construcción de obras, sean desviadas del cauce
o vaso originales, se impida su afluencia a ellos o
sean objeto de tratamiento.

Las aguas residuales provenientes del uso de las
aguas nacionales, también tendrán el mismo ca-
rácter, cuando se descarguen en cuerpos recep-
tores de propiedad nacional, aun cuando sean
objeto de tratamiento.

Artículo 21, fracción VII

La solicitud de concesión o asignación deberá con-
tener al menos:

VII. El proyecto de las obras a realizar o las carac-
terísticas de las obras existentes para su extracción
y aprovechamiento, así como las respectivas para su
descarga, incluyendo tratamiento de las aguas resi-
duales y los procesos y medidas para el reúso del
agua, en su caso, y restauración del recurso hídrico;
en adición deberá presentarse el costo económico y
ambiental de las obras proyectadas, esto último
conforme a lo dispuesto en la Ley General de Equi-
librio Ecológico y Protección al Ambiente, 

Artículo 21 Bis, fracción V
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El promovente deberá adjuntar a la solicitud a que
se refiere el artículo anterior, al menos los docu-
mentos siguientes:

V. La memoria técnica con los planos correspon-
dientes que contengan la descripción y característi-
cas de las obras a realizar, para efectuar la explota-
ción, uso o aprovechamiento de las aguas a las
cuales se refiere la solicitud, así como la disposi-
ción y tratamiento de las aguas residuales resultan-
tes y las demás medidas para prevenir la contami-
nación de los cuerpos receptores, a efecto de
cumplir con lo dispuesto en la ley;

Artículo 23

El título de concesión o asignación que otorgue “la
Autoridad del Agua” deberá expresar por lo menos:
Nombre y domicilio del titular; la cuenca hidrológi-
ca, acuífero en su caso, región hidrológica, munici-
pio y localidad a que se refiere; el punto de extrac-
ción de las aguas nacionales; el volumen de
extracción y consumo autorizados; se referirán ex-
plícitamente el uso o usos, caudales y volúmenes
correspondientes; el punto de descarga de las aguas
residuales con las condiciones de cantidad y cali-
dad; la duración de la concesión o asignación, y co-
mo anexo el proyecto aprobado de las obras a reali-
zar o las características de las obras existentes para
la extracción de las aguas y para su explotación, uso
o aprovechamiento, así como las respectivas para su
descarga, incluyendo tratamiento de las aguas resi-
duales y los procesos y medidas para el reúso del
agua, en su caso, y restauración del recurso hídrico.

Artículo 29 Bis, fracción II

Además de lo previsto en el Artículo anterior, los
asignatarios tendrán las siguientes obligaciones:

II. Descargar las aguas residuales a los cuerpos re-
ceptores previo tratamiento, cumpliendo con las
Normas Oficiales Mexicanas o las condiciones par-
ticulares de descarga, según sea el caso, y procurar
su reúso, 

Artículo 44, párrafo 3° y 7°

Corresponde al municipio, al Distrito Federal y, en
términos de Ley, al estado, así como a los organis-

mos o empresas que presten el servicio de agua po-
table y alcantarillado, el tratamiento de las aguas re-
siduales de uso público urbano, previa a su descar-
ga a cuerpos receptores de propiedad nacional,
conforme a las Normas Oficiales Mexicanas res-
pectivas o a las condiciones particulares de descar-
ga que les determine “la Autoridad del Agua”.

Los municipios, los estados y, en su caso, el Distri-
to Federal, podrán convenir con los Organismos de
Cuenca con el concurso de “la Comisión”, el esta-
blecimiento de sistemas regionales de tratamiento
de las descargas de aguas residuales que se hayan
vertido a un cuerpo receptor de propiedad nacional
y su reúso, conforme a los estudios que al efecto se
realicen y en los cuales se prevea la parte de los cos-
tos que deberá cubrir cada uno de los municipios,
de los estados y, en su caso, el Distrito Federal.

Artículo 46

“La Autoridad del Agua” podrá realizar en forma
parcial o total, previa celebración del acuerdo o
convenio con los gobiernos de los estados o del Dis-
trito Federal y, a través de éstos, con los gobiernos
de los municipios correspondientes, las obras de
captación o almacenamiento, conducción y, en su
caso, tratamiento o potabilización para el abasteci-
miento de agua, con los fondos pertenecientes al
erario federal o con fondos obtenidos con aval o
mediante cualquier otra forma de garantía otorgada
por la Federación, siempre y cuando se cumplan los
requisitos

Artículo 84 Bis, fracciones I y IV

“La Comisión”, con el concurso de los Organismos
de Cuenca, deberá promover entre la población, au-
toridades y medios de comunicación, la cultura del
agua acorde con la realidad del país y sus regiones
hidrológicas, para lo cual deberá:

I. Coordinarse con las autoridades Educativas en los
órdenes federal y estatales para incorporar en los
programas de estudio de todos los niveles educati-
vos los conceptos de cultura del agua, en particular,
sobre disponibilidad del recurso; su valor económi-
co, social y ambiental; uso eficiente; necesidades y
ventajas del tratamiento y reúso de las aguas resi-
duales; la conservación del agua y su entorno; el

Gaceta Parlamentaria Miércoles 14 de septiembre de 201638



pago por la prestación de servicios de agua en los
medios rural y urbano y de derechos por extracción,
descarga y servicios ambientales;

IV. Proporcionar información sobre efectos adver-
sos de la contaminación, así como la necesidad y
ventajas de tratar y reusar las aguas residuales;

Artículo 86, fracción IX 

La Autoridad del Agua” tendrá a su cargo, en tér-
minos de Ley:

IX. Promover o realizar las medidas necesarias pa-
ra evitar que basura, desechos, materiales y sustan-
cias tóxicas, así como lodos producto de los trata-
mientos de aguas residuales, de la potabilización
del agua y del desazolve de los sistemas de alcanta-
rillado urbano o municipal, contaminen las aguas
superficiales o del subsuelo y los bienes que señala
el Artículo 113 de la presente Ley;

Artículo 86 Bis 2

Se prohíbe arrojar o depositar en los cuerpos recep-
tores y zonas federales, en contravención a las dis-
posiciones legales y reglamentarias en materia am-
biental, basura, materiales, lodos provenientes del
tratamiento de aguas residuales y demás desechos o
residuos que por efecto de disolución o arrastre,
contaminen las aguas de los cuerpos receptores, así
como aquellos desechos o residuos considerados
peligrosos en las Normas Oficiales Mexicanas res-
pectivas. Se sancionará en términos de Ley a quien
incumpla esta disposición.

Artículo 88 Bis, fracciones II, VII, X a), 

Las personas físicas o morales que efectúen descar-
gas de aguas residuales a los cuerpos receptores a
que se refiere la presente Ley, deberán:

II. Tratar las aguas residuales previamente a su ver-
tido a los cuerpos receptores, cuando sea necesario
para cumplir con lo dispuesto en el permiso de des-
carga correspondiente y en las Normas Oficiales
Mexicanas;

VII. Operar y mantener por sí o por terceros las
obras e instalaciones necesarias para el manejo y, en

su caso, el tratamiento de las aguas residuales, así
como para asegurar el control de la calidad de di-
chas aguas antes de su descarga a cuerpos recepto-
res;

X. Cumplir con las Normas Oficiales Mexicanas y
en su caso con las condiciones particulares de des-
carga que se hubieren fijado, para la prevención y
control de la contaminación extendida o dispersa
que resulte del manejo y aplicación de substancias
que puedan contaminar la calidad de las aguas na-
cionales y los cuerpos receptores; 

a. La inspección y verificación de las obras utiliza-
das para las descargas de aguas residuales y su tra-
tamiento, en su caso;

Artículo 91 Bis, 2o. párrafo

Las personas físicas o morales que descarguen
aguas residuales a las redes de drenaje o alcantari-
llado, deberán cumplir con las Normas Oficiales
Mexicanas y, en su caso, con las condiciones parti-
culares de descarga que emita el estado o el muni-
cipio.

Los municipios, el Distrito Federal y en su caso, los
estados, deberán tratar sus aguas residuales, antes
de descargarlas en un cuerpo receptor, conforme a
las Normas Oficiales Mexicanas o a las condiciones
particulares de descarga que les determine “la Au-
toridad del Agua”, cuando a ésta competa estable-
cerlas.

Artículo 94

Cuando la suspensión o cese de operación de una
planta de tratamiento de aguas residuales pueda
ocasionar graves perjuicios a la salud, a la seguri-
dad de la población o graves daños a ecosistemas
vitales, “la Autoridad del Agua” por sí o a solicitud
de autoridad distinta, en función de sus respectivas
competencias, ordenará la suspensión de las activi-
dades que originen la descarga, y cuando esto no
fuera posible o conveniente, “la Autoridad del
Agua” nombrará un interventor para que se haga
cargo de la administración y operación provisional
de las instalaciones de tratamiento de aguas resi-
duales, hasta que se suspendan las actividades o se
considere superada la gravedad de la descarga, sin
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perjuicio de la responsabilidad administrativa o pe-
nal en que se hubiera podido incurrir.

Fundamento legal

Es por lo anteriormente motivado y fundado; y con ba-
se en lo que disponen los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y 3, numeral 1, fracción VIII; 6, numeral 1, frac-
ción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, quien suscribe somete a consideración de esta
Soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto. 

Denominación del proyecto de decreto: 

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adi-
ciona el Capítulo V Ter “Usos de las Aguas Tratadas”
al Título Sexto “Usos del Agua” de la Ley de Aguas
Nacionales.

Texto normativo propuesto

Artículo Único. Se adiciona el Capítulo V Ter “Usos
de las aguas tratadas” al Título Sexto “Usos del Agua”
de La Ley de Aguas Nacionales, para quedar como si-
gue: 

Capítulo V Ter
Usos de las aguas tratadas

Artículo 84 Ter 1. Las plantas de tratamiento públicas
y privadas facilitarán y promoverás el uso responsable
de las aguas residuales, tratadas y de reúso, atendien-
do a las disposiciones que para los efectos emita la Se-
cretaría de Salud, en virtud de la protección de la sa-
lud pública.

Artículo 84 Ter 2. Por los beneficios que representan,
los usos a los que estarán destinadas las aguas tratadas,
residuales, grises y excretas certificadas por la Secre-
taría de Salud, serán, entre otros:

I. Agrícolas;

II. Acuícolas;

III. Industriales; y

IV. Riego de áreas verdes.

Artículo 84 Ter 3. La Secretaría de Salud en coordi-
nación con la de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les y Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca
y Alimentación serán las dependencias encargadas de
vigilar la correcta aplicación y provisión del agua de
reúso en las actividades agrícolas, acuícolas e indus-
triales acorde con esta Ley y las fracciones II y III del
artículo 118 de la Ley General de Salud. 

La responsabilidad por el uso de aguas tratadas en el
uso destinado al riego de áreas verdes será atribuible a
los municipios, delegaciones o particulares que hagan
uso del recurso. 

Artículo 84 Ter 4. Corresponde a la Comisión presen-
tar proyectos de uso de aguas residuales en actividades
productivas; dichos proyectos deberán ser evaluados
por la Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Na-
turales y serán económica, financiera, institucional,
técnicamente viables para poder llevarse a cabo. 

Asimismo, la Comisión evaluará proyectos de particu-
lares que introduzcan el uso seguro de aguas tratadas y
cumplan con las mismas características de viabilidad y
sanidad.

Artículo 84 TER 5. La Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público otorgará incentivos fiscales a proyectos
públicos y particulares que introduzcan en sus activi-
dades el uso de aguas residuales, tratadas y de reúso.
Para lo anterior, emitirá las disposiciones reglamenta-
rias que correspondan.

Transitorio

Único. El Presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 Conagua (2015) Estadísticas del Agua en México, consultado en

http://www.conagua.gob.mx/CONAGUA07/Publicaciones/Publi-

caciones/EAM2015-ALTA.pdf

2 Op. Cit.

3 Artículo 12 Bis 1: “son unidades técnicas, administrativas y jurí-

dicas especializadas, con carácter autónomo que esta Ley les con-

fiere, adscritas directamente al Titular de La Comisión, cuyas atri-
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buciones, naturaleza y ámbito territorial de competencia se esta-

blecen en la presente Ley y se detallan en sus reglamentos, y cu-

yos recursos y presupuesto específicos son determinados por la

Comisión”.

4 Conagua (2015). Estadísticas del Agua en México, edición 2015. 

5 La metodología puede consultarse en el Artículo 278-B de la Ley

Federal de Derechos.

6 Conagua (2015). Subdirección General de Agua Potable, Drena-

je y Saneamiento.

7 OEM (2014) Diario El Occidental, “Presentan la red de agua tra-

tada para riego de la ciudad de Chihuahua”, 19-09-2014. 

Consultado el 13-05-2016 en: http://www.oem.com.mx/elocciden-

tal/notas/n3542994.htm#sthash.IvtsBHfs.dpuf

8 World Health Organization, (2006). Guidelines for the safe use

of wastewater, excreta and greywater.

9 Conagua (2015) Estadísticas del Agua en México, consultado en

http://www.conagua.gob.mx/CONAGUA07/Publicaciones/Publi-

caciones/EAM2015-ALTA.pdf

10 La unidad hm3 es igual a un millón de metros cúbicos de agua.

11 Programa Nacional Hídrico 2014-2018

12 OMS, (2016). Agua, Saneamiento y Salud. Consultado en:

http://www.who.int/water_sanitation_health/wastewater/es/

13 World Health Organization, (2006). Guidelines for the safe use

of wastewater, excreta and greywater. Vol I-IV.  

14 Banco Interamericano de Desarrollo (2013). De La Peña, M.E.

et al. Tratamiento de Aguas Residuales en México. 

15 Op. Cit.

16 Órganos colegiados de integración mixta, conforme a la Fracción

XV del Artículo 3 de esta Ley. La coordinación, concertación, apoyo,

consulta y asesoría referidas en la mencionada fracción están orien-

tadas a formular y ejecutar programas y acciones para la mejor ad-

ministración de las aguas, el desarrollo de la infraestructura hidráuli-

ca y de los servicios respectivos y la preservación de los recursos de

la cuenca, así como las demás que se establecen en este Capítulo y en

los Reglamentos respectivos. Los Consejos de Cuenca no están sub-

ordinados a “la Comisión” o a los Organismos de Cuenca.

Los Consejos de Cuenca considerarán la pluralidad de intereses,

demandas y necesidades en la cuenca o cuencas hidrológicas que

correspondan.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de
la H Cámara de Diputados, a los 14 días del mes de
septiembre de 2016.

Diputada Claudia Edith Anaya Mota (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 96 Y 152 DE LA LEY DEL

IMPUESTO SOBRE LA RENTA, SUSCRITA POR EL DIPUTADO

FRANCISCO MARTÍNEZ NERI E INTEGRANTES DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PRD

El suscrito, diputado a la LXIII Legislatura del Con-
greso de la Unión, coordinador general del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática,
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 6o., numeral 1, fracción I, 77 nu-
merales 1 y 4, y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a consideración de esta soberanía,
la iniciativa, a nombre del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, con proyecto
de decreto por el que se reforman las tarifas conteni-
das en los artículos 96 y 152 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, de acuerdo a lo siguiente

Planteamiento del problema

Así lo señalan las auditorías 110 Ingresos Públicos

Presupuestarios y 113 Presupuesto de Gastos Fisca-

les,1 de la Auditoría Superior de la Federación que de-
tectó los hechos relevantes siguientes:

Durante el periodo comprendido de 2010 a 2014, los
ingresos petroleros mantuvieron una participación de
32.8% en promedio, como proporción de los ingresos
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totales del sector público, lo que implica un alto nivel
de exposición ante posibles variaciones en los precios
internacionales del petróleo, cuyo comportamiento
históricamente ha tenido episodios de alta volatilidad.
No debe pasar por inadvertido, que a finales de 2014
comenzó un descenso importante en el precio prome-
dio del petróleo crudo y la producción nacional.

Durante el referido periodo, el aumento de 1.1 puntos
porcentuales en los ingresos del Sector Público Presu-
puestario estuvo determinado por los ingresos no pe-
troleros, en los que destacó el Impuesto Sobre la Ren-
ta en los tributarios y los aprovechamientos en los no
tributarios.

Por su parte, la recaudación tributaria en 2010 fue de
9.9% del Producto Interno Bruto y en 2014 aumentó a
10.7% del Producto Interno Bruto, con motivo de la
entrada en vigor de la reforma social y hacendaria.

La caída en el precio del petróleo a finales de 2014,
determinó un descenso de la participación de los in-
gresos petroleros en el total de los ingresos del Sector
Público Presupuestario, que en 2013 representaron
33.2% y en 2014 disminuyeron a 30.5%.

En contraparte, en 2014 la Organización para la Coo-
peración y el Desarrollo Económico y en 2013 la Co-
misión Económica para América Latina y el Caribe es-
timaron que la carga fiscal como proporción del
Producto Interno Bruto en México es una de las más
débiles, razón por la que se considera prudente elevar
la recaudación de ingresos tributarios para un sano fi-
nanciamiento del gasto público, al tiempo que se in-
centiva la inversión y el empleo formal, sin incremen-
tar la inflación.

Argumentos

El Grupo Parlamentario del PRD en la Cámara de Di-
putados, en su reunión plenaria celebrada los días 26 y
26 de agosto del año en curso, como parte de sus prio-
ridades legislativas, concluyó que deberían:

“(…) hacer más progresivas las contribuciones
de los más acaudalados, en especial en el Im-
puesto Sobre la Renta y otros gravámenes que for-
talezcan la progresividad fiscal. Rechazamos los
impuestos a medicinas y alimentos.”

Por esta razón, una medida para incrementar los ingre-
sos, es incrementar la tarifa a las personas físicas que
tengan ingresos muy altos; en este sentido, se propone
aumentar en el Impuesto Sobre la Renta, el porcentaje
que se aplica sobre el excedente del límite inferior,
tanto en la tarifa contenida en el artículo 96, relativa a
los pagos provisionales, como en la tarifa prevista en
el artículo 152, que se utiliza para calcular el impues-
to del ejercicio.

Como se indicó, la insuficiencia de los ingresos presu-
puestarios para financiar el gasto resulta en déficit pre-
supuestario y endeudamiento, por lo que es prudente
que el Ejecutivo y el Legislativo Federal evalúen las
medidas que permitan incrementar la recaudación de
las fuentes permanentes y estabilizar los recursos de
las fuentes tributarias no petroleras.

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económico aplica una metodología para medir la car-

ga fiscal,2 que incluye la recaudación petrolera y las
cuotas de seguridad social; durante el periodo com-
prendido de 2009 a 2014, el nivel de carga fiscal de
México fue el más bajo entre los países miembros de
esa organización. En 2014, la carga fiscal de México
fue equivalente a 19.5% del Producto Interno Bruto.
En Dinamarca y Noruega fue de 50.9% y 39.1% del
Producto Interno Bruto, respectivamente.

Por otro lado, con la metodología de la Comisión Eco-
nómica para América Latina y el Caribe para medir la
carga fiscal, la cual sólo considera los ingresos tribu-
tarios, México también muestra una de las cargas tri-
butarias más bajas, con 9.7% del Producto Interno
Bruto en 2013.

En la carga fiscal de México inciden negativamente
la evasión fiscal en la economía formal y la crecien-
te economía informal, así como los regímenes espe-
ciales de tributación, incluidos en el Presupuesto de
Gastos Fiscales que se estimó en 495,780.7 millones
de pesos (2.9% del Producto Interno Bruto para
2014). 

El Presupuesto de Gastos Fiscales comprende los
montos que el erario federal deja de recaudar por con-
cepto de tasas diferenciadas en diversos impuestos,
exenciones, subsidios y créditos fiscales, condonacio-
nes, facilidades administrativas, estímulos fiscales, de-
ducciones autorizadas, tratamientos y regímenes espe-
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ciales establecidos en distintas leyes en materia tribu-
taria federal.

Desde el año 2014, se adicionaron tres nuevos rangos
a la tarifa prevista por el artículo 152 de la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta, considerando una tasa de im-
puesto progresiva hasta llegar al 35%.

Sin embargo, los niveles de la tarifa en vigor no son
adecuados, puesto que se ubican por debajo del pro-
medio que aplican los países miembros de la Organi-
zación para la Cooperación y el Desarrollo Económi-
co, donde en promedio la tasa marginal máxima es de
42.6%.

Actualmente, nuestro país se encuentra en una crisis
ante la falta de ingresos tributarios, por lo que, la in-
tención es no aumentar la tarifa a las personas físicas
que obtienen ingresos hasta setecientos cincuenta mil
pesos, sino que el incremento debe hacerse en el ran-
go de quienes obtienen mayores ingresos, en forma
proporcional y progresiva.

Así, una tarifa es proporcional cuando se señala un
tanto por ciento fijo, cualquiera que sea el valor de la
base, de tal manera que, para aumentos sucesivos, co-
rresponden incrementos proporcionales en relación
con el valor gravado; y una tarifa es progresiva cuan-
do se incrementa al aumentar la base.

Por ello, esta iniciativa propone reformar la tasa men-
sual y la tasa anual, contenidas en los artículos 96 y
152 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, para que
sean acordes al principio de proporcionalidad tributa-
ria, porque si bien generan un impacto diferenciado, la
distinción realizada en esta propuesta permitirá que el
cobro del tributo se aproxime en mayor medida a la
capacidad del contribuyente, gracias a una tabla con
categorías, cuyo criterio de segmentación obedece al
aumento de la base gravable, además cada una está de-
finida por un límite mínimo y otro máximo, con una
cuota fija para el límite inferior y una tasa aplicable so-
bre el excedente. La utilización de este mecanismo
permite una cuantificación efectiva del tributo que as-
ciende proporcionalmente tanto entre quienes integran
una misma categoría como entre aquellos que se ubi-
quen en las restantes.

Las indicadas tarifas, estructuradas con rangos deter-
minados según el monto total de ingresos, una cuota

fija y una tasa para aplicarse sobre el excedente del lí-
mite inferior, están conforme al principio de propor-
cionalidad tributaria contenido en el artículo 31, frac-
ción IV, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, ya que de su aplicación se adverti-
rá que es progresiva, pues la diferencia entre un rango
y otro se compensa con la cuota fija establecida en la
tabla sobre el excedente del límite inferior, con lo que
se evita que el impuesto relativo se eleve despropor-
cionadamente. 

En ese tenor, el aumento en el parámetro de medición
de la base gravable, que provoca un cambio de rango,
al rebasar el límite superior y quedar comprendido en
el siguiente, conduce a que a quien se beneficie con
mayores ingresos tenga mayor carga tributaria, pues
conforme aumenta el ingreso incrementa la alícuota a
pagar, esto es, tal incremento en el impuesto a pagar
no genera una proporción mayor a la que tiene lugar en
el renglón inferior, por un aumento de la misma cuan-
tía de la base gravable.

En este sentido, la iniciativa plantea aumentar la pro-
gresividad del impuesto y lograr que las personas físi-
cas que obtengan ingresos a partir de un millón sete-
cientos cincuenta mil, en adelante, se ubiquen en los
extremos superiores de los tres últimos deciles de in-
gresos, y contribuyan en mayor medida al financia-
miento del gasto público, logrando que la tributación
sea más justa y equitativa.

Por esta razón, la iniciativa propone que las personas
físicas cuyos ingresos sean mayores a un millón sete-
cientos cincuenta mil pesos anuales, deberán determi-
nar el Impuesto Sobre la Renta aplicando el treinta y
seis por ciento sobre el excedente del límite inferior. A
partir de este rango de ingreso, la tarifa va en aumen-
to, hasta llegar al cuarenta por ciento, que deberán
aplicar aquellas personas que obtengan tres millones
doscientos mil pesos en adelante.

Con esta medida, se pretende corregir la falta de pro-
gresividad que prevalece hoy en día, debido a que las
tarifas que actualmente están vigentes en los artículos
96 y 152 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, por lo
que hace al porcentaje para aplicarse sobre el exce-
dente del límite inferior, aumentan del 30% al 35%,
sin embargo, los rangos que están ubicados en los lí-
mites inferior y superior, no siguen esa progresividad,
por lo que son desproporcionales, pues a partir de se-
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tecientos cincuenta mil pesos se proyecta el rango sin
una lógica.

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71 fracción II, y 74, frac-
ción IV, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y de los artículos 6°, numeral 1, frac-
ción I, 77 numerales 1 y 4, y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados del Reglamento de la Cámara de
Diputados, el suscrito, Diputado Francisco Martínez
Neri, Coordinador General del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, someto a
consideración de esta Soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de

Decreto por el que se reforman las tarifas conteni-
das en los artículos 96 y 152 de la Ley del Impues-
to sobre la Renta

Único. Se reforman las tarifas contenidas en los artí-
culos 96 y 152 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta,
para quedar como sigue:

Artículo 96. …

…

…

…

…

…

…

…

Artículo 152. …

…

…

I. …

II. …

…

…

Artículo transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 Ente auditado: Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Ingre-

sos Públicos Presupuestarios, Gastos Fiscales y Precios y Tarifas

del Sector Energético. Auditoría Financiera y de Cumplimiento:

14-0-06100-02-0085. GB-042

2 Es el producto social generado que toma el Estado, mediante los

impuestos federales, así como los derechos, productos y aprove-

chamientos para cumplir con sus funciones.

Palacio Legislativo, a 14 de septiembre de 2016.

Diputado Francisco Martínez Neri (rúbrica)
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QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 422 DEL CÓDIGO PENAL FE-
DERAL, SUSCRITA POR EL DIPUTADO JESÚS SESMA SUÁ-
REZ E INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PVEM

Quienes suscriben, diputado Jesús Sesma Suárez y Di-
putados Federales del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico, en la LXIII Legislatura del Honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, sometemos a la consideración
de esta soberanía, la presente iniciativa con proyecto
de decreto por el que  se adicionan los párrafos segun-
do y tercero al artículo 422 del Código Penal Federal,
al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

A más de una década de la aparición de las primeras dis-
posiciones legales en materia ambiental, el gobierno fe-
deral ha puesto especial atención al diseño e implemen-
tación de políticas públicas encaminadas a la protección
de los recursos naturales existentes en nuestro país; di-
chas políticas están sustentadas en diferentes preceptos
jurídicos que cada día se encuentran más especializados,
tan es así que nuestra propia Constitución hoy señala
nuestro derecho humano a un medio ambiente sano, lo
que sin duda establece bases sólidas para conformación
de nuevos cuerpos normativos que garanticen la adecua-
da protección y defensa de este derecho.

El origen de dichas disposiciones legales siempre ha
tenido un enfoque preventivo, cuyo objetivo claro es la
preservación de nuestros recursos naturales, sin em-
bargo, ello no ha sido suficiente para lograr su ade-
cuada protección.

El deterioro de los ecosistemas sin duda se debe a la
intervención negativa del hombre y a ello debe poner-
se un alto inmediato, desafortunadamente no se ha lo-
grado generar una consciencia colectiva de respeto y
compromiso por el cuidado al medio ambiente, segui-
mos observando la indiferencia y en el peor de los ca-
sos, la intencionalidad de las personas para dañar a
nuestro medio natural.

Debido a ello, se han tenido que diseñar acciones que
desincentiven dichas prácticas a través de la creación

de sanciones -de primera instancia- de carácter admi-
nistrativo, lo que no ha evidenciado resultados favora-
bles para el objetivo perseguido.

Virtud a ello, se ha hecho necesario escalar dichas san-
ciones a la materia penal y ello no es más que una me-
dida urgente para poner un alto a la creciente tasa de ac-
ciones que constituyen un delito en materia ambiental.

Paralelo a ello fue necesaria la creación de una unidad
especializada en la investigación de delitos ambienta-
les, adscrita a la propia Procuraduría General de la Re-
pública, misma que a través de sus Agentes del Minis-
terio Público de la Federación se encarga de
representar a la sociedad en la investigación y persecu-
ción de delitos del fuero federal en materia ambiental.

Para que esta institución y las diferentes autoridades
ambientales puedan ejercer debidamente sus funcio-
nes, el marco legal ha tenido que ser modificado aten-
diendo a las crecientes necesidades respecto la protec-
ción de los recursos naturales.

Dichas modificaciones son producto de un trabajo na-
da reciente, ejemplo de ello son las modificaciones del
6 de febrero del 2002, al Código Penal Federal en ma-
teria de delitos contra el ambiente, así como diversas
adiciones al Código de Procedimiento Penales, con el
objeto de calificar como delitos graves ciertas hipóte-
sis de los delitos contra del ambiente contenidos en el
Título Vigésimo Quinto del Código Penal Federal.

Dichas modificaciones obedecen a que frecuentemen-
te la comisión de estos delitos van acompañadas de ac-
ciones que pueden ser consideradas agravantes en
equivalencia a la ejecución de otros delitos ya con-
templados dentro de dichos Códigos.

Atendiendo a esta distinción plasmada en la norma, se
considera importante que se distingan aquellas con-
ductas que deben tener un tratamiento especial frente
a aquellas que constituyen la generalidad de los delitos
contra el ambiente procesadas por el sistema penal de
manera cotidiana.

No obstante, dicha distinción se disuelve ante la entra-
da en vigor del Código Nacional de Procedimientos
Penales, ya que la anterior calificación de delitos gra-
ves es sustituida por el listado de delitos que merecen
prisión preventiva de oficio.
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Consideramos pertinente la conservación del referido
listado, ya la intención de la presente iniciativa no es
modificarla, sino recuperar y conservar la distinción
de delitos graves mediante el incremento de la punibi-
lidad en su parámetro inferior que actualmente esta-
blece un año de prisión, para elevarla en dos años de
pena privativa de la libertad adicionales, sin que ello
represente un aumento en la pena máxima de tres años
vigente.

Lo anterior, atendiendo a que delitos como los relacio-
nados a las actividades tecnológicas y peligrosas, así
como los cometidos contra la biodiversidad van en au-
mento; por lo que se considera que el incremento a la
pena mínima contemplada en el artículo 422 del Códi-
go Penal Federal, representa una vía idónea para des-
incentivar acciones dolosas que atentan en contra del
equilibrio ecológico, al tiempo de lograr la preserva-
ción de los recursos naturales referidos y consecuente-
mente, la protección a nuestro derecho al medio am-
biente sano.

En mérito de lo fundado y motivado, someto a la con-
sideración de esta Honorable Asamblea, la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan los párrafos segun-
do y tercero al artículo 422 del Código Penal Fede-
ral

Único. Se adicionan los párrafos segundo y tercero
del artículo 422 del Código Penal Federal, para quedar
como sigue:

Artículo 422. …

La pena mínima de prisión se aumentará en dos
años cuando se trate de la comisión dolosa de los
delitos previstos en los artículos 414 párrafo pri-
mero, 415 fracción I, así como 416 párrafo prime-
ro, cuando se trate de personas que realicen las ac-
tividades previstas en dichos preceptos en
cantidades anuales iguales o superiores a 10 tonela-
das en peso bruto total o su equivalente en otra uni-
dad de medida. 

El incremento previsto en el párrafo anterior será
aplicable para el caso de los delitos previstos en los
artículos 418 fracciones I y III cuando se trate de
remoción de vegetación en superficies superiores a

mil metros cuadrados, 418 fracción II cuando se
trate de asociación delictuosa y el volumen del de-
rribo, de la extracción o de la tala exceda de dos
metros cúbicos de madera, 419 cuando se transpor-
ten recursos forestales en cantidades superiores a
quince metros cúbicos o su equivalente, 420 cuando
se trate de asociación delictuosa, y 420 Bis fracción
I cuando se trate de superficies superiores a mil
metros cuadrados y fracción II cuando el daño sea
superior a doscientos metros cuadrados de un arre-
cife.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los 14 días del mes de septiembre de 2016.

Diputados: Jesús Sesma Suárez (rúbrica), Arturo Álvarez Angli,

Jorge Álvarez López, Rosa Alicia Álvarez Piñones, José Antonio

Arévalo González, Alma Lucía Arzaluz González, Luis Ignacio

Avendaño Bermúdez, María Ávila Serna, Omar Noé Bernardino

Vargas, Paloma Canales Suárez, Jesús Ricardo Canavati Tafich,

Juan Manuel Celis Aguirre, Lorena Corona Valdés, José Alberto

Couttolenc Buentello, Sharon María Teresa Cuenca Ayala, Sasil

Dora Luz de León Villard, Daniela de los Santos Torres, Andrés
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Fernández del Valle Laisequilla, Evelyng Soraya Flores Carranza,

Sara Paola Galico Félix Díaz, José de Jesús Galindo Rosas, Jorgi-

na Gaxiola Lezama, Sofía González Torres, Yaret Adriana Gueva-

ra Jiménez, Leonardo Rafael Guirao Aguilar, Javier Octavio He-

rrera Borunda, Jesús Gerardo Izquierdo Rojas, Lía Limón García,

Mario Machuca Sánchez, Virgilio Mendoza Amezcua, Cándido

Ochoa Rojas, Emilio Enrique Salazar Farías, José Refugio Sando-

val Rodríguez, Adriana Sarur Torre, Miguel Ángel Sedas Castro,

Édgar Spinoso Carrera, Wendolín Toledo Aceves, Francisco Al-

berto Torres Rivas, Diego Valente Valera Fuentes, Claudia Villa-

nueva Huerta, Enrique Zamora Morlet.

QUE ADICIONA LOS ARTÍCULOS 260 BIS Y 260 TER DEL

CÓDIGO PENAL FEDERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA

NORMA EDITH MARTÍNEZ GUZMÁN, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PES

La que suscribe, diputada Norma Edith Martínez Guz-
mán, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Encuentro Social en la LXIII Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta asamblea
iniciativa con proyecto de decreto por el que se adi-
ciona el artículo 260 bis y 260 ter del Código Penal Fe-
deral, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Las tecnologías de la información y la comunicación
(TIC) desde hace décadas son de vital importancia en
la transformación de nuestra sociedad, las cuales están

cambiando el modo en que las personas en general vi-
ven y enfrentan la nueva forma de comunicar y comu-
nicarse. En especial, la generación de nuevos patrones
de comportamientos a través de estos medios.

Las llamadas TIC no podemos considerar que sean
buenas o malas en la vida de las personas. Si bien, in-
fluyen de manera positiva en el desarrollo de investi-
gaciones, trabajo, aprendizaje, participación, entrete-
nimiento y conocimientos que nos acercan a bienes y
servicios, así también, influyen de manera negativa,
dado que nos han hecho dependientes tecnológicos,
descuidando diversas facetas de nuestras vidas que en
ocasiones se han vuelto una amenaza particularmente
para los menores de edad, por lo cual, hoy se respalda
la urgencia de legislar en esta materia.

La propuesta tiene por objetivo establecer en nuestro
marco jurídico instrumentos legales que hagan frente a
los delitos que emergen por el mal uso de las tecnolo-
gías de la comunicación y de la información y que van
principalmente en contra de nuestros niños 

Se conoce que “Las tecnologías de información y co-
municaciones (TIC), es un término que contempla to-
da forma de tecnología usada para crear, almacenar,
intercambiar y procesar información en sus varias for-
mas, tales como datos, conversaciones de voz, imáge-
nes fijas o en movimiento, presentaciones multimedia
y otras formas, incluyendo aquéllas aún no concebi-
das. En particular, las TIC están íntimamente relacio-
nadas con computadoras, software y telecomunicacio-
nes.”

Entre estos peligros que trascienden los límites de la
intimidad y la libertad encontramos el acoso, el abuso
sexual, la trata y la pornografía contra nuestros niños.
De acuerdo al documento “La seguridad de los niños
en línea: Retos y Estrategias Mundiales del Fondo pa-
ra la Infancia de las Naciones Unidas (Unicef), señala
que “Se estima que el número de imágenes de abusos
sexuales infantiles en Internet asciende a millones y el
número de niños filmados o fotografiados es, proba-
blemente, de decenas de miles”, además de que “En
2010, la Internet Watch Foundation (IWF) identificó y
tomó medidas contra aproximadamente 16.700 casos
de abusos sexuales contra niños en distintas páginas
web de todo el mundo en comparación con aproxima-
damente 10.600 dominios (URL) en páginas o sitios
de Internet detectados en 2006.”
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Como sabemos se han venido empleando diversos tér-
minos (anglicismos) llamados cyberbullying, ciber

acoso, happy slapping, sexting y grooming, entre
otros, conductas violentas a través de las TIC que aten-
tan contra los derechos de los niños y adolescentes, los
dos últimos, estos implican elementos de carácter se-
xual.

La tecnología de la información y comunicación se en-
cuentra principalmente relacionada con las computa-
doras, tabletas electrónicas y los teléfonos inteligentes
e internet, a través de llamadas telefónicas, servicio de
mensajes, correos electrónicos, de las redes sociales
como Facebook, Twitter e Instagram, de los programas
de mensajería instantánea como lo es el WhatsApp,
entre otros.

La utilización negativa de estos medios para abusar,
burlar, ultrajar, amenazar, insultar, denigrar, ejercer
violencia sistemática, acosar incluso para extorsionar
han crecido de forma exponencial. Diversas prácticas
como fotomontaje, agresión verbal directa e indirecta,
difamación, violación de la intimidada través de la di-
fusión de fotos por parte de conocidos o supuestos
amigos, “ha generado en la sociedad una alarma por la
facilidad que internet ofrece para la comisión de deli-
tos vinculados contra la indemnidad sexual de los me-
nores…se ha planteado la necesidad de incorporar ti-
pos penales que protejan su libertad o indemnidad
sexual (Informe Defensor del Pueblo, 2010).”

Por ejemplo, por el denominado ciberacoso se han he-
cho públicos casos donde niños han sufrido este tipo
de violencia sistemática llegando incluso al suicidio,
al haber sido expuestos a través de videos e imágenes
privadas que los denigran, poniéndolos bajo el escruti-
nio público sin que hasta el momento existan penali-
dades al respecto.

En lo que respecta al denominado sexting “se compo-
ne de dos palabras sex (sexo) y texting (envío de men-
sajes de texto vía SMS desde teléfonos móviles-en un
inicio-, ahora es el envío de mensajes de datos en for-
mato de texto, imagen, video, etcétera). Según el Ins-
tituto Nacional de Tecnologías de la Comunicación, el
sexting consiste en la difusión o publicación de conte-
nidos (principalmente fotografías y videos) de tipo se-
xual producidos por el propio remitente, utilizando pa-
ra ello el teléfono móvil o cualquier otro dispositivo
tecnológico.

Respecto al grooming se define como “el conjunto de
estrategias que una persona adulta desarrolla para ga-
narse la confianza del menor a través del Internet con
el fin último de obtener concesiones de índole sexual.”
“La captación de niños en línea (denominada groo-
ming) es el proceso por el cual un individuo, por me-
dio de Internet, trata de ganarse la amistad de un me-
nor de edad con fines sexuales, a veces mediante
cámaras web que permiten “compartir” la explotación
sexual entre las redes de delincuentes sexuales, y a ve-
ces llega incluso a reunirse físicamente con el menor
para perpetrar el abuso sexual,”

En materia legislativa relativa a las TIC, nuestro país
apenas comienza a dar los primeros pasos en esta ma-
teria, ya que falta por realizar reformas tendentes para
tipificar este tipo de delitos que van en aumento.

El Convenio del Consejo de Europa, donde México
participa como observador desde el 1° de diciembre de
1999, relativo a la protección de niños contra la explo-
tación sexual y el abuso sexual del 25 de octubre de
2007, estableció en su artículo 23, que:

“Cada Parte adoptará las medidas legislativas o
de otro tipo que sean necesarias para tipificar co-
mo delito el hecho de que un adulto, mediante las
tecnologías de la información y la comunicación,
proponga un encuentro a un niño que no haya al-
canzado la edad fijada en aplicación del apartado
2 del artículo 18 con el propósito de cometer con-
tra él cualquiera de los delitos tipificados con
arreglo al apartado 1.a del artículo 18 o al aparta-
do 1.a) del artículo 20, cuando a dicha proposi-
ción le hayan seguido actos materiales conducen-
tes a dicho encuentro”, es decir, cuando un adulto
tenga como finalidad llevar a cabo actividades
sexuales con un menor de edad, esta sea penali-
zada.

Según un estudio de 2010 del “Centre for Missing &

Exploited Children:

• Sólo 45 de los 196 países analizados tenía legisla-
ción suficiente para combatir los delitos de imáge-
nes de abuso infantil.

• 89 países no tenían legislación en absoluto acerca
de la pornografía infantil.
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• De los que sí la tenían, 52 no definían lo que era
la pornografía infantil.

• De los que tenían legislación sobre pornografía in-
fantil, 18 no tenían en cuenta los delitos relaciona-
dos con los ordenadores.

• De los que tenían legislación sobre pornografía in-
fantil, 33 no crimilizaban la posesión de la porno-
grafía infantil, sin tener en cuenta la intención de
distribuirla.”

El siguiente cuadro nos da cuenta de algunos de los
países que han legislado en la materia:

Con relación a otros países, España tipifico en su Có-
digo Penal el denominado grooming, a partir de la re-
forma a su Ley Orgánica 5/2010, que introduce el ar-
tículo 183 ter, el cual podemos observar atiende el
artículo del Convenio del Consejo de Europa, estable-
ciendo que quien contacte con un menor de dieciséis
años y proponga concertar un encuentro con el mismo
a fin de cometer cualquiera de los delitos previstos en
su artículo 183, relativos a los abusos y agresiones se-
xuales a menores de dieciséis años, será sancionado
con cárcel o multa.

En el caso de Costa Rica encontramos que se presentó
un proyecto denominada Ley Especial para la Protec-
ción de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia
frente a la Violencia y el Delito en el Ámbito de las
Tecnologías de la información y la Comunicación y
Reformas al Código Penal, el cual tiene como objetivo
garantizar protección de los derechos de la niñez y la
adolescencia frente a los riesgos en el ámbito de las
tecnologías de la información y la comunicación.
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En la siguiente tabla se hace una referencia al respec-
to, constatando que ambos países atienden el artículo
23, antes mencionado:

España

Código Penal

Capítulo II Bis
De los abusos y agresiones sexuales a menores de
dieciséis años.

Artículo 183 ter. 

1. El que a través de internet, del teléfono o de cual-
quier otra tecnología de la información y la comu-
nicación contacte con un menor de dieciséis años y
proponga concertar un encuentro con el mismo a fin
de cometer cualquiera de los delitos descritos en los
artículos 183 y 189, siempre que tal propuesta se
acompañe de actos materiales encaminados al acer-
camiento, será castigado con la pena de uno a tres
años de prisión o multa de doce a veinticuatro me-
ses, sin perjuicio de las penas correspondientes a los
delitos en su caso cometidos. Las penas se impon-
drán en su mitad superior cuando el acercamiento se
obtenga mediante coacción, intimidación o engaño.

2. El que a través de internet, del teléfono o de cual-
quier otra tecnología de la información y la comu-
nicación contacte con un menor de dieciséis años y
realice actos dirigidos a embaucarle para que le fa-
cilite material pornográfico o le muestre imágenes
pornográficas en las que se represente o aparezca un
menor, será castigado con una pena de prisión de
seis meses a dos años.

Costa Rica

Proyecto de ley 

Ley Especial para la Protección de los Derechos
de la Niñez y la Adolescencia Frente a la Violen-
cia y el Delito en el Ámbito de las Tecnologías de
la Información y la Comunicación y reformas al
Código Penal

Título II 
De los Delitos 

Capítulo I 
Delitos contra la Indemnidad Sexual de las Per-
sonas Menores de Edad, Cometidos a Través de
Tecnologías de la Información y la Comunica-
ción

Artículo 3. Contacto de personas menores de
edad a través de tecnologías de la información y
la comunicación con fines sexuales. 

Quien a través de tecnologías de la información y la
comunicación, contacte con una persona menor de
edad o incapaz con el fin de cometer cualquiera de
los delitos descritos en el título correspondiente a
los delitos sexuales del Código Penal, o de obtener
fotos o videos de la persona menor de edad en acti-
vidades sexuales explícitas o mostrando sus partes
genitales o desnudo, será castigado con la pena de
prisión de seis (6) meses a dos (2) años, o hasta cien
(100) días multa, sin perjuicio de las penas corres-
pondientes a los delitos en su caso cometidos. 

La pena de prisión se aumentará de dos (2) a tres (3)
años o hasta doscientos (200) días multa, cuando el
contacto se realice mediante, coacción, intimida-
ción, amenaza, engaño o seducción, sin perjuicio de
las penas correspondientes a los delitos en su caso
cometidos. 

Si con el fin de cometer este delito, el autor se hace
pasar por una persona menor de edad para ganar la
confianza de la víctima, la pena de prisión será de
dos (2) a cuatro (4) años o hasta trescientos (300)
días multa.

Podemos observar que ambos países determinan es-
ta la conducta delictiva, lo que cierra la puerta a es-
tos ilícitos que se cometen a través de las TIC. El
derecho a la intimidad y a su protección es un dere-
cho consagrado a nivel mundial, en nuestros tiem-
pos por las nuevas tecnologías de la comunicación
y la información que han vuelto más vulnerables.

El abuso sexual, la explotación infantil, la porno-
grafía y la trata de personas, a través de las tecnolo-
gías de la información y la comunicación se han
convertido en reclutadoras en las redes sociales, al
invitar y aceptar supuestos amigos inexistentes de
los niños, quienes muchos son pedófilos activos en
la red, por lo que fácilmente ingresan a estos ilíci-
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tos. “En 2002, la OMS estimó que 150 millones de
niñas y 73 millones de niños menores de 18 años
experimentaron relaciones sexuales forzadas u otras
formas de violencia sexual con contacto físico (Es-
tudio de las Naciones Unidas sobre la violencia
contra los niños).”

De acuerdo al INEGI, con “Estadísticas a propósito
del… día mundial del internet” 2015:

• Al 2014, el 44.4 por ciento de la población de Mé-
xico de seis años o más, se declaró usuaria de Inter-
net.

• El acceso a las tecnologías digitales es predomi-
nante entre la población joven del país: de los 12 a
los 17 años, el 80% se declaró usuaria de Internet en
el 2014. Entre los niños de 6 a 11 años, el acceso es
igualmente significativo (42.2%) y es de esperar
que crezca con rapidez.

• Por lo que se refiere a los lugares de acceso, poco
más de la mitad de los usuarios de Internet usan los
servicios de la red desde el hogar (aproximadamen-
te 56.8%), mostrando una tendencia creciente por
este lugar de uso.

Pero lo preocupante es, que quienes usan más el inter-
net son los niños y jóvenes ya que comprenden el 79.9
del grupo de edad de 12 a 17 años y 42. 2, de 6 a 11
años, quienes se encuentran desprotegidos en su gran
mayoría, ya que como se mencionó anteriormente el
uso de las TIC facilita el anonimato del agresor y co-
mo consecuencia dificulta que tal conducta sea casti-
gada, al estar el acosador detrás de una computadora,
dándole oportunidad a que dicha conducta, desde cual-
quier lugar, posiblemente por largo tiempo

Con datos del estudio “Comprensión del uso de las
Tics por niños/as y adolescentes” realizado por End
Child Prostitution, Child Pornography and Trafficking
of Children for Sexual Purposes (ECPAT) el 70% de
los niños/as en los cinco países dicen usarlos princi-
palmente para comunicarse con sus padres. También
los usan para hablar con sus amigos/as (61%), enviar
SMS (58%) y escuchar música (56%). Además, el
15% de los niños/as entrevistados/as mencionan usos
relacionados con Internet, como navegar, chatear y
descargar archivos. Este porcentaje aumenta hasta el
15% en el caso de Guatemala.

El mismo estudio señala que “El 30% de los niños/as
entrevistados/as intercambia fotografías de ellos/as
mismos/as a través de sus teléfonos celulares, y el 20%
intercambia fotografías de otras personas.”

Además de que “El 65% de los niños/as mexicanos/as
y el 45% de los guatemaltecos/as y peruanos/as han le-
ído directrices de seguridad en Internet, pero sólo el
20% de los niños/as chilenos/as y uruguayos/as lo han
hecho.”

Y concluyen que “Prevenir que los niños/as participen
en actividades peligrosas en línea es poniendo barreras
a su participación en estas actividades, en forma de fil-
tros, normas, leyes o de la falta de disponibilidad de
servicios específicos.” En cuanto a la edad, las pruebas
sugieren que los menores de edad en mayor peligro de
ser manipulados psicológicamente con fines sexuales
son los adolescentes, en especial las niñas.

Es una realidad, que si bien las nuevas tecnologías de
la información son básicas para el desarrollo del ser
humano, en un momento de evoluciones tecnológicas
rápidas, también lo es, el impacto que tiene cuando no
es usada para los fines establecidos.

La brecha digital garantía del acceso y la conectividad,
pero es necesario construir una sociedad de la infor-
mación orientada al desarrollo personal y no como un
medio para violentar a otras personas. Su fin debería
ser el de crear, consultar, utilizar y compartir la infor-
mación, el conocimiento, buscando el bienestar del ser
humano.

Si bien es cierto, el Estado mexicano durante las dos
últimas décadas ha emprendido políticas públicas con
la finalidad de erradicar la violencia en todos los ám-
bitos, hace falta trabajar en esta área enfocada a las
TIC, legislando para tipificar los delitos derivados del
uso de ellas. Nos alarma que “No hay información so-
bre el número de individuos (según las investigacio-
nes, en su mayoría de sexo masculino) que están cap-
tando niños en línea. Incluso señalan que uno de los
datos es que “En muchos países, esta actividad todavía
no está tipificada como delito penal, por lo cual no
existen registros relacionados con dicho comporta-
miento”

A través de las tecnologías de la información y la co-
municación se ha desarrollado más ampliamente la li-
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bertad de expresión como uno de los derechos más im-
portantes para la humanidad, pero esto también ha per-
mitido que este derecho sea uno de los más abusados,
permitiendo un ataque abierto no solo a este sino a
otros derechos fundamentales como lo es el derecho a
la intimidad.

Para la actual propuesta es importante destacar que se
ha tomado en cuenta el Convenio del Consejo de Eu-
ropa, sobre la protección de niños contra la explota-
ción sexual y el abuso sexual, específicamente el artí-
culo 23, a su vez la legislaciones existentes como lo es
España y el proyecto de Costa Rica.

Como legisladores, es nuestro compromiso proteger
en todo momento a nuestros niños, legislando sobre un
tema de una gran relevancia, al poner límites para los
abusadores a través de la TIC. Y es, a través del dere-
cho penal que podemos protegerlos brindando las he-
rramientas para que se pueda actuar legalmente ante
los vacíos existentes, buscando en todo momento tute-
lar sus derechos más fundamentales.

Por lo expuesto y motivado someto a consideración de
esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que adiciona los artículos 260 Bis y 260 Ter
del Código Penal Federal

Único. Se adicionan los artículos 260 Bis y 260 Ter
del Código Penal Federal, para quedar como sigue

Artículo 260 Bis. Quien a través de las tecnologías
de la información y la comunicación, contacte con
personas menores de dieciocho años, o de personas
que no tienen capacidad para comprender el signi-
ficado del hecho o de personas que no tienen capa-
cidad para resistirlo, con el fin de cometer cual-
quiera de los delitos previstos en el presente
capitulo, siempre que tal propuesta se acompañe de
los elementos de prueba, se le impondrá prisión de
siete a doce años, sin perjuicio de las penas corres-
pondientes a los delitos en su caso cometidos.

Artículo 260 Ter. Quien a través de las tecnologías
de la información y la comunicación contacte con
personas menores de dieciocho años, o de personas
que no tienen capacidad para comprender el signi-
ficado del hecho o de personas que no tienen capa-
cidad para resistirlo, con el fin de que mediante el

engaño, intimidación, amenaza, violencia, seduc-
ción o cualquier otra presión, obtenga fotos y/o vi-
deos mostrando sus partes íntimas, desnudo, en ac-
tividades sexuales explicitas o implícitas, se le
impondrá prisión de siete a doce años, sin perjuicio
de las penas correspondientes a los delitos en su ca-
so cometidos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 14 de septiembre de 2016.

Diputada Norma Edith Martínez Guzmán (rúbrica)

DE DECRETO, PARA EMITIR UNA MONEDA CONMEMORATI-
VA POR EL CENTENARIO DE LA FUNDACIÓN DE LA CONFE-
DERACIÓN DE CÁMARAS NACIONALES DE COMERCIO,
SERVICIOS Y TURISMO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXI-
CANOS, A CARGO DEL DIPUTADO JORGE ENRIQUE DÁVILA

FLORES, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

El que suscribe, Jorge Enrique Dávila Flores, diputado
Federal de la LXIII Legislatura, a nombre del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal, en ejercicio de la facultad que me otorga el artícu-
lo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y los artículos 6, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de este pleno la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el cual se crea
la emisión de una moneda conmemorativa por el
centenario de la fundación de la Confederación de
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Cámaras Nacionales de Comercio, Servicios y Tu-
rismo de los Estados Unidos Mexicanos (Concana-
co Servytur). 

I. Antecedentes

El surgimiento de la Confederación de Cámaras Na-
cionales de Comercio, Servicios y Turismo de los Es-
tados Unidos Mexicanos es un hecho de particular re-
levancia, tanto para las actividades que esta
institución representa, como para la historia misma de
nuestro país.

El surgimiento de las Cámaras en México, se remonta
al siglo XVIII.1 Las Cámaras de Comercio formal-
mente se fundan a finales del siglo XIX. Entre las Cá-
maras Nacionales de Comercio más antiguas, destacan
la de la Ciudad de México, cuya fundación se realizó
el 27 de agosto de 1874, posteriormente surgieron va-
rias en ciudades importantes.

El 12 de junio de 1908, surge la primera ley de Cáma-
ras Nacionales de Comercio, dicho ordenamiento fue
expedido por el entonces Presidente de la República
General Porfirio Díaz. Y es así como las Cámaras de
comercio fueron en su origen y en sus distintas sedes,
notable baluarte y la única autoridad civil que preva-

leció y dio certeza a la escasa, pero necesaria actividad
económica de abasto de productos para satisfacer la
demanda de la población; el inicio de una etapa deter-
minante, sentando las bases para lo que después formó
Concanaco Servytur.

En 1917, aunque la paz en México se había alcanza-
do, existían momentos de quebranto económico e in-
quietudes internacionales –reflejo de la Primera Gue-
rra Mundial- y era necesario unir fuerzas para
emprender la obra de rescate y rehabilitación; momen-
to de trascendencia, porque las autoridades mexicanas
demandan la intervención de la iniciativa privada en
un amplio intento de lograr que la producción y la dis-
tribución de bienes pudieran superarse por encima de
todo desajuste y es así como la labor de las Cámaras
de Comercio y su valioso desempeño en diversas fun-
ciones públicas y sociales, sirvieron como anteceden-
te que el gobierno quiso aprovechar.

Durante el Primer Congreso Nacional de Comercian-
tes, con la participación de 42 Cámaras, se aprobó la
constitución de la Confederación de Cámaras Nacio-

nales de Comercio formalizándose su fundación el 3
de noviembre de 1917. Es por ello que se cumplirán
cien años de tener como precepto principal: “represen-
tar genuina y legalmente los intereses generales del
comercio para impulsar su desarrollo”.

Una cadena de eventos trascendentes ha distinguido a
las Cámaras de Comercio y a la Confederación, al gra-
do que a esta institución en 1919, las autoridades le so-
licitaron y le dieron el voto de confianza, para que an-
te la falta de moneda circulante confiable pudiera
respaldar la emisión de vales para el intercambio de
mercancías, comprobando la seriedad y fortaleza de
estas instituciones. En medio de la turbación que el pa-
ís vivía y ante las dificultades de gobernabilidad; la
unión de los comerciantes representó amplio sentido
de solidaridad con la entereza de afrontar estas situa-
ciones críticas en momentos en que muchas fuerzas
disgregaban.

El 27 de agosto de 1936 se publica la Ley de Cámaras
de Comercio e Industria, que estableció la filiación
obligatoria de empresarios y comerciantes a las Cáma-
ras y fusionó a las Cámaras de Comercio e Industria en
una sola, además de otorgarles el carácter de institu-
ciones autónomas y de carácter público; y en 1941 la
Confederación adoptó su forma actual y separó en dos
instituciones distintas a la industria y al comercio. El
20 de enero de 2005 se publica la Nueva Ley de Cá-
maras Empresariales y sus Confederaciones, que es la
que rige actualmente.

II. Exposición de Motivos

Actualmente Concanaco Servytur México:

• Es el organismo empresarial más grande y mejor
vertebrado del país, ya que tiene confederadas a
254 Cámaras y más de 650 Delegaciones con pre-
sencia en más de 900 ciudades del País, que pro-
mueven, defienden y representan a más de 676 mil
empresas del Comercio Organizado, los Servicios y
el Turismo Nacional.

• La participación de los sectores representados por
la Concanaco Servytur asciende a 52.5% del total
de la economía.

• Representa el 72 por ciento de su participación en
el empleo formal en México.
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• Es por Ley, órgano de consulta y colaboración de
las autoridades federales, estatales y municipales en
todos aquellos asuntos relacionados con el Comer-
cio, los Servicios y el Turismo.

• Actúa como un cuerpo gremial de representación
y defensa de los intereses de sus sectores. Sirviendo
de cauce de comunicación entre empresas y autori-
dades, representando los intereses generales de las
actividades empresariales de Comercio, los Servi-
cios y el Turismo ante toda clase de autoridades fe-
derales, estatales y municipales.

• Su función social es relevante; ya que al atender
los intereses de los sectores que representa, las em-
presas cumplen con la función social y económica
de ser el puente de enlace entre el productor y el
consumidor, a fin de lograr una libre, oportuna y su-
ficiente satisfacción de las necesidades humanas. 

La Confederación de Cámaras Nacionales de Comer-
cio, Servicios y Turismo de los Estados Unidos Mexi-
canos es esencial en la historia del país, a lo largo de
cien años de su creación ha trabajado arduamente pa-
ra que las acciones del Comercio en México se ape-
guen a principios éticos, promoviendo el crecimiento,
desarrollo y fortalecimiento sustentable de la econo-
mía nacional, a través del Comercio y de la libre em-
presa.

Sin duda, a través de todos estos años, en el devenir de
su vigencia Concanaco Servytur ha demostrado con
hechos el apoyo irrestricto a México y al fortaleci-
miento de su economía, en momentos históricos y sig-
nificativos de nuestro país, ha coordinado y orientado
la opinión de sus asociados en torno a los problemas
nacionales, desempeñando un papel conciliador y de
apoyo para el desarrollo y sustento de la economía na-
cional, encaminado el desarrollo y fomento del turis-
mo, buscando siempre la eficiencia y el prestigio de
sus servicios; obteniendo resoluciones adecuadas y
oportunas a los problemas que se les presentan.

La Confederación de Cámaras Nacionales de Comer-
cio, Servicios y Turismo de los Estados Unidos Mexi-
canos durante sus primeros cien años también pro-
mueve y participa en la solidaridad social, gremial del
país, contribuyendo al logro del bien común, ya que al
buscar el desarrollo de las unidades productivas que
son las empresas, trabaja no sólo por los intereses del

empresario, sino también por los del trabajador, ya que
el desarrollo de las empresas implica necesariamente
el bienestar de todos aquellos que las conforman y que
trabajan unidos, es decir, los empresarios, los trabaja-
dores y sus familias.

Concanaco Servytur, trabaja por el desarrollo inte-
gral de México con responsabilidad social en un ám-
bito de ejercicio concreto de las libertades y respeto a
la dignidad de las personas y sus derechos.

II. Consideraciones

En este sentido, 2017 será un año de profundo sentido
histórico ya que se conmemorará los 100 años de la
fundación de la Confederación de Cámaras Nacionales
de Comercio, Servicios y Turismo de los Estados Uni-
dos Mexicanos (Concanaco Servytur).

No cabe la menor duda que nos referimos a una Con-
federación que a lo largo de 100 años ha colaborado
con nuestro gobierno para lograr que el crecimiento
económico y la generación de riqueza se procuren sos-
tenidos, fomentando la eficacia competitiva de los es-
tablecimientos de comercio, servicios y turismo; con
precisión señalo los siguientes logros en pro de Méxi-
co:2

• Participación activa en el “Acuerdo Nacional por
el Turismo”

• Apoyo directo a proyectos y facilidades de acceso
a crédito a Mypimes para el mejoramiento de la ca-
lidad y generación de empleos, conservando los ya
existentes.

• Lanzamiento del principal programa de ofertas pa-
ra las familias mexicanas, que ha reactivado sana-
mente la economía nacional, protegiendo el empleo
formal: “El Buen Fin”.

• Participación activa en la creación del Instituto
Nacional del Emprendedor; así como la campaña
“Hablemos y Actuemos Bien por México”, logran-
do modificar con ello, las percepciones negativas
acerca de nuestro país y destacando grandes opor-
tunidades de inversión, turismo, negocios y recrea-
ción que se ofrecen, tanto nacionales como interna-
cionales.
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• Ha firmado Convenios de Cooperación, con el
objetivo de incentivar la promoción y el intercam-
bio turístico, de comercio exterior, de inversiones y
de la buena imagen de México y Estados Unidos.
También se firmó con la Confederación Colombia-
na de Comercio un convenio de cooperación y fo-
mento al turismo, al comercio y a las inversiones,
así como la promoción de la buena imagen de Mé-
xico y Colombia.

III. Proyecto de Decreto

El Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y el Banco
de México, se han distinguido por conmemorar los
acontecimientos históricos que han marcado el rum-
bo de la nación, la celebración de sendas institucio-
nales de fechas tan importantes tiene un significado
particular en el fortalecimiento de la memoria colec-
tiva, cada una desde su trinchera y con los instru-
mentos que están al amparo de sus competencias. Lo
anterior, de conformidad al artículo 73, fracción
XVIII, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y al artículo 3, fracción I, de la
Ley del Banco de México.

Con base a estas consideraciones expuestas, en mi ca-
lidad de Diputado Federal integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional de
la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, es que someto a la
consideración de esta Asamblea, el siguiente proyecto
de 

Decreto por el cual se crea la emisión de una mone-
da conmemorativa por el centenario de la funda-
ción de la Confederación de Cámaras Nacionales
de Comercio, Servicios y Turismo de los Estados
Unidos Mexicanos (Concanaco Servytur).

Decreto

Artículo Primero.- Se autoriza la emisión de una mo-
neda conmemorativa del Centenario de la fundación
de la Confederación de Cámaras Nacionales de Co-
mercio, Servicios y Turismo de los Estados Unidos
Mexicanos (Concanaco Servytur), de conformidad
con lo dispuesto en el inciso c) del artículo 2 de la Ley
Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos, con las
siguientes características:

Moneda bimetálica en oro y plata.

Valor nominal: Cien Pesos

Forma: Circular.

Diámetro: 34.5 mm.

Canto: liso.

Composición: núcleo de oro puro de 17.154 g. (ley
0.999)

Arillo perimétrico de plata pura de 12.015 g. (ley
0.999).

Peso: 29.169 g.

Acabado: mate-brillo.

Anverso: Al centro Escudo Nacional con relieve
escultórico

Reverso: El motivo de esta moneda será el que, de
conformidad con el artículo primero transitorio del
presente decreto, apruebe el Banco de México. Di-
cho motivo deberá ser alusivo y contener como mí-
nimo la expresión: “2017, Centenario de la funda-
ción de la Confederación de Cámaras Nacionales
de Comercio, Servicios y Turismo de los Estados
Unidos Mexicanos (Concanaco Servytur), 1917-
2017”

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. A más tardar dentro de los 30 días naturales
posteriores a la publicación del presente decreto en el
Diario Oficial de la Federación, el Banco de México
emitirá las bases y la convocatoria que se refiere a las
características de la moneda conmemorativa para su
reverso.

La Confederación de Cámaras Nacionales de Comer-
cio, Servicios y Turismo de los Estados Unidos Mexi-
canos (Concanaco Servytur), enviará al Banco de
México la propuesta del diseño del Motivo que se con-
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tendrá en el reverso de la moneda a la que se refiere el
presente Decreto, a más tardar dentro de los 30 días
naturales posteriores a su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

En caso de que la Confederación de Cámaras Nacio-
nales de Comercio, Servicios y Turismo de los Estados
Unidos Mexicanos (Concanaco Servytur) no presen-
te una propuesta del motivo indicado en este artículo,
dentro del plazo establecido en el párrafo anterior, co-
rresponderá al Banco de México realizar el diseño de
que se trate, a fin de que se contenga el reverso de la
moneda.

La moneda en comento, se acuñará a los 90 días natu-
rales posteriores a la fecha límite de entrega del dise-
ño señalado en el párrafo anterior del presente artícu-
lo.

Tercero. La moneda a que se refiere el presente de-
creto podrá acuñarse a partir de la entrada en vigor del
mismo.

Cuarto. Corresponde a la Casa de Moneda de México
realizar los ajustes técnicos que se requieran, los cua-
les deberán ser acordes con las características de la
moneda descrita en el presente Decreto.

Quinto. Corresponderá al Banco de México cualquier
derecho de propiedad industrial o intelectual derivado
de la acuñación de la moneda.

Notas

1 Historia de Concanaco Servytur. www./concanaco.

2 Informe de Actividades Concanco Servytur.

Salón de sesiones del honorable 
Congreso de la Unión, a 14 de septiembre de 2016

Diputado Jorge Enrique Dávila Flores (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 47 Y 116 DE LA LEY GE-
NERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLES-
CENTES, SUSCRITA POR EL DIPUTADO JESÚS SESMA SUÁ-
REZ E INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PVEM

Quienes suscriben, diputado Jesús Sesma Suárez y di-
putados del Partido Verde Ecologista de México, en la
LXIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en el artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, frac-
ción I; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someten a consideración de esta
soberanía la presente iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se reforma el artículo 47, adicionando un
párrafo VIII; y la fracción 15 del artículo 116 de la Ley
General de los Derechos d Niñas, Niños y Adolescen-
tes, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El Partido Verde Ecologista de México está convenci-
do que se debe contribuir al fortalecimiento nacional a
través de proveer un marco legislativo federal adecua-
do a las condiciones actuales sociales, económicas y
ambientales del país, vinculando y articulando esta ta-
rea legislativa con todos los actores que confluyen en
este sector y asegurando que las niñas, niños y adoles-
centes de México tengan satisfecho su derecho a la
prevención de los problemas de salud mental.

México ratificó la Convención sobre los Derechos del
Niño (CDN) el 21 de septiembre de 1990, reconocien-
do que todas las niñas, niños y adolescentes, sin nin-
guna excepción, tienen derechos. Asimismo, de acuer-
do con la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, la CDN forma parte del orden jurídico me-
xicano.

Como parte de los compromisos adquiridos al ratificar
la CDN, el Estado mexicano se comprometió a pre-
sentar informes ante el Comité de los Derechos del Ni-
ño de las Naciones Unidas, sobre las medidas que ha
adoptado para dar cumplimiento a las obligaciones es-
tablecidas en dicho tratado internacional.

El 19 y 20 de mayo de 2015, el Comité de los Dere-
chos del Niño, como órgano de vigilancia de la CDN,
examinó las medidas y acciones que se han llevan a
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cabo en México y, en respuesta, emitió sus Observa-
ciones Finales (CRC/C/MEX/CO/4-5) con la finalidad
de que éstas sean implementadas en concordancia con
las disposiciones y principios de la CDN, para cumplir
con el objeto de la misma: el respeto y garantía de los
derechos de niñas, niños y adolescentes.

Las oficinas en México del Alto Comisionado de las
Naciones Unidas para los Derechos Humanos (AC-
NUDH) y del Fondo de las Naciones Unidas para la
Infancia (UNICEF), como parte de sus mandatos de
divulgar el contenido de la Convención de los Dere-
chos del Niño y las actividades que desarrolla el co-
mité, presentaron observaciones finales sobre los in-
formes periódicos cuarto y quinto consolidados de
México.

El Partido Verde Ecologista de México está preocupa-
do por el bienestar físico y mental de los niños ex-
puestos a la violencia del toreo, y las actuaciones aso-
ciadas a ella, así como del bienestar mental y
emocional de los niños espectadores que están presen-
tes en dichas corridas de toros.

En ese orden de ideas el Comité de los Derechos del
Niño de la Organización de las Naciones Unidas en el
documento denominado Observaciones finales sobre

los informes periódicos cuarto y quinto consolidados

de México, en el apartado 31 de la página siete: Dere-
cho de niñas y niños a una vida libre de toda forma de
violencia.

Señala que “Aunque el comité acoge con satisfacción
los contenidos de la Ley General de los Derechos de
los Niños, Niñas y Adolescentes, en relación con la
aprobación de legislación y políticas en los niveles fe-
deral y estatal para prevenir, atender y sancionar todo
tipo de violencia contra niñas y niños, les preocupa la
efectiva implementación de estos contenidos y la pre-
valencia de la impunidad frente a casos de violencia
contra niñas y niños en el país. Además, el comité es-
tá preocupado de manera particular por el apartado d).

d) El bienestar mental y físico de niñas y niños
involucrados en entrenamiento para corridas de
toros y en actuaciones asociadas a esto, así como
el bienestar mental y emocional de los especta-
dores infantiles que son expuestos a la violencia
de las corridas de toros1.

Asimismo en el apartado 32 del citado documento se
menciona que en retrospectiva de las observaciones
generales octava (2006) sobre el derecho del niño a la
protección contra los castigos corporales y otras for-
mas de castigo crueles o degradantes y decimotercera
(2011) sobre el derecho del niño a no ser objeto de nin-
guna forma de violencia, el comité había instado al Es-
tado mexicano, parte a adoptar, a nivel federal y esta-
tal, leyes y políticas integrales para prevenir y
sancionar toda forma de violencia y proteger y asistir
a niñas y niños víctimas.

Por lo que el Partido Verde Ecologista de México coin-
cide con el comité en que el “El estado parte también
debe:

g) Adoptar medidas para hacer cumplir la pro-
hibición en lo relacionado a la participación de
niñas y niños en el entrenamiento y actuaciones
de corridas de toros como una de las peores for-
mas de trabajo infantil, y tomar medidas para
proteger a niñas y niños en su capacidad de es-
pectadores, creando conciencia sobre la violen-
cia física y mental asociada con las corridas de
toros y el impacto de esto sobre niñas y niños2.

Los tratados internacionales en materia de derechos
humanos firmados por los estados3 suelen tener tres
partes:

1. El listado de derechos que se van a reconocer o
su contenido normativo.

2. Las obligaciones del estado respecto a esos dere-
chos.

3. Una estructura “remedial” o los recursos que se
pueden intentar en caso de incumplimiento de esa
obligación (Amparo)

4. Derivado de la reforma constitucional, el estado
asume obligaciones emanadas de instrumentos in-
ternacionales en materia de derechos humanos. 

El derecho internacional reconoce cuatro tipos de obli-
gaciones por parte del estado:

1. El deber de respetar;

2. El deber de garantizar;
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3. El deber de adoptar medidas apropiadas, y;

4. El deber de establecer recursos efectivos.

Por lo que el Partido Verde Ecologista de México coin-
cide con el comité en que el “El estado parte también
debe abstenerse de vulnerar un contenido normativo
reconocido en un tratado de derechos humanos. Una
obligación de no hacer cuyo alcance es radical, su pro-
hibición absoluta, la negativa es terminante. Significa
que “los estados (…) deben abstenerse de violar los
derechos reconocidos (…) y cualquier restricción a
cualquiera de esos derechos debe ser permisible de
conformidad con las disposiciones (aplicables al ca-
so)4. La salud puede ser entendida, en una primera
aproximación, como un estado de equilibrio no sola-
mente físico, también psíquico y espiritual. En este
sentido se puede decir que la salud es uno de los an-
helos esenciales del ser humano que constituye la cua-
lidad preciada para poder satisfacer cualquiera otra ne-
cesidad o aspiración de bienestar y felicidad, si bien, la
salud no puede ser identificada taxativamente como
felicidad o bienestar sin más5.

Asimismo la salud es el medio que permite a los seres
humanos y a los grupos sociales desarrollar al máximo
sus potencialidades, esto es, sería como la condición
de posibilidad que permite la realización del potencial
humano de cualquier persona.

Desde un enfoque integrador y convergente, se puede
decir que la salud es uno de los mayores bienes del ser
humano y que se inscribe en todas las dimensiones de
su existencia, y en este sentido tiene que establecerse
como derecho, para que en la medida de los posible se
pueda garantizar y ser justificable.

En toda una variedad de elementos y percepciones se
puede destacar cómo se concibe la salud desde algunas
de vertientes o de qué tipos de modelos de salud po-
demos hablar hoy día:

La salud psíquica: es la capacidad de autonomía men-
tal para reaccionar ante las dificultades y los cambios
del ambiente (poseer capacidades intelectuales, proce-
sar y comprender la información dada, ejecutar la ca-
pacidad para tomar decisiones, etcétera.) Cobra im-
portancia la capacidad de asimilar los cambios y las
dificultades, así como la de aceptar y/o modificar el
ambiente para obtener satisfacciones personales bási-

cas, de manera que la persona sea capaz de establecer
relaciones interpersonales armoniosas.

La salud social: es la condición necesaria para la salud
física y mental. La salud vendría identificada, desde
esta comprensión, con la capacidad del individuo para
relacionarse e integrarse con la urdimbre cultural que
le haya tocado vivir, así como con su capacidad de
desarrollar o adaptarse al rol o la tarea social que el
mismo pueda y quiera darse o la sociedad decida otor-
garle.

La salud ecológica: Las posibilidades de llevar una vi-
da mínimamente normal están en relación directa con
la salud ambiental: aire puro, agua limpia, control de
ruidos, belleza del ambiente, etcétera.

El hombre es un ser vivo solidario del resto de la bios-
fera, esto es un ser con un entorno. El ambiente, pue-
de influir o predisponer a la persona a tener más o me-
nos salud y a desarrollar o no alguna enfermedad.

De lo anterior se colige que por sus elementos, su
transformación y por lo que el ser humano es o puede
llegar a ser en relación a la salud, la determinación es
compleja.

Quienes integramos el Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México defendemos la protec-
ción animal, pero sobre todo, nos oponemos a las acti-
vidades que atenten contra los derechos de nuestros
niños y que ya se señalen por la comunidad interna-
cional y académica como actividades particulares que
inciden en la interacción social de manera nociva, y en
donde sea necesario que el estado intervenga, como en
el caso del costumbrismo o incitación a la violencia a
la cual exponen los padres aficionados a la tauroma-
quia a sus hijos de manera reiterada, generando una
habituación a la violencia.

En congruencia, también nos pronunciamos para que
los congresos locales realicen su labor para proteger
los derechos de los niños y niñas mexicanos, y que ha
motivado este documento, a fin de cumplir con las di-
rectrices establecidas en la Convención sobre los De-
rechos del Niño, ratificada por México.

En el artículo 6 se pone de relieve la obligación de los
estados parte de garantizar la supervivencia, el creci-
miento y el desarrollo del niño, en particular las di-
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mensiones físicas, mentales, espirituales y sociales de
su desarrollo.

Hay que determinar sistemáticamente los numerosos
riesgos y factores de protección que determinan la vi-
da, la supervivencia, el crecimiento y el desarrollo del
niño para idear y poner en práctica intervenciones de
base empírica encaminadas a hacer frente a los diver-
sos determinantes que surgen durante la trayectoria
mental, un estudio realizado en 2004 por psicólogos de
la Universidad Complutense de Madrid y la Universi-
dad de Swansea en Gales concluye que los mensajes
verbales que acompañan la retransmisión de una corri-
da de toros tienen consecuencias significativas en la
agresividad, la ansiedad y los niveles de impacto emo-
cional de los niños y niñas de entre 8 y 12 años.

Más entre los niños varones que entre las niñas. Tam-
bién, que los niños están más mediatizados por la in-
terpretación cognitiva de lo que está sucediendo que
por el espectáculo de la violencia y la crueldad dado
que señala que “… el medio ambiente es, sin duda, un
importante modulador de la conducta humana [Bandu-
ra, 1977, 1989].

Las costumbres de una determinada sociedad están es-
trechamente relacionados con sus actividades. Los
medios de comunicación, televisión, prensa, radio y
películas de reestructurar las prácticas institucionales e
influencia la forma en que se comporta la gente.

Estas comunicaciones son las principales formas de
configurar nuestra socialmente actitudes, creencias y
opiniones, y pueden tener un impacto aún mayor en
los niños y adolescentes, que no han desarrollado el
pensamiento crítico o una apreciación trascendente de
lo social”6.

El estudio revela en su metodología y experimentación
que “(…) escenas violentas tiene un mayor impacto en
el comportamiento en los niños que en los adultos.
Viemerö (1986) y Viemerö et al. (1998) han demostra-
do que la visualización de escenas violentas tiene un
efecto mayor en personas menores a 19 años de edad
que en los adultos. Las niñas parecen ser capaces de
distinguir mejor entre la realidad y la ficción. Los ni-
ños tienden a interpretar lo que ven en términos de lo
que podría ser posible o socialmente esperado, identi-
ficar más fácilmente con los personajes agresivos
(Huesmann, 1986; Huesmann et al., 1998). 

La justificación moral de escenas violentas también
juega un papel interesante en el comportamiento final
del espectador. Cuanto más se trata de justificar mo-
ralmente la acción, mayores expectativas sociales en
este sentido se crean, es más aceptable el comporta-
miento resultante (Ramírez, 1991, 1993).

Creencias normativas (creencias individuales acerca
de qué comportamientos son adecuados o no en situa-
ciones específicas, para discriminar la relación entre la
visión escenas violentas y actos reales de agresión
(Huesmann et al., 1996). Sin embargo, la observación
de escenas violentas aumenta la tolerancia a la agre-
sión y enseña a los observadores a aumentar sus nive-
les de agresión aceptable (Drabman et al. 1977; Drab-
man y Thomas, 1975; Molitor y Hirsch, 1994; Watt y
Krull, 1977)7.

Por lo que en virtud de lo aquí expuesto quienes inte-
gramos el Grupo Parlamentario del Partido Verde Eco-
logista de México, proponemos y ponemos a conside-
ración de esta honorable asamblea la presente
iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 47, adicio-
nando un párrafo VIII; y la fracción 15 del artícu-
lo 116 de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes

Artículo Único. Se reforma el artículo 47, adicionan-
do un párrafo VIII; y la fracción 15 del artículo 116 de
la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, para quedar como sigue:

Artículo 47. Las autoridades federales, de las entida-
des federativas, municipales y de las demarcaciones
territoriales del Distrito Federal, en el ámbito de sus
respectivas competencias, están obligadas a tomar las
medidas necesarias para prevenir, atender y sancionar
los casos en que niñas, niños o adolescentes se vean
afectados por:…

I. a VII. …

VIII. La asistencia y/o la participación en even-
tos taurinos que por su naturaleza implique el
ejercicio de violencia explícita, lo cual atenta
contra la integridad psicológica de niñas, niños y
adolescentes.
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Artículo 116. …

…

XV. Propiciar las condiciones idóneas para crear un
ambiente libre de violencia en las instituciones edu-
cativas, se establezca la promoción, en todos los
niveles de la enseñanza, del fomento del respeto
a los animales, excluyendo expresamente las co-
rridas de toros como tales de los contenidos edu-
cativos y se prohíba la asistencia de niñas, niños
y adolescentes a eventos taurinos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 346 Y 349 DE

LA LEY GENERAL DE SALUD, SUSCRITA POR LA DIPUTADA

MARÍA ÁVILA SERNA E INTEGRANTES DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DEL PVEM

Quienes suscriben, diputada María Ávila Serna y
diputados federales del Partido Verde Ecologista de
México en la LXIII Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, sometemos a la
consideración de esta soberanía, la presente iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se reforma
el artículo 346 y se adiciona un párrafo segundo al
artículo 349 de la Ley General de Salud, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

El interés común del ser humano es encontrar un equi-
librio sano en la convivencia social, en un ámbito de
tranquilidad, la premisa consistiría en hacerlo con ape-
go y respeto a las leyes que rigen nuestro país, las cua-
les buscan salvaguardar la dignidad y derechos huma-
nos que merece todo individuo a lo largo de su vida,
incluyendo el proceso y las circunstancias que implica
la extinción de la misma

La intención de esta iniciativa es dirigir y enfocar la
urgente atención que requiere el tema del Servicio Mé-
dico Forense (Semefo), pues no existen por ejemplo,
protocolos de tratamiento y resguardo de información
de los cadáveres. Claro ejemplo de ello, es que la ma-
yoría de los Servicios Médicos Forenses de los dife-
rentes estados de la República presentan muestras de
abandono y descuido tanto en sus instalaciones como
en sus procedimientos. Por este motivo consideramos
preciso la activación del Protocolo Ante Mórtem-Post
Mórtem (AM-PM) en los Servicios Médicos Forenses
a nivel nacional, el cual es una herramienta informáti-
ca que permitirá la identificación de personas desapa-
recidas. Se trata de la base de datos Ante Mórtem y
Post Mórtem (AM-PM) que fue creada por la Agencia
Internacional de Búsqueda, al término de la Segunda
Guerra Mundial en 1945, cuyas licencias de uso del
software ha comenzado a entregar el Comité Interna-
cional de la Cruz Roja.

Lograr sensibilizarnos en este tema traerá como resul-
tado el hacernos conscientes de lo doloroso que es la
incertidumbre de no saber sobre el paradero de un ser
amado; nadie está exento de vivir una situación así, se
puede tratar de un padre o madre de familia y susten-
to de la misma, de un hijo, hermano, familiar o amigo,
que salió de casa y nunca regresó.

Las deficiencias en la aplicación de los recursos finan-
cieros destinados al buen funcionamiento del servicio
médico forense con que debe contar cada entidad fe-
derativa es una situación que coloca a la población en
un estado de vulnerabilidad.

Es de trascendental importancia la creación de una ley
de carácter general que obligue a cada estado y sus res-
pectivos municipios al cumplimiento de requisitos,
pruebas y protocolos mínimos indispensables en los
servicios médicos forenses.

El Estado debe garantizar ese mínimo respeto al trata-
miento que se le da a las personas fallecidas, toda vez
que al cumplir con los protocolos adecuados se ten-
drán datos suficientes que pondrán fin a la búsqueda
desesperada por parte de los familiares y así darle un
poco de descanso a las familias.

En nuestro país hay miles de personas buscando a un
ser querido que nunca regresó a casa, paradójicamen-
te, las fosas comunes están al tope, debido a que una
gran mayoría de los servicios médicos forenses traba-
jan en condiciones deplorables, sin respetar requisitos
indispensables y la correcta aplicación de protocolos
que permitan la posterior identificación de los cadáve-
res.

De acuerdo a cifras reveladas por el Sistema Nacional
de Seguridad Pública, existen más de 28 mil 210 per-
sonas no localizadas o desaparecidas en el país inclu-
yendo al fuero común y fuero federal, y resulta impo-
sible saber cuántas de ellas están muertas.

No se cuenta con un banco de datos que pudiera faci-
litar la búsqueda de personas desaparecidas, vivas o
muertas. México no tiene cifras exactas de las perso-
nas que llegaron a un servicio médico forense, y no se
sabe con precisión si se abrió o no un expediente de
identificación o los cadáveres terminaron en una fosa
común.
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El magistrado Édgar Elías Azar, presidente del Tribunal
Superior de Justicia de la Ciudad de México, ha expues-
to que en los Servicios Médicos Forenses hay cadáveres
que no se identifican correctamente, cadáveres de los
que no se tienen registros del ADN, otros que fueron en-
viados a la fosa común, ya que se carece de un centro de
información genética en todo el país. Considera igual-
mente que factores como la negligencia y falta de interés
contribuyen a agravar aún más este serio problema.

De los pocos Servicios Médicos Forenses que se ape-
gan a los protocolos establecidos se puede mencionar
al Instituto de Ciencias Forenses del Tribunal Superior
de la Ciudad de México, el cual cuenta con un depar-
tamento de identificación, donde a cada cuerpo que no
es identificado se le practican pruebas tales como im-
presión de huellas dactilares, fotografía, muestras ge-
néticas, radiografía dental y estudio antropológico.

Sin embargo, es inverosímil que existiendo los expe-
dientes que contienen los datos antes mencionados y
que se encuentran disponibles para todas las fiscalías
de la República, éstos no sean consultados.

Según declaraciones del doctor Felipe Takajashi, di-
rector del Instituto de Ciencias Forenses de la Ciudad
de México, resulta increíble que, a pesar de la cerca-
nía, el Servicio Médico Forense de la Ciudad de Mé-
xico, desconozcan la cantidad de cadáveres en calidad
de desconocidos que ingresan en el Servicio Médico
Forense del Estado de México, y de igual forma, ellos
desconocen los que ingresan al servicio a su cargo.

Esto nos hace darnos cuenta de la magnitud del pro-
blema, toda vez que si fallece alguien en los estados de
Morelos, Chihuahua, Tamaulipas, solo por citar un
ejemplo, y sus cuerpos son reclamados en otra entidad
federativa no existe forma alguna de ubicarlos.

Lo anterior trae como consecuencia, que esos cadáve-
res terminen en una fosa común, debido a que no se le
realizaron los protocolos adecuados para su debida
identificación, sin importar que haya familiares deses-
perados buscándolos. El Estado debería tener la obli-
gación de contar con esa información.

El panorama es desalentador, no hay información ho-
mogénea en el país, cuando esto no debería de repre-
sentar un problema así de grave, si se contara con un
banco de datos de ADN.

En 2011, las procuradurías del país, se comprometie-
ron a usar el mismo protocolo para la identificación de
cadáveres, sin embargo, al día de hoy sólo cuatro enti-
dades cuentan con dichos protocolos.

A través de solicitudes de acceso a la información, el
Observatorio Nacional Ciudadano, documentó cómo
trabajan algunos servicios médicos forenses. Los re-
sultados son escalofriantes, ya que van desde los esta-
dos que adaptan casas para llevar a cabo las necrop-
sias, en otros utilizan los hospitales civiles, algunos
más lo hacen en panteones y en el peor caso, se cre-
man todos los cuerpos que no son identificados.

Como consecuencia de lo anterior, los servicios médi-
cos forenses trabajan en condiciones in-salubres, no
cuentan con el personal capacitado, sus cámaras frigo-
ríficas no funcionan bien o incluso tienen cuerpos api-
lados en calidad de desconocidos y no cuentan ni con
los protocolos de identificación ni con el personal su-
ficiente, en algunos de ellos, es el propio personal
quien debe llevar su material para poder trabajar, toda
vez que el mismo no les es proporcionado.

En algunos estados, el servicio médico forense es admi-
nistrado por la Secretaría de Salud estatal, como es el
caso de Guerrero; en otras entidades federativas, están a
cargo de los Tribunales Superiores de Justicia. En este
sentido, un primer paso sería homologar la instancia o
dependencia que debe estar a cargo de los mismos, así
como indagar respecto al uso del presupuesto que tienen
asignado, con la finalidad de que mejoren el servicio.

En otro orden de ideas, cabe señalar que en el año
2011 el Comité Internacional de la Cruz Roja ofreció
capacitación a instituciones forenses del país, con la
intención de lograr el desarrollo y diseño de protoco-
los que ayudaran a tener entre los estados prácticas es-
tandarizadas, en aras de que éstas manejen un lengua-
je común, homologando así los protocolos de
identificación, tal y como lo establece el Comité Inter-
nacional de la Cruz Roja.

Derivado de lo anterior, esta noble institución interna-
cional donó a todas las entidades federativas un soft-
ware denominado Ante Mórtem-Post Mórtem (AM-
PM), el cual es un programa que permite contar con un
banco de datos de personas que no fueron identifica-
das, tener un expediente digital de cada cadáver, hue-
llas dactilares, fotografía, características del lugar de
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donde fue recogido, trabajo de antropología forense,
genética y odontología.

Además, este programa cuenta con un Sistema de Ges-
tión de Información, capaz de resguardar toda la infor-
mación para que ésta se administre, se organice, se in-
tercambie, se comunique y se ponga al servicio de
quien lo necesite.

Como lo señalamos, es lamentable que, a pesar de
contar con este programa, sean sólo cuatro entidades
federativas las que lo estén utilizando. Por lo tanto,
con esta iniciativa buscamos impulsar la reactivación
y uso adecuado del software Ante Mórtem-Post Mór-
tem para que los servicios médicos forenses de todo el
país, caminen al mismo nivel, con los mismos conoci-
mientos y puedan generar resultados efectivos.

Consideramos que los requisitos mínimos de dignidad
y respeto hacia los cadáveres, deben basarse en prue-
bas específicas llevadas a cabo por un especialista, ta-
les como las mencionadas en el protocolo del softwa-
re Ante Mórtem-Post Mórtem (AM-PM), así como de
todos los métodos necesarios especializados de gené-
tica, fotografía y dactiloscopia.

Respecto al posible impacto presupuestal que pueda
tener la implementación del protocolo del software an-
te mórtem-post mórtem, es importante resaltar que al
ser una donación de un organismo internacional no re-
presentaría gasto alguno por parte de la federación, es-
tados o municipios.

Por lo aquí expuesto y fundado, someto a consideración
de esta honorable asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 346 y se
adiciona un párrafo segundo al artículo 349 de la
Ley General de Salud

Artículo Único. Se reforma el artículo 346 y se adi-
ciona un párrafo segundo al artículo 349 de la Ley Ge-
neral de Salud, para quedar como a continuación se
presenta:

Ley General de Salud

Capítulo V
Cadáveres

Artículo 346. Los cadáveres no pueden ser objeto de
propiedad y siempre serán tratados con respeto, digni-
dad y consideración, cumpliendo cabalmente con el
protocolo ante mórtem-post mórtem (AM-PM).

Artículo 349. El depósito y manejo de cadáveres de-
berán efectuarse en establecimientos que reúnan las
condiciones sanitarias que fije la Secretaría de Salud.

La Secretaría, en coordinación con las autoridades
federales, estatales y locales, encargadas del mane-
jo de cadáveres, supervisará que se cumpla con lo
establecido en el protocolo Ante Mórtem-Post Mór-
tem (AM-PM), así como todos los métodos necesa-
rios especializados de genética, fotografía y dacti-
loscopia.

La propia Secretaría determinará las técnicas y proce-
dimientos que deberán aplicarse para la conservación
de cadáveres.

Transitorios

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación. 
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